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Procedimiento de la  Acción Extraordinaria de Protección en casos de 
Violación al Debido Proceso 
 
En el presente trabajo investigativo abordaré el tema sobre la Acción Extraordinaria de 
Protección que tiene por objeto la protección de los derechos constitucionales y debido 
proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se 
hayan violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, con la 
aplicación de una visión jurídica más amplia para proteger un fin superior, que es el de 
reparar integralmente un daño causado hacia un derecho fundamental, cumpliendo de esta 
manera con los principios y derechos consagrados en la Constitución. Estudiaré el marco 
jurídico en el que se desenvuelve, profundizando en las normas que establece esta acción 
jurisdiccional, la Competencia de la Corte Constitucional, me enfocaré de manera 
particular y explícita en el procedimiento a seguir para tal fin con el objetivo de aportar al 
conocimiento y utilidad de esta figura jurídica, respaldando así mi propuesta que tiene 
como objetivo reducir la inadmisibilidad de las causas que se dan debido a la mala 
















Procedure  of  the  Special  Protection  Action  in  cases  of  Violation  of  
Due Process 
 
The current research work is on the Extraordinary Protection Action intended to protect 
constitutional rights and due process in judgments, definitive orders, resolutions with 
quality of sentences, where rights provided in the constitution have been violated, with the 
widest juridical visión to protect the higher purposes, damage integrally caused to a 
fundamental right by complying with principles contained in the Constitution. The juridical 
frame shall be studied, deepening on the regulations provided for thejurisdictional action, 
competency ofthe Constitutional Court. The procedure to be followed shall be particularly 
and explicitly focused in order to contribute with knowledge and usefulness of such 
juridical figure, with which I intend to support my proposal to minimize admissibility of 








I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have prepared 
the attached translation from the original in the Spanish language to the best ofmy 








El respeto a los Derechos Humanos que impone la Constitución a todo órgano de la 
función pública, sus autoridades y funcionarios es el límite de su actuación; es decir que 
todo ordenamiento constitucional está orientado a la garantía efectiva de los derechos e 
intereses de los individuos, a partir de este principio se puede caracterizar a la función 
jurisdiccional, en su misión garantista, que encuentra formulación expresa en el derecho 
fundamental de los ciudadanos a la tutela judicial; y, considerar la actividad del juez de 
forma que: 
 
El sometimiento del juez al derecho en el estado constitucional es doble: al derecho 
como tal y al sentido constitucional del ordenamiento que le obliga a la interpretación del 
primero en el sentido más favorable a los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
 
La acción extraordinaria de protección, está bajo la competencia de la Corte 
Constitucional refiriéndose a la posibilidad de revisar y revocar las sentencias, autos 
definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, que se hayan dictado violando el debido 
proceso y cualquier otro derecho consagrado en la Constitución de la República del 
Ecuador vigente.  
 
Esta figura jurídica se encuentra establecida en los arts. 94 y 437 de la Constitución 
de la República del 2008 y su procedimiento está regulado tanto en la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional complementado por el Reglamento de 
sustanciación de procesos de competencia de la Corte Constitucional. 
 
En el marco de los principios de la Constitución se determinan  los fundamentos 
jurídicos  que  permitieron la creación de esta garantía; con el análisis de los contenidos 
constitucionales y con el posterior desarrollo legal, se concretan los elementos que 
configuran la acción,  lo cual permite establecer las ventajas y los posibles problemas que 





En mi investigación visualizo interesadamente la necesidad que se determine la 
competencia de la Corte Constitucional para que se evite un mal uso de esta garantía 
desvirtuando la gestión que realiza la administración de justicia común u ordinaria.  
 
Además en mi investigación haré énfasis enel procedimiento que utiliza la Corte 
constitucional ante las demandas de la Acción Extraordinaria de Protección, cuándo 
procede, su trámite, laadmisibilidad e inadmisibilidad, las partes procesales, con la 
finalidad de proponer soluciones y mecanismos necesarios frente a problemas de 
inadmisibilidad y a un procedimiento lento e ineficaz. 
 
En el presente proyecto estudiaré los siguientes capítulos: 
 
El capítulo I realiza un enfoque sobre el problema a estudiar, puntualizando entre 
otros temas el planteamiento, formulación del problema, objetivos y justificación. 
 
El capítulo II contiene temas referentes al Marco Teórico como son antecedentes de 
la investigación, fundamentación teórica, fundamentación legal, definición de términos 
básicos, hipótesis, variables. La fundamentación teórica enmarca temas importantes que 
sustentan mi investigación como: definición, objeto, características, naturaleza jurídica, 
principios de la Acción Extraordinaria de Protección, el Debido Proceso, importancia, 
elementos, violación al debido proceso, entre otros y como tema relevante me enfoco en el 
procedimiento de la Acción Extraordinaria de Protección haciendo hincapié en los 
requisitos para presentar la demanda. 
 
En el capítulo III, expongo entre otros temas importantes, los métodos a utilizar 
para el desarrollo de mi tesis, la población y muestra, la matriz de operacionalización de 
variables y las técnicas e instrumentos y recolección de datos.  
 
En el Capítulo IV a través de una población muestral, con la aplicación de técnicas 
de investigación como la encuesta y la entrevista, analizaré la problemática en que se 
encuentra la aplicación de la acción extraordinaria de protección por la confusión que se ha 
generado provocando muchos casos de inadmisibilidad debido al desconocimiento ymal 




de la aplicación de las encuestas y realizaré el análisis e interpretación de los resultados, 
conclusiones y recomendaciones.  
 
Con esta información estableceré en el siguiente capítulo la propuesta 
puntualizando las estrategias para establecer una solución y reducir la inadmisión de las 
causas por esta acción, que sabiéndola aplicar es de mucho beneficio para hacer cumplir 







































1.1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
La Constitución de la República incorpora una nueva garantía de derechos 
denominada Acción Extraordinaria de Protección, orientada a tutelar los derechos que 
resulten vulnerados en procesos judiciales resueltos por los jueces y tribunales en su 
actividad jurisdiccional. 
 
La Acción Extraordinaria de Protección, constituye el derecho de las personas a 
requerir de la jurisdicción constitucional una sentencia que resuelva sobre la vulneración 
del derecho al debido proceso u otros que hubieren sido vulnerados por un acto u omisión 
del juez que conoció una causa en la justicia ordinaria, mediante el respectivo proceso; por 
tanto se trata de otro proceso, en el que se resolverán cuestiones distintas a las que 
constituyeron la pretensión en el juicio cuya decisión se cuestiona en jurisdicción 
constitucional; consecuentemente, es una acción diferente, autónoma, ya que no se trata de 
un acto dentro del proceso ordinario en cuya virtud la parte que se considera agraviada por 
una resolución judicial pide al mismo juez o al superior jerárquico, su reforma o anulación, 
se trata, por el contrario, del examen sobre la vulneración de derechos, distinto al examen 
de los hechos que constituyeron materia del juicio. 
 
La inclusión de esta acción en el sistema de garantías de derechos, diseñado por la 
Constitución de la República, suscitó fuertes críticas, fundamentalmente desde sectores de 
la Función Judicial, la Academia y la Abogacía por considerar que se trataba de una 
intromisión en las actividades jurisdiccionales que deben ser desarrolladas con total 





Es de esperar que la creación realizada por la Carta Fundamental cause estas 
reacciones si se tiene en consideración que la Acción del Órgano de Control de 
Constitucionalidad va a incursionar en ámbitos que antes estuvieron limitados 
exclusivamente al cumplimiento de la Ley, como es la actuación de los jueces en las causas 
puestas a su conocimiento y decisión; sin embargo, dicha reacción es natural en tanto que 
es expresión de un recurrente temor al cambio. 
 
Un cambio que incluye entre otros aspectos es la necesidad  de determinar la 
competencia de la Corte Constitucional para evitar el uso abusivo de la garantía en 
desmedro de la administración de justicia común u ordinaria, propósito al que dirijo mi 
investigación. 
 
1.1.1  Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
 
El presente trabajo investigativo, se encuentra determinado bajo el contexto jurídico 
ecuatoriano, donde los derechos y principios constitucionales deben ser observados, 
cumplidos y respetados por toda autoridad pública.  
 
1.1.2  Delimitación del problema 
 
El desarrollo del trabajo está inmerso a la investigación durante el año 2013-2014.  
 
1.1.3  Formulación del problema 
 
¿Se encuentran eficazmente reguladas la estructura y competencias de la Corte 
Constitucional, garantizando su independencia, legitimidad y eficiencia;  en ejercicio de 
sus facultades constitucionales y legales? 
 
1.1.4  Evaluación del Problema 
 
La evaluación radica directamente en las disposiciones de los artículo 94 y 436 de la 
Constitución de la República del Ecuador, y los arts. 62,63,64,66 de la Ley Orgánica de 







1.2.1 Objetivo general: 
 
 Evitar la violación del Debido Proceso en procesos resueltos, a través de la acción 
extraordinaria de Protección ejecutada con carácter constitucional; realizando un 
estudio jurídico en el cual se observe su procedimiento constitucional. 
 
1.2.2 Objetivos Específicos: 
 
 Determinar qué elementos se deben aplicar en el proceso de la acción extraordinaria de 
protección para garantizar el debido proceso. 
 
 Identificar las características de la acción extraordinaria de protección. 
 
 Determinar las consecuencias jurídicas que conlleva esta figura jurídica 
 
 Reconocer los atributos de la Corte Constitucional 
 
 Investigar la legislación comparada sobre la acción extraordinaria de protección. 
 
 Recopilar las posiciones doctrinarias de diferentes autores, respecto a este tema de 
investigación. 
 
1.3   JUSTIFICACIÓN 
 
Es indispensable ajustar la normativa legal a las disposiciones constitucionales, para 
garantizar la vigencia de los derechos humanos y de la naturaleza y la supremacía 
constitucional; ya que varios casos han llegado ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en búsqueda de justicia que nuestro país no ha podido otorgar, casos en los que 
nuestro país fue declarado responsable por violentar derechos fundamentales y en especial 
los artículos ocho y veinticinco del Pacto San José que se refiere  a los derechos y garantías 
judiciales y a la protección judicial.  Es así que en un Estado Constitucional de Derechos, 




de ser garantes de la Constitución están llamados a procurar la protección de derechos 
humanos y estarán sometidos al control de constitucionalidad. 
 
La existencia de la acción extraordinaria de protección dentro del ordenamiento 
constitucional ecuatoriano es establecida para garantizar la protección de los derechos 
vulnerados a partir de una decisión judicial, a la vez que consolide la competencia del 
Estado ecuatoriano para que garantice con sus mecanismos internos la protección judicial 
de los derechos, cuando estas lesionen cualquier derecho constitucional o al debido 
proceso. 
 
Para el logro de tal objetivo se requiere de esta ley que promueva el fortalecimiento 
de la justicia constitucional y el proceso de constitucionalización del sistema jurídico, 
político y social, para que todas las prácticas institucionales y no institucionales se ajusten 
material y formalmente a las exigencias que se desprenden del texto constitucional; 
 
La justicia constitucional es una herramienta eficaz e idónea para hacer realidad las 
exigencias del texto constitucional, para asegurar la vigencia del principio democrático y 

































Desde que nació esta acción, el procedimiento, estuvo regido por laConstitución de 
la República y por las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la 
Corte Constitucional para el Período cíe Transición, aprobadas por la Corte Constitucional 
y promulgadas en 81 Registro Oficial No 466 de 13 de noviembre del 2008. Actualmente 
se desarrolla bajo la normatividad que consta en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional promulgada en el Segundo suplemento del 
Registro Oficial No 52, de 22 de octubre del 2009, en el reglamento de Sustanciación de 
Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, publicado en el Suplemento del 
Registro Oficial No 127, de 10 de febrero del 2010 y en las normas supletorias contenidas 
en el Código Civil, Código de Procedimiento Civil, Código de Procedimiento Penal y Ley 
Orgánica de la Procuraduría General del Estado, en lo que fueren aplicables y compatibles 
con el Derecho Constitucional (Disposición final de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional). 
 
En el año 2008 entra en vigencia la nueva Constitución de la República del Ecuador, 
en la que se introducen cambios sustanciales y definitivos en el reconocimiento de los 
derechos, su sistema de protección y en la estructura del Estado Ecuatoriano; e incorpora 
una nueva garantía de derechos denominada Acción Extraordinaria de Protección, 
orientada a tutelar los derechos que resulten vulnerados en procesos judiciales resueltos por 





 Como antecedente para plasmar esta garantía en la Carta Política, se extrae de las 
actas de sesión de la Asamblea Constituyente algunas de las apreciaciones de los 
Asambleístas, quienes argumentaron dos aristas importantes: la primera es el 
desconocimiento y la falta de aplicación de las normas constitucionales (Constitución 
Política de 1998) como norma jerárquica superior; y consecuentemente las humillaciones a 
las que el Ecuador debe someterse en tribunales extranjeros por la continua violación de 
derechos, lo que genera que el Estado Ecuatoriano deba pagar millonarias 
indemnizaciones. 
 
Al respecto a continuación cito el criterio del Dr. César Rodríguez ex asambleísta de 
la Asamblea Constituyente que expidió la Constitución vigente: 
 
"Por otro lado, es necesario destacar que el establecimiento de esta 
acción implica por sí mismo un poderoso mensaje de atención para todos 
los operadores de justicia: las normas, por su jerarquía se aplican en el 
orden establecido por el Art. 425 de la Constitución 2008. Es la 
Constitución la que debe ser observada en primer lugar, sus preceptos, 
sus garantías, y luego, las normas de las leyes secundarias, cuestión que si 
bien se señalaba también en la Constitución de 1998 jamás se hizo 
efectiva en la práctica. Hoy estamos en un foro de abogados, ustedes más 
que nadie saben que los jueces jamás observaron el orden jerárquico de 
las normas y que en muy pocas y honrosas excepciones aplicaron a la  
Constitución por sobre normas inferiores. Para citar un caso, en materia 
procesal penal, los jueces de instancia y los miembros de los tribunales 
penales no excluyen de juicio o de los elementos de convicción 
aportaciones obtenidas con violación a la Constitución. Esto no puede 
seguir ocurriendo y en eso no podemos intentar tapar el sol con un dedo. 
 
Además es necesario señalar que la violación de las normas 
constitucionales y de sus garantías, al día de hoy, se encuentran también 
sometidas a control a través de organismos de justicia supranacionales 
como, por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ya 
ha condenado varias veces al Ecuador por la violación de los derechos 




no observan, causando con ello la obligación del Estado de pagar 
millonarios indemnizaciones a los perjudicados. Hoy, en un Estado 
Constitucional de Derechos, esa será una de las tareas fundamentales de 
la Corte Constitucional: evitar que el Ecuador siga siendo humillado en 
cortes internacionales como uno de los ejemplos de lo que no hay que 
hacer, de lo indebido. Este recurso permitirá emerger un sistema de 
justicia caracterizado por el respeto y la obediencia a la Constitución 
Política del Estado, lo cual, visto desde la perspectiva política y jurídica 
no solo es mantener la institución procesal de la cosa juzgada, sino dar un 
salto cualitativo a un Estado nacional que respeta a los ciudadanos, a las 
leyes y a los derechos." 
 
Por otra parte han sido pocos los casos en que se ha verificado error judicial por falta 
de aplicación de los principios rectores del Debido Proceso, lo que ha evidenciado la 
necesidad de que las sentencias puedan tener un espacio anterior de revisión 
exclusivamente en caso de violación de derechos fundamentales, entre los que se encuentra 
el Debido Proceso. “que es un derecho fundamental a un juicio justo, combina una serie de 
garantías mínimas a las que todo ser humano, por su condición de tal, tiene derecho a 
acceder en caso de ser juzgado”(HUERTAS DÍAZ, 2010, pág. 29). 
 
Cabe señalar que en un Estado Constitucional de derecho(s) y justicia;  tal como lo 
establece la Constitución de la República del Ecuador, es inconcebible que una sentencia 
dictada por la Corte Nacional de Justicia no puede ser recurrida, que se convierta 
inimpugnable, pues esto deviene en la indefensión cuando haya existido un error por 
acción u omisión de un operador de justicia que vulnere derechos constitucionales. 
 
En la Constitución Política de la República del Ecuador, que denominaré como 
“Constitución de 1998” y que estuvo vigente desde el 11 de agosto de 1998 hasta el 20 de 
octubre del 2008, se contemplaba en los artículos 93, 94 y 95 las acciones mediante las 
cuales se podían garantizar los derechos constitucionales de las personas y así tenemos, 
respectivamente, la de habeas corpus, la de habeas data y la de amparo constitucional. 
 
Mediante Disposición Derogatoria de la Constitución de la República del Ecuador 




Constitución de 1998 y se incluyó dentro del Título tercero (Garantías Constitucionales), el 
capítulo tercero denominado Garantías jurisdiccionales que son la acción de protección, 
acción de habeas corpus, la acción de acceso a la información pública, la acción de habeas 
data, la acción por incumplimiento y la acción extraordinaria de protección. 
 
2.1.2Definición de acción extraordinaria de protección 
 
Es el medio que establece la Constitución de la República para que el órgano 
jurisdiccional constitucional inicie el proceso constitucional para el control de las 
resoluciones judiciales definitivas con el objeto de verificar si contienen o no las 
violaciones de los derechos o garantías constitucionales que el accionante describe en la 
demanda en que solicita la tutela integral de los derechos o garantías violadas, mediante su 
aplicación directa e inmediata y la reparación integral del daño material e inmaterial 
ocasionado. 
 
Esta acción la deduce el sujeto procesal o persona perjudicada con la resolución 
judicial definitiva en que se contienen violaciones de los derechos y garantías 
constitucionales, por lo que necesariamente el accionante deberá describir en la demanda la 
forma en que han sido violados, indicando los actos procesales en que constan y los 
resultados obtenidos como consecuencia, así como la forma en que se utiliza los actos 
procesales inconstitucionales y sus resultados en la resolución impugnada. 
  
La acción extraordinaria de protección tiene lugar contra la resolución judicial 
definitiva y consecuentemente el proceso constitucional tiene por objeto esta resolución y 
el juzgamiento se pronunció sobre ella y los actos procesales que sirvieran de fundamento 
para dictarla, por lo que en todo caso de establecerse que estos son inconstitucionales 
procederá la acción. 
 
En el examen de los actos procesales se deberá establecer si contienen violaciones de 
derechos o garantías constitucionales o son el resultado de estas violaciones, porque sin 
ellas no podían haberse practicado, es decir, que deberá constar el acto inconstitucional con 






Como se ve, si bien la acción es contra la resolución judicial definitiva, el 
juzgamiento constitucional es sobre el proceso que concluyó en la resolución impugnada. 
 
Nuestra Constitución no define a la acción constitucional extraordinaria de 
protección, se limita a señalar la procedencia y al órgano que tiene competencia para 
conocerla y tramitarla. 
 
Pero Luis Cueva Carrión en su libro Acción Constitucional Extraordinaria de 
Protección la define de la siguiente forma: 
 
“La acción constitucional extraordinaria de protección es una acción excepcional que se la 
tramita ante la Corte Constitucional, luego de agotados los recursos ordinarios y extraordinarios, 
por quien tuviere legitimación activa; ampara y protege los derechos reconocidos en la 
Constitución cuando hubieren sido violados, por acción u omisión, en sentencias o en autos 
definitivos”(CUEVA CARRIÓN, 2010, pág. 57). 
 
En esta definición están todos los elementos fundamentales que estructuran a esta 
acción y se indica, además, su función dentro del universo de las acciones constitucionales. 
Para una total comprensión de esta acción se explicará estos elementos en el transcurso de 
mi investigación. Señalo desde ya que, esta acción, es muy diferente a la acción ordinaria 
de protección. 
 
Adicional a lo manifestado anteriormente, expongo la siguiente jurisprudencia de la 
Corte Constitucional del Ecuador para ilustrar con el siguiente caso los mencionados 
elementos: 
 
“Antes de establecer los problemas jurídico-constitucionales a ser analizados en el 
presente caso, esta Corte estima pertinente determinar la naturaleza jurídica de la acción 
extraordinaria de protección, considerándola como un mecanismo de acceso a la justicia y 
medio idóneo para la constitucionalización del derecho ordinario, enfatizando en su 
carácter excepcional, con miras a evitar un uso indiscriminado e injustificado por parte de 
la ciudadanía.- La acción extraordinaria de protección es una garantía jurisdiccional que 
forma parte de aquellas que "protegen los derechos humanos en el ámbito judicial 




ordinarios. En este sentido, no se trata de una instancia sobrepuesta a las ya existentes ni 
tampoco tiene como propósito deslegitimar la actuación de juezas y jueces, sino por lo 
contrario, se trata de un mecanismo subsidiario que complementa y refuerza.- Para mayor 
entendimiento, es preciso referirnos a la denominada “fórmula de la cuarta instancia” 
aplicada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en su caso 
emblemático Marzioni vs. Argentina el 15 de octubre de 1996, en el que se estableció que 
la CIDH no puede revisar las sentencias dictadas por los tribunales nacionales que actúen 
en la esfera de su competencia y aplicando las debidas garantías judiciales, a menos que se 
considere la posibilidad de que se haya violado la Convención Americana de Derechos 
Humanos.- Considerando la formula elaborada por la CIDH, es necesario manifestar que la 
Corte Constitucional, cuando conoce una acción extraordinaria de protección, no hace las 
veces de un Tribunal de Alzada que examina supuestos errores de hecho o de derecho que 
puedan haber cometido los jueces ordinarios dentro de los límites de su competencia; por 
el contrario, la Corte interviene siempre que se verifiquen indicios de violaciones a 
derechos reconocidos por la Constitución de la República, sin que pueda, por lo tanto, 
establecer en sus fallos si las decisiones adoptadas por los jueces en instancias anteriores 
fueron o no equivocadas o injustas, es decir, pronunciarse sobre valoraciones probatorias o 
las consideraciones legales en litigio” (Sentencia de la Corte Constitucional No 004-09-
SEP-CC, caso No 0030-08-EP de 14 de I mayo del 2009, publicada en el Registro Oficial 
No 602 de 1 de Junio del 2009). 
 
“La Corte Constitucional tiene potestad de conocer y resolver una sentencia, auto o 
resoluciones firmes o ejecutoriadas, (sentencia emitida por el Tribunal Contencioso 
Electoral) siempre y cuando se demuestre violación de un derecho constitucional, o el 
debido proceso por medio de la presente acción extraordinaria de protección.- Este recurso 
extraordinario de protección se lo da contra sentencias arbitrarias, frente a atropellos de los 
jueces o posibilidades de error judicial; más precisamente por las siguientes razones: a) por 
cuanto los procesos judiciales son el escenario adecuado para el amparo de derechos 
fundamentales, pues en ellos el juez debe tener en cuenta a la Constitución y las partes 
cuentan con los recursos que logren respeto de sus derechos y para impugnar decisiones 
erróneas; y, b) nada asegura la infalibilidad de los jueces, que se pueden equivocar como 
juez que conoce del proceso” (Sentencia de la Corte Constitucional No 008-09-SEP-CC, 
de 19 de mayo del 2009, caso No 0103-09-EP, publicada en el Registro Oficial No 602 de 





“La acción extraordinaria de protección procede, exclusivamente, en contra de 
sentencias o autos en firme o ejecutoriados. En esencia, la Corte, por medio de esta acción 
excepcional, solo se pronunciará respecto a dos cuestiones principales como son: la 
vulneración de derechos fundamentales o la violación de normas del debido proceso.- La 
naturaleza de la acción extraordinaria de protección consiste en que la vulneración de 
derechos constitucionales o la violación de normas del debido proceso no queden en la 
impunidad, por lo que asumiendo el espíritu tutelar de la vigente Carta Fundamental, 
mediante esta acción excepcional se permite que las sentencias, autos y resoluciones firmes 
o ejecutoriadas puedan ser objeto de revisión por parte del más alto órgano de control de 
constitucionalidad en el país como es la Corte Constitucional; por lo que los alcances que 
asume esta acción extraordinaria abarca a las resoluciones ejecutoriadas, las mismas que, 
como medida excepcional, pueden ser objeto de análisis ante el supuesto de vulneración de 
los preceptos constitucionales antes descritos, teniendo como efecto inmediato, si se 
encontrare la vulneración de estos derechos, la reparación del derecho violado y por ende, 
el dejar sin efecto la resolución firme o ejecutoriada de la autoridad impugnada”(Sentencia 
de la Corte Constitucional No 003-09-SEP-CC, de 14 de mayo del 2009, caso No 0064-08-
EP, publicada en el Registro Oficial No 602 de 1 de Junio del 2009). 
 
2.1.3Objeto de la acción constitucional extraordinaria de protección 
 
La acción constitucional extraordinaria de protección tiene un objeto preciso y bien 
determinado por nuestra normatividad jurídica: la protección de los derechos reconocidos 
por la Constitución y el debido proceso. Esta protección se hace efectiva, mediante esta 
acción, cuando en sentencias o en autos definitivos, se los hubiere violado en cualquier 
forma. 
 
Luis Cueva Carrión afirma que:“Esta acción constitucional extraordinaria tiene como 
objeto fundamental reparar las violaciones cometidas por los órganos judiciales del Estado 
ecuatoriano contra derechos reconocidos por la Constitución, cuando se hubieren agotado todos 
los recursos ordinarios y extraordinarios, porque ya no es posible su reparación dentro de la 
misma lineal jurisdiccional a la que se acusa de tal violación; de aquí dimana su carácter 





El art. 94 de nuestra Constitución que constituye la base jurídica de esta acción 
determina su objeto:                                 
 
“Art. 94.- La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos 
definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional.  
 
El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos 
recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional 
vulnerado”. 
 
El art. 58 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
también señala el objeto de esta acción extraordinaria: 
 
“Art. 58.- Objeto.- La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la 
protección de los derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos 
definitivos, resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución”. 
 
Al respecto Luis Cueva Carrión menciona que: “Esta acción constitucional tiene por 
objeto fundamental proteger a todos los justiciables sus derechos reconocidos por la Constitución 
cuando se los hubiere violado, por acción u omisión, en sentencias definitivas o en autos 
definitivos. Esta acción garantiza la efectividad y el incumplimiento de los derechos y garantías 
reconocidos por la Constitución y al ponerla en funcionamiento evita que sufran perjuicio a 
quienes se les hubiere violado sus derechos en la administración de justicia”(CUEVA 
CARRIÓN, 2010, pág. 61). 
 
En esta parte vale la pena manifestar que si un sujeto sufre injusticias al acceder a la 
administración de justicia, esta acción lo protege reconociendo sus derechos garantizados 
por la Constitución y disponiendo su reparación integral, porque, a decir de nuestra Corte 
Constitucional, "Hacer justicia significa reparar el daño causado y hacer efectiva la 





2.1.4Características de la acción constitucional extraordinaria de protección 
 
La acción constitucional extraordinaria de protección presenta las siguientes 
características:  
a) es constitucional;  
b) es extraordinaria;  
c) Tiene rapidez y eficacia 
c) procede luego de agotados los recursos ordinarios y extraordinarios;  
d) protege los derechos reconocidos en la Constitución cuando hubieren sido violados;  
e) la violación debe haberse producido en sentencias definitivas, en autos definitivos o en 
resoluciones con fuerza de sentencia;  
 
A cada una de estas características las vamos a esclarecer en el mismo orden que 
constan en nuestra definición. 
 
a.- Esta acción es constitucional 
 
Decimos que esta acción es constitucional porque fue creada por la actual 
Constitución; procede de ella y allí consta su definición, su estructura, su objeto, su 
función, su procedencia y el órgano competente para conocerla y tramitarla. 
 
b.- Es extraordinaria 
 
Esta acción no es una acción común, es extraordinaria; excepcional dice nuestra 
Corte Constitucional.  
 
Según el Diccionario de la Lengua Española: lo extraordinario es aquello que está 
“Fuera del orden o regla natural o común”. 
 
La acción que analizamos es extraordinaria porque tiene carácter excepcional y es 
diferente a las acciones comunes: se la plantea por motivos puntuales y excepcionales ante 
un órgano diverso de los ordinarios, ante la Corte Constitucional y se la tramita en forma 





Desde otra fuente se denomina extraordinaria a esta acción porque fue añadida al 
sistema jurídico por la Constitución del 2008, de tal manera que, actualmente, el sistema 
jurídico ecuatoriano ya no funciona en la misma forma que siempre funcionó, sino en 
forma muy diferente, con otro modelo de arquitectura jurídica. 
 
Esta acción constitucional tiene el carácter de extraordinaria, además, porque 
procede contra resoluciones, autos y sentencias definitivas; porque, mediante ella, la Corte 
Constitucional, ejerce el control de la constitucionalidad, protege el principio de 
supremacía de la Constitución, uniforma la aplicación del Derecho y tiene la facultad para 
dejar sin efecto los autos y sentencias arbitrarias, en un último y definitivo recurso. Toda 
esta actividad especial y excepcional es exclusiva de la Corte Constitucional y de ninguna 
otra corte de justicia.                     
 
Mediante esta acción extraordinaria se aspira conseguir un cambio cualitativo de la 
administración de justicia. 
 
Nuestra Corte Constitucional ha cimentado en sus diversas resoluciones lo 
extraordinario de esta acción y ha establecido la diferencia con las demás acciones de la 
justicia ordinaria; ella ha dicho que: “No se debe confundir a la acción extraordinaria de 
protección con otra instancia judicial; de ahí que la primera variable de este sistema concreto está 
dado por la especialización del órgano para asuntos exclusivamente constitucionales, por lo que la 
Corte Constitucional no puede entrar a resolver cuestiones eminentemente legales, sino que debe 
direccionarse al análisis de la presunta violación de derechos constitucionales y normas del 
debido proceso, por lo que se debe realizar una diferenciación del papel asumido por la Corte 
Constitucional frente a la justicia ordinaria” (Sentencia de la Corte Constitucional No.003-09-
SEP-CC), caso No.0064-08-EP de 14 de mayo del 2009, publicada en el Registro Oficial 
No. 602 de 1 de Junio del 2009). 
 
c.- Procede luego de agotados los recursos ordinarios y extraordinarios       
 
Como ya lo manifesté en párrafos anteriores, esta acción tiene carácter 
extraordinario; por lo tanto, no procede sino en los casos y en la forma expresamente 
prescritos en la Constitución y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 




ordinarios y extraordinarios dentro del término legal” (inciso segundo del art. 94 de la 
Constitución).          
 
Nuestra normatividad jurídica exige, como condición sine qua non, que, para 
proponer esta acción, previamente, se hubiere agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios que, dentro del término legal, se debe proponer. 
 
De este modo diríamos que, está completamente vedado que se la proponga, por 
ejemplo, luego de obtenida la sentencia de primera instancia, porque no se permite la 
acción extraordinaria de protección "per saltum". Pero, en tratándose de los autos que 
adquieren la calidad de definitivos, aunque fueren de primera o de segunda instancia, se 
puede proponer esta acción extraordinaria contra ellos. 
 
Además, la actual Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional establece, en forma estricta, varias exigencias previas a la presentación de la 
acción extraordinaria de protección, de tal manera que, si no se las cumple, ni siquiera se 
puede presentar esta acción, como lo vamos a demostrar enseguida. 
 
Esta acción procede previa el cumplimiento de los siguientes requisitos 
fundamentales:  
 
1) que se agote todo el proceso en forma íntegra y total;  
 
2) que se hubiere propuesto y agotado todos los recursos previstos en las leyes procesales, 
tanto ordinarios como extraordinarios;  
 
3) que, en el caso de que no se los hubiere interpuesto o no se hubieren agotado, o los 
recursos fueren ineficaces o inadecuados o, su falta, no fuere por negligencia del titular del 
derecho constitucional violado;  
 
4) que la sentencia o auto se hubieren ejecutoriado; y,  
 
5) haber alegado ante el juez que conoce la causa la violación de los derechos, cuando tal 




Es condición sine qua non que se hubiere agotado todo el proceso, en su integridad y 
que la sentencia o el auto impugnados estuvieren ejecutoriados. Sin ejecutoria del auto o de 
la sentencia no existe ni siquiera la posibilidad de presentar la demanda porque el numeral 
2 del art. 61 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en 
forma imperativa, dispone que, en la demanda, se presente constancia “De que la sentencia 
o auto está ejecutoriada”. 
 
En esta parte quiero enfatizar que para que proceda esta acción extraordinaria nuestra 
normatividad jurídica vigente exige que, en forma oportuna, se hubiere propuesto todos los 
recursos, ordinarios y extraordinarios, porque, si debiendo  deducirlos, no se los dedujo, se 
entiende que la parte procesal que cometió tal omisión, se allanó, por lo que carece de 
derecho para iniciar la acción constitucional extraordinaria de protección. Pero la Ley no 
sólo exige que se presenten los recursos, sino, además, que se los tramite totalmente hasta 
su agotamiento, porque cuando adquieren este estado el proceso concluye totalmente y la 
sentencia alcanza ejecutoria; entonces, y sólo entonces, se puede deducir la acción 
extraordinaria de protección. 
 
Sobre este problema existen dos salvedades: 1) que los recursos sean ineficaces o 
inadecuados; o, 2) "Que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la 
negligencia del titular del derecho constitucional vulnerado" (numeral 3 del art. 61 de la 
mencionada Ley Orgánica). 
 
Cuando todos estos eventos se hubieren producido se puede iniciar la acción 
extraordinaria de protección, de lo contrario no, porque sería muy prematuro y la comisión 
de admisión la inadmitirá. 
 
Los recursos ordinarios son: de apelación, de nulidad, de hecho y el de reposición en 
materia administrativa. Los recursos extraordinarios son: de casación y de revisión. 
 
d.- Tiene rapidez  y eficacia 
 
Esta es una característica común a todas las garantías jurisdiccionales, cuyo 
fundamento es el objeto de las mismas, pues, tratándose de velar por la salvaguarda de los 




unimperativo, se concreta en la urgencia con la que debe ser atendida una solicitud de 
protección, por lo que la Constitución impone que los procesos de las garantías 
constitucionales garanticen rapidez y celeridad; sin embargo, en el caso de esta acción,la 
Ley de la materia incorpora términos mucho más amplios que los previstos para las demás 
garantías constitucionales, en atención a la característica de la acción que se contrae a la 
revisión, incluso, de procesos enteros para determinar, con la mayor acuciosidad, la 
existencia o no de vulneración de derechos constitucionales.  
 
No existe otro medio que permita enfrentar la grave lesión que significa la 
vulneración de derechos provocados por jueces a fin de verificar, de manera efectiva, los 
hechos que lo provocan, sancionar la falta y restablecer el derecho que ha resultado 
afectado, de ser el caso, para este efecto, la acción extraordinaria de protección solo será 
eficaz si las personas acuden a ella de manera responsable, en los casos estrictamente 
pertinentes y la Corte se sujeta a los lineamientos constitucionales que configuran su 
accionar en esta garantía.  
 
En el caso de la acción extraordinaria de protección, resulta inaplicable la sencillez, 
pues está sujeta a varios requisitos de procedibilidad que la tornan una institución no 
exenta de complejidades, que se explican en razón del objeto materia de la acción, 
relacionada con la delicada tarea de revisión de decisiones de una función del Estado que, 
si bien es autónoma e independiente, se encuentra sujeta a los mandatos constitucionales y, 
por tanto, eventualmente, a control de la entidad garante de la Carta Fundamental.  
 
La complejidad de esta institución puede entenderse por cuanto, al ser materia de la 
acción una decisión emitida en un proceso de la justicia ordinaria, evidentemente se 
presenta un conflicto de intereses subjetivos de los litigantes, vale decir, de quien ganó y 
de quien perdió el juicio, ante lo cual el juez constitucional debe ser neutral, tanto más que 
en esta acción no se resolverá sobre los hechos que fueron materia del juicio, sino sobre 
derechos en él conculcados; correspondiendo al juez constitucional, de manera imparcial, 
no solo tutelar el derecho vulnerado, sino también defender el derecho objetivo, en tanto 
garantizará la norma constitucional que consagra el derecho que ha sido vulnerado, 






e.- Procede luego de agotados los recursos ordinarios y extraordinarios 
 
Esta acción tiene carácter extraordinario y procede en los casos que se prescribe en la 
Constitución y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
Concretamente, procede cuando se hubiere “Agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal” (inciso segundo del art. 94 de la Constitución). 
 
Nuestra normatividad jurídica exige, como condición sine qua non, que, para 
proponer esta acción, previamente, se hubiere agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios que, dentro del término legal, se debe proponer. 
 
Al respecto Luis Cueva Carrión manifiesta lo siguiente:  
 
“Por lo tanto, está completamente vedado que se la proponga, por ejemplo, luego de 
obtenida la sentencia de primera instancia, porque no se permite la acción extraordinaria de 
protección "per saltum". Pero, en tratándose de los autos que adquieren la calidad de definitivos, 
aunque fueren de primera o de segunda instancia, se puede proponer esta acción extraordinaria 
contra ellos; sobre este caso ofrecemos algunos ejemplos prácticos en este mismo libro tomados de 
la jurisprudencia de nuestra Corte Constitucional”.(CUEVA CARRIÓN, 2010, pág. 66) 
 
Además, la actual Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional establece, en forma estricta, varias exigencias previas a la presentación de la 
acción extraordinaria de protección, de tal manera que, si no se las cumple, ni siquiera se 
puede presentar esta acción, como lo vamos a demostrar enseguida. 
 
Esta acción procede previo el cumplimiento de los siguientes requisitos 
fundamentales:  
 
1) que se agote todo el proceso en forma íntegray total;  
2) que se hubiere propuesto y agotado todos los recursos previstos en las leyes procesales, 





3)que, en el caso de que no se los hubiere interpuesto o no se hubieren agotado, o los 
recursos fueren ineficaces o inadecuados o, su falta, no fuere por negligencia del titular del 
derecho constitucional violado;  
 
4) que la sentencia o auto se hubieren ejecutoriado; y,  
 
5) haber alegado t ante el juez que conoce la causa la violación de los derechos, cuando tal 
violación ocurra durante el trámite del proceso. 
 
Adicionalmente a lo expuesto se clarifica que sin ejecutoria del auto o de la sentencia 
no existe ni siquiera la posibilidad de presentar la demanda porque el numeral 2 del art. 61 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en forma 
imperativa, dispone que, en la demanda, se presente constancia “De que la sentencia o auto 
está ejecutoriada”. 
 
Para que proceda esta acción extraordinaria nuestra normatividad jurídica vigente 
exige que, en forma oportuna, se hubiere propuesto todos los recursos, ordinarios y 
extraordinarios, porque, si debiendo deducirlos, no se los dedujo, se entiende que la parte 
procesal que cometió tal omisión, se allanó, por lo que carece de derecho para iniciar la 
acción constitucional extraordinaria de protección. Pero la Ley no sólo exige que se 
presenten los recursos, sino, además, que se los tramite totalmente hasta su agotamiento, 
porque cuando adquieren este estado el proceso concluye totalmente y la sentencia alcanza 
ejecutoria; entonces, y sólo entonces, se puede deducir la acción extraordinaria de 
protección. 
 
f.- Protege los derechos reconocidos en la Constitución cuando hubieren sido violados 
 
Esta característica de la acción extraordinaria de protección consiste en proteger los 
derechos reconocidos en la Constitución cuando hubieren sido violados. Nos encontramos 
entonces ante una categoría constitucional nueva, diferente a las que hemos usado 
regularmente.  
 
Nuestra constitución vigente reconoce a las siguientes categorías de derechos: los 




Constitucional, los derechos que constan en los instrumentos internacionales legalmente 
vigentes en nuestro país y los derechos no reconocidos en estos instrumentos legales pero 
que derivan de la esencia humana, de su propia dignidad y que constituyen una condición 
necesaria para su pleno desenvolvimiento (art. 11, numeral 7 de la Constitución); a todo 
este grupo de derechos denominamos derechos reconocidos por la Constitución porque así 
lo dispone la Norma Normarum. 
 
Al respecto una definición interesante es la emitida por el Doctor Luis Cueva Carrión 
quien nos dice: 
 
“Se viola los derechos reconocidos en la Constitución cuando se quebranta una norma 
jurídica que consagra un derecho; cuando no se lo aplica, debiendo ser aplicado; cuando no se lo 
aplica en toda su magnitud y con todos sus efectos; o, cuando al resolver un asunto jurídico se 
hace funcionar al derecho en forma diversa de la establecida en la Constitución, en la ley, en la 
jurisprudencia obligatoria o en un tratado internacional. En fin, cuando de cualquier manera se 
los irrespeta o se infringe la normatividad jurídica que consagra los derechos”.(CUEVA 
CARRIÓN, 2010, pág. 76) 
 
Desde mi punto de vista  la violación de los derechos radica en causar daño, en 
perjudicar a quien padece la vulneración de los mismos; en hacerlo sufrir y experimentar la 
acción. 
 
Como también señalamos ya, para que proceda la acción constitucional 
extraordinaria de protección, debe haberse violado los derechos reconocidos en la 
Constitución en las piezas procesales determinadas en forma específica, en la Constitución 
y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; ellas son: las 
sentencias, los autos definitivos o las resoluciones con fuerza de sentencia y es contra éstas 
que debe proponerse esta acción, no contra el proceso. 
 
g) la violación debe haberse producido en sentencias definitivas, en autos definitivos o 
en resoluciones con fuerza de sentencia; 
 
De acuerdo al art. 94 de la Constitución que estableció que la acción constitucional 




Norma Normarum le agregó, también, contra “Resoluciones con fuerza de sentencia” y, el 
art. 58 de la Ley Orgánica de Garantías  Jurisdiccionales y Control Constitucional, repitió 
este agregado, actualmente cabe esta acción contra sentencias, autos definitivos y 
resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hubiere violado, por acción u omisión, 
los derechos reconocidos en la Constitución. 
 
De lo expresado en el párrafo anterior, para una mejor comprensión de la disposición 
es necesario definir cada una de estas categorías jurídicas que la conforman como: el 




La sentencia es el acto de la autoridad que posee jurisdicción y competencia, está 
dotada de eficacia jurídica, de obligatoriedad y de ejecutividad; en ella se formula la 
voluntad normativa del Estado en un caso concreto sometido a juicio. 
 
En nuestro Código de Procedimiento Civil en el art. 269 se define a la sentencia así: 
“Sentencia es la decisión de la jueza o del juez acerca del asunto o asuntos principales del 
juicio”. 
 
Couture concibe a la sentencia en la forma siguiente: “Sentencia: 1. Acto procesal 
emanado de los órganos de la jurisdicción, mediante el cual éstos deciden la causa o punto 
sometidos a su conocimiento. 2.- Documento emanado de un juez unipersonal o de un tribunal 
colegiado, que contiene el texto de la decisión fundada, emitida en la causa o punto sometidos a su 
conocimiento”.(COUTURE, 1978, pág. 537) 
 
Para Ramírez Gronda la sentencia es: “La decisión judicial en que éste emite su opinión 
sobre la conformidad o disconformidad de la pretensión de la parte con el derecho objetivo, y en 
consecuencia, actúa o se niega a actuar dicha pretensión”(RAMÍREZ GRONDA, 1961, pág. 
258) 
 
Desde mi punto de vista pienso que todo cuanto se decida en la sentencia deberá 




humanos, en la ley, en la doctrina, en la jurisprudencia en base a la lógica jurídica sin que 
exista ninguna contradicción. 
 
El auto.-  
 
El auto es una de las resoluciones judiciales muy importantes que el juez pronuncia 
dentro del proceso para resolver los incidentes; ocupa un lugar intermedio entre la 
providencia y la sentencia. 
 
En nuestro Código de Procedimiento Civil se define al auto así: “Decisión de la jueza 
o del juez sobre algún incidente del juicio”. 
 
Para Gómez Orbaneja define al auto como: “Resolución que dirime las cuestiones que, 
sin formar parte del fondo del asunto, surjan durante la tramitación, en torno a la admisibilidad 
del proceso mismo o de un acto determinado”(GOMEZ ORBANEJA, 1949, pág. 202) 
 
De acuerdo a lo que estipula nuestro Código de Procedimiento Civil en el art. 270 un 
decreto puede ser considerado como auto en los casos siguientes: 1) cuando se refiera a 
puntos importantes de sustanciación del proceso; y, 2) cuando pueda perjudicar los 
intereses de las partes o influir en la decisión de la causa. 
 
Entonces veo aquí que cabe la acción constitucional extraordinaria de protección 
contra los decretos cuando adquieran la categoría de autos en los casos expresamente 
determinados en el mencionado art. 270. 
 
Si se reflexiona lo mencionado: según la prescripción del art. 94 de la Constitución 
esta acción extraordinaria cabe, no contra todo auto, sino única y exclusivamente contra los 
autos definitivos, por lo que considero importante explicar que es un auto definitivo. 
 
El auto definitivo.- 
 
Se denomina auto definitivo aquel que pone fin a una etapa del proceso o al proceso 





En el auto definitivo se cierra la posibilidad de volver a discutir en derecho el mismo 
asunto controvertido y resuelto; por lo tanto, no se puede volver sobre él ni en otra etapa 
del mismo proceso ni en otro diferente.                                                       
 
Estos requisitos caracterizan al auto definitivo; por lo tanto, si en un auto no se dan, 
no se lo puede calificar de auto definitivo y contra él no cabría la acción extraordinaria de 
protección. 
 
El decreto y la providencia 
 
De conformidad con lo establecido en el art. 271 del Código de Procedimiento Civil, 
el derecho equivale a una providencia, pese a esta equiparación lo voy a diferenciar. 
 
El decreto es la providencia que la jueza o juez dicta para sustanciar la causa, o en la 
cual ordena alguna diligencia. 
 
Según esta definición legal el decreto tiene dos funciones: a) sustanciar la causa; y, 
b) ordenar diligencias. Al decreto que cumple la primera función se lo denomina decreto 
de sustanciación. 
 
Un decreto puede ser considerado como auto en los casos y en la forma que prescribe 
el art. 272 del mencionado Código que, señala: “Los decretos  sobre puntos importantes de 
sustanciación, como los de pago, prueba y otros semejantes, y los que puedan perjudicar 
los intereses de las partes o influir en la decisión de la causa, se considerarán como autos”. 
 
La providencia es la resolución ordinaria y cotidiana que dicta el juez para ordenar 
formal y materialmente el proceso, es la que posibilita el desarrollo dialéctico del proceso 
tal como lo disponen las normas procesales; señala la ruta a seguir en el camino procesal. 
 
Para Liebman las “Providencias son las declaraciones de pensamiento del juez, expresadas 
en la forma determinada por la ley, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional; y es precisamente 
con el pronunciamiento de las providencias como el juez ejercita la potestad de que está 





La resolución con fuerza de sentencia 
 
En el art. 94 de la Constitución dispuso que la acción constitucional extraordinaria de 
protección procede contra sentencias y autos definitivos, pero, en el art. 437 se le agregó 
las resoluciones con fuerza de sentencia; de igual forma lo dispuso el art. 58 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Por lo tanto, esta acción 
cabe también contra las resoluciones con fuerza de sentencia, por eso vamos a estudiar esta 
categoría jurídica. 
 
El término resolución es el género y que dentro de él caben la providencia, el 
decreto, el auto y la sentencia, como sus especies, porque a decir de Couture, la resolución 
no es sino la “Decisión o fallo de un órgano administrativo o judicial”(COUTURE, 1978, pág. 
525) y, la providencia, el decreto, el auto y la sentencia, no son sino decisiones o 
resoluciones que adopta el juez dentro del proceso; por lo tanto, una sentencia es una 
resolución, un auto también, al igual que un decreto o una providencia. 
 
2.1.5  Naturaleza jurídica 
 
Esta garantía tiene como finalidad la protección de los derechos constitucionales y el 
debido proceso cuando sean vulnerados por parte de jueces y/ tribunales en el ejercicio de 
su actividad jurisdiccional. 
 
Es un mecanismo excepcional que busca garantizar la supremacía de la Constitución 
frente a acciones y omisiones, en este caso de los jueces. 
 
El control de constitucionalidad de las decisiones judiciales permite garantizar que 
éstas respeten los derechos constitucionales de las partes procesales. 
 
La Corte Constitucional respecto a la naturaleza jurídica de esta acción ha señalado 
que: constituye una garantía jurisdiccional creada por el constituyente con el fin de 
proteger los derechos constitucionales de las personas en contra de cualquier vulneración 
que se produzca mediante actos jurisdiccionales.  De tal forma que esta acción nace y 
existe para garantizar, proteger, tutelar y amparar los derechos constitucionales y el debido 




La norma constitucional que instituye esta acción dispone en el art. 94: 
 
“La Acción extraordinaria de Protección procederá contra sentencias o autos definitivos en 
los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se 
interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los 
recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de 
interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del 
Derecho Constitucional vulnerado”. 
 
El respeto a los Derechos Humanos que impone la Constitución a todo órgano de la 
función pública, sus autoridades y funcionarios es el límite de su actuación; en tal sentido, 
es indudable que “todo ordenamiento constitucional está orientado a lagarantía efectiva de 
los derechos e intereses de los individuos” , principio axiológico a partir del cual, señala 
Peña Freire, se puede caracterizar a la función jurisdiccional, en su misión garantista, que 
encuentra formulación expresa en el derecho fundamental de los ciudadanos a la tutela 
judicial; y, considerar la actividad del juez de forma que: 
 
El sometimiento del juez al derecho en el estado constitucional es doble: al derecho 
como tal y al sentido constitucional del ordenamiento que le obliga a la interpretación del 
primero en el sentido más favorable a los derechos fundamentales de los ciudadanos. Esta 
es su única función en el entramado constitucional del Estado y cualquier otra está a priori 
desautorizada y deslegitimada. 
 
Si la función de los jueces es garantizar los derechos e intereses ciudadanos en 
estricta observancia de los mandatos constitucionales, cuando esas garantías 
jurisdiccionales ordinarias de la Constitución fallan, precisamente por vulnerar derechos, 
es procedente la activación de una garantía jurisdiccional extraordinaria que permita 
revisar tales decisiones, a fin de proteger adecuadamente los derechos que resultaren 
vulnerados por los referidos funcionarios de la función judicial en las decisiones que 
adopten, concretamente, al dictar sentencias y autos definitivos, por inobservancia de las 
prescripciones de la Constitución. 
 
Antonio Manuel Peña, dedica el capítulo VIII  de su obra al análisis del carácter 




Estado a la garantía de los derechos e intereseslegítimos de los ciudadanos a través de la 
corrección del conjunto de relaciones, procesos y actos deejecución y producción jurídicas 
respecto de los valores y principios constitucionales que formantodo el ordenamiento”(PEÑA 
ANTONIO, 1997, pág. 223). 
 
La sentencia N° T006-92 de la Corte Constitucional Colombiana, en la que se 
analizó la procedencia de la tutela contra decisiones judiciales, estableció que los jueces 
pueden vulnerar derechos cuando, en ejercicio de sus funciones, que se traducen en su 
deber de proteger los mismos, niegan, omiten o dilatan solicitudes de defensa, siendo ellas 
procedentes o cuando dejan de reconocer y condenar lesiones de derechos producidas por 
particulares, que han sido sometidas a su conocimiento ; y, de otro lado cuando en el 
proceso, por acción u omisión, dejan de observar sus obligaciones como sujetos pasivos de 
derechos como el debido proceso. 
 
Se trata, entonces, de una acción de carácter tutelar de derechos, dado el alto fin del 
Estado de garantizar el efectivo goce de los mismos, que supera incluso la institución de 
cosa juzgada, la que, junto a la seguridad jurídica, ha sido usualmente esgrimida para 
cuestionar la procedencia de esta acción. 
 
La institución de la cosa juzgada, hace relación a la intangibilidad de la sentencia, 
que la torna inmutable, definitiva, no revisable o modificable por ningún medio jurídico 
ordinario o extraordinario dentro o fuera del proceso en que se produjo el fallo, en razón de 
que los procesos no pueden durar eternamente y, por tanto, es necesaria su conclusión. El 
efecto de la cosa juzgada es que las partes no puedan volver a discutir la cuestión objeto 
del fallo, es un efecto sobre las sentencias y autos definitivos y ejecutoriados. 
 
Comparto la posición de las tesis que defienden la procedencia de esta acción 
considerando que la cosa juzgada no se encuentra garantizada por la Constitución como un 
derecho, pues es un principio procesal con fundamento legal, instituido por el legislador 
con el fin de imprimir un carácter definitivo e inmutable a los fallos judiciales, los que 
adquirirán tal carácter si la decisión judicial se ajusta a las normas previstas en la 
Constitución y, concretamente, si son adoptadas con observancia de los Derechos 
Humanos. Hay que recordar que esta acción tiene rango constitucional, por lo que no se 




derechos y el hecho que esta institución intra-constitucional no puede consolidarse sobre el 
desconocimiento de los Derechos Humanos, contrariando la Constitución. 
 
La procedencia de esta acción para impugnar una decisión judicial que vulnere 
derechos, no atenta contra la cosa juzgada; lo que ocurre es que los efectos de ésta se 
aplazan hasta que se resuelva la acción, que difiere para un momento ulterior la 
verificación de este fenómeno procesal, tanto si se confirma la decisión impugnadacomo si 
se realizan los correctivos necesarios. 
 
En esencia, el objetivo que se plantea es el de realización de la justicia que no puede 
quedar relegada por el solo transcurso del tiempo que torna firme una sentencia aunque sea 
injusta, contraria a la realidad, por lesionar derechos. Quizás con absoluta claridad al 
respecto, la siguiente frase con la que Couture ha censurado una sentencia de la Corte 
Suprema Uruguaya, exprese la relatividad de la cosa juzgada: “Los expedientesjudiciales no 
nacen para ir a parar al archivo. Nacen para hacer justicia y si la justiciaexige que queden 
indefinidamente abiertos, así debe hacerse porque en la escala de losvalores, entre la justicia y el 
orden, primero es la justicia aún a costa de cierto levedesorden”(CULZONI, 2002, pág. 34) 
 
En definitiva, esta garantía se establece como un límite constitucional al ejercicio de 
la función judicial, traducida en la corrección de decisiones contrarias al debido proceso y 
otros Derechos Humanos, en virtud de la cual la inmutabilidad de las decisiones de los 
jueces da paso a la necesidad de protección de derechos, objetivo superior del Estado, en el 
que, podría decirse, la justicia se impone a la seguridad jurídica. 
 
La revisión que puede realizar la Corte Constitucional a las decisiones judiciales está 
justificada por el necesario control de constitucionalidad que demanda la supremacía de la 
Constitución, al que se encuentra sujeto todo acto de autoridad, necesidad que proviene de 
la propia naturaleza de la Función Judicial en tanto el juez se encuentra sometido antes que 
a la Ley a la Constitución, ya que de esta deriva la legitimidad de aquella. 
 
La Constitución denomina a esta garantía como acción; sin embargo, existen 
posiciones contrarias que la consideran un recurso, debate que reproduce el que 
anteriormente se mantenía con relación al Amparo Constitucional; particularmente he 




impugnación de actos de autoridad (excepto la judicial) en el marco de un proceso 
administrativo y promover su revisión y eventual modificación, sino un verdadero proceso 
iniciado en sede constitucional con una pretensión, cual es la protección de un derecho 
vulnerado, sometido a conocimiento del juez constitucional quien debía decidir mediante 
sentencia; lo mismo ocurre, a mi criterio, tanto con la Acción de Protección como con la 
Acción Extraordinaria de Protección. 
 
Fundamento esta aseveración en los conceptos de recursos y acción elaborados por 
varios tratadistas, entre ellos, DavisEchandía, quien conceptúa que el recurso como la 
“petición formulada por una de las partes principales o secundarias para que elmismo juez que 
profirió una providencia o su superior la revise, con el fin de corregirlos errores de juicio o de 
procedimiento (in judicando o in procediendo) que en ella sehaya cometido”(DEVIS 
ECHANDÍA, 1977) , considera que se trata de un derecho subjetivo de quienes intervienen 
en un proceso, para que sean corregidos los errores del juez, que le provocan daño. El 
recurso, para este tratadista, es un acto del proceso, por lo que considera impertinente 
hablar de recurso cuando se trata de un nuevo proceso. 
 
Acción, para este tratadista, “es el derecho público, cívico, subjetivo, abstracto y 
autónomo, que tiene toda persona natural o jurídica para obtener la aplicación de la jurisdicción 
del Estado a un caso concreto mediante una sentencia, a través de un proceso”. 
 
Para Gozaíni la acción “es un derecho subjetivo inspirado en el deber del Estado de 
otorgar tutela jurídica, y para que esta se cumpla, la acción no solo afianza el primer espacio 
abierto, es decir, la entrada al proceso, sino toda la instancia, lo cual significa llegar a la 
sentencia sobre el fondo del problema planteado”(DEVIS ECHANDÍA, 1977, pág. 189) 
 
Es pertinente destacar que la Corte Constitucional del Ecuador ha señalado que el 
derecho de acción se entiende como “la facultad de las personas de acudir al enteestatal, por 
medio de sus órganos jurisdiccionales y obtener de ellos la tutela de susderechos e 
intereses”.(GOZAÍNI, 2002, pág. 107) 
 
La Acción Extraordinaria de Protección, en definitiva, constituye el derecho de las 
personas a requerir de la jurisdicción constitucional una sentencia que resuelva sobre la 




acto u omisión del juez que conoció una causa en la justicia ordinaria, mediante el 
respectivo proceso; se trata, por tanto, de otro proceso, en el que se resolverán cuestiones 
distintas a las que constituyeron la pretensión en el juicio cuya decisión se cuestiona en 
jurisdicción constitucional; consecuentemente, es una acción diferente, autónoma, ya que 
no se trata de un acto dentro del proceso ordinario en cuya virtud la parte que se considera 
agraviada por una resolución judicial pide al mismo juez o al superior jerárquico, su 
reforma o anulación (como conceptúa al recurso Lino Enrique Palacio), se trata, por el 
contrario, del examen sobre la vulneración de derechos, distinto al examen de los hechos 
que constituyeron materia del juicio. En relación al recuro de amparo español, Pérez 
Tremps señala que “el recurso de amparo no permite una revisión total de las previas decisiones 
judiciales, cobrando pleno sentido la idea de que el recurso de amparo es una acción y no en 
recurso en sentido estricto y refiere la doctrina del Tribunal Constitucional “que niega que el 
recurso de amparo sea unanueva instancia, en particular cuando está dirigido contra decisiones 
judiciales”(PÉREZ TREMPS, 2007, pág. 298) 
 
Considero que la discusión en torno al carácter de acción o recurso del amparo o 
tutela, no afecta a la naturaleza de la garantía, incluso en el derecho comparado 
encontramos que se denomina indistintamente: recurso o acción, inclusive, juicio en el 
caso de México y mandato de seguridad en Brasil, cada cual con sus particulares 
características que responden a la realidad jurídica de su país. García Belaúnde soluciona el 
debate al calificar a todas las garantías como procesos constitucionales. El amparo peruano 
es un proceso cuya peculiaridad descansa en su naturaleza constitucional, es el encargado 
de velar en forma inmediata y directa por el respeto de la supremacía constitucional o por 
la salvaguarda de los derechos constitucionales, cuyo conocimiento puede corresponder a 
un Tribunal Constitucional o al Poder Judicial. 
 
2.1.6 Ubicación constitucional y legal de la acción extraordinaria de protección 
 
Antes de adentrarnos en el estudio de esta acción es necesario ubicarla en la 
Constitución y en la normatividad jurídica vigente. 
 
Constitucionalmente está ubicada junto con las demás acciones constitucionales, 
dentro del Título III que trata de las garantías constitucionales, Capítulo III titulado: 




“Art. 94.- La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos 
definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. 
 
El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios 
dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera 
atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado". 
 
El art. 437 de la Constitución, que es una norma adjetiva, señala los requisitos para la 
admisibilidad de esta acción; su texto es el siguiente: 
 
“Los ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una acción 
extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de 
sentencia. Para la admisión de este recurso la Corte constatará el cumplimiento de los siguientes 
requisitos: 
 
1. Que se trate de sentencias, autos y resoluciones;  firmes o ejecutoriados. 
 
2. Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento; se ha violado, por acción u omisión, el 
debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución". 
 
En la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional esta 
acción está ubicada en el Capítulo VIII, del Título II, que tiene como epígrafe el siguiente: 
"Acción extraordinaria de protección". EI texto de los artículos que la estructuran es el 
siguiente: 
 
Objeto.- Según lo señala el art. 58 de la mencionada ley “La acción extraordinaria de 
protección tiene por objeto la protección de los derechos;  constitucionales y debido proceso en 
sentencias, autos; definitivos, resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado 
por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución”. 
 
Legitimación activa.-Según lo señala el art. 59 de la mencionada ley “La acción 
extraordinaria de protección puede ser interpuesta por cualquier persona o grupo de 





Término para accionar.-Según lo señala el art. 60 de la mencionada ley “El término 
máximo para la interposición de la acción será de veinte días contados desde la 
notificación de la decisión judicial a la que se imputa la violación del derecho 
constitucional, para quienes fueron parte; y, para quienes debieron serlo, el término correrá 
desde que tuvieron conocimiento de la providencia. 
 
Requisitos.-Según el art. 61 de la mencionada ley dice: “La demanda deberá contener: 
1. La calidad en la que comparece la persona accionante. 
2. Constancia de que la sentencia o auto está ejecutoriada. 
3. Demostración de haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios, salvo que sean 
ineficaces o inadecuados o que la falta de interposición de estos recursos no fuera 
atribuible a la negligencia del titular del derecho constitucional vulnerado, 
4. Señalamiento de la judicatura, sala o tribunal del que emana la decisión violatoria del 
derecho constitucional. 
5. Identificación precisa del derecho constitucional violado en la decisión judicial. 
6. Si la violación ocurrió durante el proceso, la indicación del momento en que se alegó la 
violación ante la jueza o juez que conoce la causa. 
 
Admisión.-Según el art. 62 de la mencionada ley establece “La acción extraordinaria será 
presentada ante la judicatura, sala o tribunal que dictó la decisión definitiva; éste ordenará 
notificar a la otra parte y remitir el expediente completo a la Corte Constitucional en un 
término máximo de cinco días”. 
 
La sala de admisión en el término de diez días deberá verificar lo siguiente: 
 
1. Que exista un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e 
inmediata, por acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia de los hechos 
que dieron lugar al proceso; 
 
2. Que el recurrente justifique argumentada mente, la relevancia constitucional del 
problema jurídico y de la pretensión; 
 
3. Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de lo injusto 




4. Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o errónea 
aplicación de la ley; 
 
5. Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por parte de la 
jueza o juez; 
 
6. Que la acción se haya presentado dentro del término establecido en el artículo 60 de esta 
ley; 
 
7. Que la acción no se plantee contra decisiones del Tribunal Contencioso Electoral 
durante procesos electorales; y, 
 
8. Que el admitir un recurso extraordinario de protección permita solventar una violación 
grave de derechos, establecer precedentes judiciales, corregir la inobservancia de 
precedentes establecidos por la Corte Constitucional y sentenciar sobre asuntos de 
relevancia y trascendencia nacional.  
 
Si declara la inadmisibilidad, archivará la causa y devolverá el expediente a la jueza, 
juez o tribunal que dictó la providencia y dicha declaración no será susceptible de 
apelación; si la declara admisible se procederá al sorteo para designar a la jueza o juez 
ponente, quien sin más trámite elaborará y remitirá el proyecto de sentencia, al pleno para 
su conocimiento y decisión. 
 
La admisión de la acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la 
acción. 
 
Esta identificación incluirá una argumentación clara sobre el derecho y la relación 




El art. 63 de la mencionada ley dispone “La Corte Constitucional determinará si en la 
sentencia se han violado derechos constitucionales del accionante y si declara la violación, 




La Corte Constitucional tendrá el término máximo de treinta días contados desde la 
recepción del expediente para resolver la acción. 
 
La sentencia de la Corte deberá contener los elementos establecidos en las normas 
generales de las garantías jurisdiccionales establecidas en esta ley, aplicados a las 




El art. 64 de la mencionada ley dispone: “Cuando la acción extraordinaria de protección 
fuere interpuesta sin fundamento alguno, la Corte Constitucional establecerá los correctivos y 
comunicará al Consejo de la Judicatura para que sancione a la o el abogado patrocinador, de 
conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial. La reincidencia será sancionada con 
suspensión del ejercicio profesional, de conformidad con lo dispuesto en el Código Orgánico de la 
Función Judicial”. 
 
2.1.7  Principios y Procedimiento de la Corte Constitucional 
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en el art. 66 
recoge los siguientes principios y procedimiento que la Corte Constitucional deberá 
respetar, y que me permito transcribirlos a continuación: 
 
1. Interculturalidad.- El procedimiento garantizará la comprensión intercultural de los 
hechos y una interpretación intercultural de las normas aplicables a fin de evitar una 
interpretación etnocéntrica y monocultural. Para el entendimiento intercultural, la Corte 
deberá recabar toda la información necesaria sobre el conflicto resuelto por las autoridades 
indígenas. 
 
2. Pluralismo jurídico.- El Estado ecuatoriano reconoce, protege y garantiza la 
coexistencia y desarrollo de los sistemas normativos, usos y costumbres de las 
nacionalidades, pueblos indígenas y comunidades de conformidad con el carácter 





3. Autonomía.- Las autoridades de las nacionalidades, pueblos y comunidades indígenas, 
gozarán de un máximo de autonomía y un mínimo de restricciones en el ejercicio de sus 
funciones jurisdiccionales, dentro de su ámbito territorial, de conformidad con su derecho 
indígena propio.  
 
No obstante el reconocimiento de un máximo de autonomía, tiene los límites establecidos 
por la Constitución vigente, los instrumentos internacionales de derechos de los pueblos 
indígenas y esta ley. 
 
4. Debido proceso.- La observancia de las normas, usos y costumbres, y procedimientos 
que hacen parte del derecho propio de la nacionalidad, pueblo o comunidad indígena 
constituyen el entendimiento intercultural del principio constitucional del debido proceso. 
 
5. Oralidad.- En todo momento del procedimiento, cuando intervengan las personas, 
grupos o autoridades indígenas, se respetará la oralidad y se contará con traductores de ser 
necesario. La acción podrá ser presentada en castellano o en el idioma de la nacionalidad o 
pueblo al que pertenezca la persona. Cuando se la reduzca a escrito, deberá constar en la 
lengua propia de la persona o grupos de personas y será traducida al castellano. 
 
6. Legitimación activa.- Cualquier persona o grupo de personas podrá presentar esta 
acción. Cuando intervenga una persona a nombre de la comunidad, deberá demostrar la 
calidad en la que comparece. 
 
7. Acción.- La persona o grupo planteará su acción verbalmente o por escrito y manifestará 
las razones por las que se acude al tribunal y las violaciones a los derechos que 
supuestamente se han producido. Esta solicitud será reducida a escrito por el personal de la 
Corte dentro del término de veinte días. 
 
8. Calificación.- Inmediatamente la sala de admisiones deberá comunicar si se acepta a 
trámite y las razones que justifican su decisión. Se sentará un acta sobre la calificación.  
 
9. Notificación.- De aceptarse a trámite, la jueza o juez ponente de la Corte designado 




autoridades indígenas que tomaron la decisión o podrá acudir a la comunidad, de estimarse 
necesario. 
 
10. Audiencia.- La autoridad o autoridades serán escuchadas al igual que las personas que 
presentaron la acción por el Pleno de la Corte. La audiencia deberá ser grabada. De 
considerarse necesario, se escuchará a la persona o personas que fueron contraparte en el 
proceso del cual se revisa la sentencia. 
 
11. Opinión técnica.- La jueza o juez ponente podrá solicitar la opinión técnica de una 
persona experta en temas relacionados con justicia indígena y recibir opiniones de 
organizaciones especializadas en estos temas.  
 
12. Proyecto de sentencia.- La jueza o juez ponente presentará el proyecto de sentencia 
del Pleno para su conocimiento y resolución. La sentencia puede ser modulada para 
armonizar los derechos constitucionalmente garantizados y los derechos propios de la 
comunidad, pueblo o nacionalidad. 
 
13. Notificación de la sentencia.- La sentencia sobre constitucionalidad de las decisiones 
indígenas deberá ser transmitida de forma oral y motivadamente en la comunidad, ante la 
presencia de al menos los accionantes y la autoridad indígena, a través del ponente o su 
delegado. La sentencia deberá ser reducida a escrito, en castellano y en la lengua propia de 
la persona o grupo de personas. 
 
14. Violación de derechos de las mujeres.- Las juezas o jueces deberán impedir que en 
sentencias de justicia indígena se alegue la costumbre, la interculturalidad o el pluralismo 
jurídico para violar los derechos humanos o de participación de las mujeres. 
 
 
2.1.8  Legislación comparada 
 
La procedencia de una garantía de derechos contra decisiones judiciales que los 
vulnere tiene fundamento en disposiciones de orden Internacional de Derechos Humanos. 
En efecto, ya en 1948, tanto la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada 




Hombre, aprobada el 2 de mayo, previeron el derecho de las personas aún señala que la 
diferencia entre el carácter de expectativas  negativas de los derechos de libertad clásicos y 
el de expectativas positivas de los derechos sociales es solo de grado, ya que unos y otros 
incluyen expectativas de conductas estatales de ambos tipos, así, los derechos civiles y 
políticos, desde la libertad de expresión hasta el ejercicio del sufragio, no solo requieren 
prohibiciones de interferencia sino obligaciones de proveer condiciones para su ejercicio y 
tutela; de otra parte, el derecho a la salud o a la educación imponen al Estado la 
prohibición de lesión de los bienes que constituyen su objeto. Recurso efectivo ante 
tribunales nacionales competentes, que las ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución o la Ley. La Convención, en el artículo 8, 
precisa que tal procedimiento debe ser “sencillo y breve por el cual la justicia le ampare contra 
actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, algunos de los derechos fundamentales 
consagrados constitucionalmente”(CONVENCION AMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS)  El artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, del 22 
de noviembre de 1969, establece: 
 
Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes que lo amparen contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la Ley o la presente Convención, 
aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales. 
 
Igual previsión contiene el artículo 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, aprobado el 16 de diciembre de 1966. El referido artículo 25 de la Convención 
Americana, además, establece los siguientes compromisos de los Estados: 
 
“La autoridad competente prevista en el sistema legal del Estado, decidirá sobre los 
derechos de toda persona que interponga tal recurso”, “desarrollar las posibilidades del 
recurso judicial”; y, además, garantizar que las autoridades competentes cumplan toda 
decisión “en que se haya estimado tal recurso”. 
 
El Ecuador tenía una deuda con la sociedad, nacional e internacionalmente, no solo 
por  no haber previsto con anterioridad, sino por haber prohibido la existencia de un 




establecido como mecanismo de protección de derechos cuando resulten vulnerados por 
autoridades públicas, encontrándose entre tales autoridades los jueces y tribunales, hecho 
que, evidentemente revestía mayor gravedad pues el incumplimiento de compromisos 
adquiridos en Convenios Internacionales con lleva responsabilidad Internacional del 
Estado. 
 
2.1.9 La Corte Constitucional, como Órgano Supremo de Control 
 
2.1.9.1  Supremacía de la Constitución. 
 
El ordenamiento jurídico está integrado por normas jurídicas vinculadas directamente 
con la Norma fundamental, para que tengan validez.   
 
Uno de los actores que se atrevió a categorizar las diferentes clases de normas,  
ubicándolas en una forma fácil de distinguir cual predomina sobre las demás, es Kelsen, 
quien con su pirámide, representó gráficamente la idea del sistema jurídico, ordenando 
jerárquicamente; es así como en la cúspide de la pirámide se encontraría la Constitución; 
posteriormente las leyes orgánicas y especiales; las leyes ordinarias y decretos de Ley; 
reglamentos; ordenanzas y, sentencias. 
 
El objetivo de la creación de esta pirámide es el determinar que norma se aplica 
cuando existe conflicto entre leyes, el resultado sería aplicar la norma de mayor jerarquía 
sobre la norma de menor jerarquía. 
 
En el Art. 424 de la Constitución de la República del Ecuador se manifiesta que  "La 
Constitución es la norma Suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las 
normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las disposiciones 
constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica. 
 
La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán 





Así mismo el art. 4 del Código Orgánico de la Función Judicial manifiesta sobre el 
Principio de Supremacía Constitucional:“Las juezas y jueces, las autoridades administrativas y 
servidoras y servidores de la Función Judicial aplicarán las disposiciones constitucionales, sin 
necesidad que se encuentren desarrolladas en  otras normas de menor jerarquía.  En las 
decisiones no se podrá restringir, menoscabar o inobservar su contenido” 
 
La Constitución es jerárquicamente superior a todas las demás fuentes, goza de 
fuerza respecto a las demás fuentes del ordenamiento. 
 
Se podrá suspender la tramitación de la causa remitiendo a consulta el expediente a 
la Corte Constitucional solo si el juez o jueza tiene duda razonable y motivada de que una 
norma jurídica es contraria a la Constitución o a los instrumentos internacionales de 
derechos humanos que establezcan derechos más favorables que los reconocidos  en la 
Constitución. El plazo que la Corte Constitucional no será mayor de cuarenta y cinco días 
para resolver sobre la constitucionalidad de la norma. 
 
 El orden jerárquico de aplicación de la norma sepa el siguiente: 
 
 La constitución 
 Los tratados y convenios internacionales 
 Las leyes orgánicas 
 Las leyes ordinarias 
 Las normas regionales y las ordenanzas distritales 
 Los decretos y reglamentos 
 Las ordenanzas 
 Los acuerdos y resoluciones 
 Los demás actos y decisiones del poder público 
 
Los derechos establecidos en la Constitución y las normas establecidas no deben ser 
vulnerados y serán de estricto cumplimiento. Todas las personas, autoridad e instituciones 





En definitiva, al ser la Constitución el producto del ejercicio de un poder superior al 
de las demás potestades normativas, y al derivar estas últimas de la misma Constitución las 
decisiones de los poderes constituidos no pueden contravenir o sobrepasar al texto 
constitucional. De hecho si un órgano del poder público contraviene, a través de sus actos, 
a la Constitución estaría negando la fuente de su propio poder. El carácter normativo de la 
Constitución se determina por ser vinculante a todos los órganos públicos y privados, no 
solo respecto de uno o de otros. 
 
Es así que de la Constitución o de las decisiones de las demás entidades encargadas 
de administrar justicia no pueden sobrepasar al texto constitucional, si uno de estosse 
atreviera a contravenir a la Constitución estaría negando la fuente de su propio poder. 
 
La Corte Constitucional se encarga de proteger el principio de Supremacía formal y 
material de la Constitución. 
 
2.1.9.2  La constitución como norma. 
 
El carácter normativo de la Constitución se determina por ser vinculante a todos los 
órganos de poder público y privado. 
 
Cuando se habla de la "Constitución" se sabe a qué norma nos referimos: la 
Constitución de la República del Ecuador; cuando hablamos del a "ley" no se sabe a qué 
norma específica se hace referencia, pues esta además que puede ser ordinaria u orgánica , 
puede referirse a cualquier ley de interés común. Es decir, la ley es una categoría 
normativa, al igual que "los reglamentos", "las ordenanzas". 
 
La constitucionalización del derecho tiene por finalidad afincar ciertos principios en 
la Constitución y, de este modo, protegerlos a través de la Supremacía Constitucional para 








2.1.9.3  La Corte Constitucional como organismo de Control, interpretación 
Constitucional y de administración de justicia. 
 
En el Ecuador, en la  Constitución  de 1988 el Tribunal Constitucional era el 
encargado del control Constitucional  abstracto o de Normas el Tribunal Constitucional, 
desde el año 2008 con la creación de la Constitución de la República del Ecuador el 
encargado del referido control constitucional corresponde a la Corte Constitucional. 
 
Kelsen sostiene que la determinación de la validez de las normas jurídicas y de su 
pertenencia a un ordenamiento jurídico, depende de la regla de reconocimiento o de 
normas supuestas. Así entendemos que la Constitución determina la validez de las demás 
normas. 
 
La Corte Constitucional es el máximo órgano de control, interpretación y 
administración de justicia constitucional. Es un órgano autónomo e independiente de los 
demás órganos del poder público con jurisdicción a nivel nacional. 
 
Con relación al control constitucional externo Luis Cueva Carrión nos dice:  
 
“El Control Constitucional externo se encuentra a cargo de la Corte Constitucional y es externo 
porque tiene lugar fuera del proceso que concluye con la resolución inconstitucional, siempre que 
se lo requiera deduciendo la pertinente acción, sea de protección o extraordinaria de protección, 
pero en todo caso, se requiere que el titular de los derechos conculcados por la resolución 
inconstitucional o el sujeto procesal perjudicado reclama la tutela jurídica constitucional de tales 
derechos deduciendo la pertinente acción constitucional”(CUEVA CARRIÓN, 2011, pág. 37). 
 
Como se ve, el control constitucional externo lo ejerce la Corte Constitucional a 
petición de parte, aunque no está obligada a citar las normas Constitucionales infringidas 
que reconocen los derechos o garantías constitucionales violados; petición que no es otra 
cosa que la acción de protección en el caso de las resoluciones dictadas por las autoridades 
no judiciales o la acción extraordinaria de protección en las resoluciones judiciales. 
 
El control constitucional externo si bien se realiza haciendo efectivo los derechos y 




plena justiciabilidad, conforme lo exige el artículo 11 numeral 3 de la Constitución de la 
República, requiere de la sustanciación de un proceso constitucional con la observancia de 
las garantías jurisdiccionales establecidas en el artículo 86 también de la Constitución, que 
concluye en la sentencias, que en todo caso en que se acepta la acción necesariamente 
deberá declarar la violación de los derechos o garantías constitucionales, su 
restablecimiento mediante su aplicación directa e inmediata dejando sin efecto la 
resolución inconstitucional impugnada y ordenando la reparación integral del daño 
material e inmaterial, mediante el pago de la perspectiva indemnización. 
 
Este órgano fue creado en el 2008, tiene su sede en la ciudad de Quito, y remplazó al 
antiguo Tribunal Constitucional, se encuentra conformado por 9 jueces, los cuales 
permanecerán  por un período de nueve años, siendo renovados por tercios cada tres años. 
 
En el Art. 141 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales se manifiesta que : 
"el control concreto tiene como finalidad garantizar la constitucionalidad de la aplicación de las 
disposiciones jurídicas dentro de los procesos judiciales" 
 
Las juezas, jueces, autoridades administrativas y servidores de la función legislativa 
aplicarán las disposiciones constitucionales. 
 
En caso de que una jueza o juez, de oficio o a petición de parte, se presenta una duda 
razonable y motivada de la norma jurídica en contraria a la Constitución o a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos que sean más favorables a los 
reconocidos en  la Constitución, debe suspender la tramitación de la causa y remitir a a 
consulta el expediente a la Corte Constitucional, quien debe resolver en un plazo de no 
mayor a cuarenta y cinco días sobre la constitucionalidad de la norma. 
 
Si la Corte Constitucional no resuelve en el plazo establecido, el proceso debe seguir 
sustanciándose, si después de este plazo la misma resuelve, la resolución no tendrá efecto 
retroactivo. Pero se puede proponer la acción extraordinaria de protección por parte de 
quien se siente perjudicado por recibir un fallo contrario a la Resolución de la Corte 





La  Ley Orgánica de Garantías Constitucionales y Control Constitucional en su Art. 
143 nos habla sobre los efectos del fallo emitido por la Corte Constitucional, los mismos 
que son: 
 
1. Cuando se pronuncie sobre la compatibilidad de la disposición jurídica en cuestión 
con las normas constitucionales, el fallo tendrá los mismos efectos de las sentencias en el 
control abstracto de constitucionalidad. 
 
2. Cuando se pronuncie únicamente sobre la constitucionalidad de la aplicación de la 
disposición jurídica, el fallo tendrá efectos entre las partes y para casos análogos. Para tal 
efecto, se deberá definir con precisión el supuesto fáctico de la decisión, para que hacia el 
futuro las mismas hipótesis de hecho tengan la misma solución jurídica, sin perjuicio de 
que otras hipótesis de hecho tengan la misma solución jurídica, sin perjuicio de que otras 
hipótesis produzcan el mismo resultado. 
 
Los jueces constitucionales deben  cumplir con un nuevo rol, ya no solo deben ser 
ilustrados, lo más importante es que sea un ser humano que le guste el servicio hacía las 
personas, con una conducta ejemplar, que conozca y  sea sensible con las cosas que pasan 
en la sociedad, en este sentido se pueden dar resoluciones justas para quien interpone las 
causas. 
 
2.1.9.4 La plena justiciabilidad de los derechos y garantías constitucionales 
 
El artículo 11 literal 3 de la Constitución de la República para hacer efectiva la 
aplicación directa e inmediata de los derechos y garantías establecidas en la Constitución y 
en los instrumentos internacionales establece el principio de la plena justiciabilidad de 
estos derechos y garantías, y por el cual se presume de derecho que son conocidos por 
todos los ciudadanos no solo en cuanto a su contenido y significado sino también en cuanto 
a las consecuencias que ocasiona su violación y la responsabilidad por los daños 
ocasionados, de tal modo que son inamisibles causales de justificación ni de 
inculpabilidad, ni la alegación de la falta de norma que regula su aplicación, ni la de falta 
de competencia constitucional para aplicar directa e inmediatamente tales derechos y 




hacerlos efectivos, puesto que el más alto deber del estado consiste en respetar y hacer 
respetar los derechos garantizados en la Constitución. 
 
Además, el principio de la plena justiciabilidad conlleva necesariamente la aplicación 
de los principios de oficiosidad y de objetividad en la aplicación directa e inmediata de los 
derechos y garantías constitucionales. Por el primero, la autoridad o servidor público está 
obligado a respetar y hacer respetar estos derechos aplicándoles directa e inmediatamente 
sin perjuicio de petición de parte, y por el segundo, todaviolación de los derechos y 
garantías constitucionales objetivamente considerada como fenómeno táctico, incluyendo 
sus consecuencias o resultados, necesariamente exige su exclusión directa e inmediata 
mediante su restablecimiento y la reparación integral del daño. 
 
Así es, porque por el principio de la supremacía de la Constitución la violación de los 
derechos y garantías constitucionales no genera efectos o resultados válidos, sino que estos 
por el hecho de habérselos obtenido violando tales derechos o garantías carecen de valor 
sin que se requiera de una declaración judicial. 
 
“En esta virtud, se tiene que, por la aplicación del principio de oficiosidad y de objetividad 
toda violación de derechos o garantías constitucionales e internacionales debe ser reparada 
integralmente puesto que en el caso contrario, es imposible su plena justiciabilidad”.(CUEVA 
CARRIÓN, 2011, págs. 32,33) 
 
2.1.10 Atribuciones de la Corte Constitucional 
 
De acuerdo al art. 423 de la Constitución del 2008 la Corte Constitucional “es el 
máximo órgano de control, interpretación constitucional y de administración de justicia en 
esta materia”. 
 
Las atribuciones que le compete están estipuladas en el art. 436,y que me permito 





1. Ser la máxima instancia de interpretación de la Constitución, de los tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado ecuatoriano, a través de sus 
dictámenes y sentencias. Sus decisiones tendrán carácter vinculante. 
 
2. Conocer y resolver las acciones públicas de inconstitucionalidad, por el fondo o por la 
forma, contra actos normativos de carácter general emitidos por órganos autoridades del 
Estado. La declaratoria de inconstitucionalidad tendrá como efecto la invalidez del acto 
normativo impugnado. 
 
3. Declarar de oficio la inconstitucionalidad de normas conexas, cuando en los casos 
sometidos a su conocimiento concluya que una o varias de ellas son contrarias a la 
Constitución. 
 
4. Conocer y resolver, a petición de parte, la inconstitucionalidad contra los actos 
administrativos con efectos generales emitidos por toda autoridad pública. La declaratoria 
de inconstitucionalidad tendrá como efecto la invalidez del acto administrativo. 
 
5. Conocer y resolver, a petición de parte, las acciones por incumplimiento que se 
presenten con la finalidad de garantizar la aplicación de normas o actos administrativos de 
carácter general, cualquiera que sea su naturaleza o jerarquía, así como para el 
cumplimiento de sentencias o informes de organismos internacionales de protección de 
derechos humanos que no sean ejecutables por las vías judiciales ordinarias. 
 
6. Expedir sentencias que constituyan jurisprudencia vinculante respecto de las acciones de 
protección, cumplimiento, hábeas corpus, hábeas data, acceso a la información pública y 
demás procesos constitucionales, así como los casos seleccionados por la Corte para su 
revisión. 
 
7. Dirimir conflictos de competencias o de atribuciones entre funciones del Estado u 
órganos establecidos en la Constitución. 
 
8. Efectuar de oficio y de modo inmediato el control de constitucionalidad de las 





9. Conocer y sancionar el incumplimiento de las sentencias y dictámenes constitucionales. 
 
10. Declarar la inconstitucionalidad en que incurran las instituciones del Estado o 
autoridades públicas que por omisión inobserven, en forma total o parcial, los mandatos 
contenidos en normas constitucionales, dentro del plazo establecido en la Constitución o en 
el plazo considerado razonable por la Corte Constitucional. Si transcurrido el plazo la 
omisión persiste, la Corte, de manera provisional, expedirá la norma o ejecutará el acto 
omitido, de acuerdo con la ley. 
 
2.1.11 Admisibilidad y Procedimiento ante la Corte Constitucional 
 
Según el Art. 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional señala con respecto a la Admisión: “La acción extraordinaria será 
presentada ante la judicatura, sala o tribunal que dictó la decisión definitiva; éste ordenará 
notificar a la otra parte y remitir el expediente completo a la Corte Constitucional en un 
término máximo de cinco días. La sala de admisión en el término de diez días deberá 
verificar lo siguiente: 
 
1. Que exista un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e 
inmediata, por acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia de los hechos 
que dieron lugar al proceso; 
 
2. Que el recurrente justifique argumentadamente, la relevancia constitucional del 
problema jurídico y de la pretensión; 
 
3. Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de lo injusto 
o equivocado de la sentencia; 
 
4. Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o errónea 
aplicación de la ley; 
 
5. Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por parte de la 





6. Que la acción se haya presentado dentro del término establecido en el artículo 60 de esta 
ley; 
 
7. Que la acción no se plantee contra decisiones del Tribunal Contencioso Electoral 
durante procesos electorales; y,  
 
8. Que el admitir un recurso extraordinario de protección permita solventar una violación 
grave de derechos, establecer precedentes judiciales, corregir la inobservancia de 
precedentes establecidos por la Corte Constitucional y sentenciar sobre asuntos de 
relevancia y trascendencia nacional. 
 
Si declara la inadmisibilidad, archivará la causa y devolverá el expediente a la jueza, 
juez o tribunal que dictó la providencia y dicha declaración no será susceptible de 
apelación; si la declara admisible se procederá al sorteo para designar a la jueza o juez 
ponente, quien sin más trámite elaborará y remitirá el proyecto de sentencia, al pleno para 
su conocimiento y decisión. La admisión de la acción no suspende los efectos del auto o 
sentencia objeto de la acción. Esta identificación incluirá una argumentación clara sobre el 
derecho y la relación directa e inmediata, por acción u omisión”. 
 
Según el Art. 10 del Suplemento del Registro Oficial No. 127 sobre los Procesos 
constitucionales sujetos a admisión, nos dice: “La Sala de admisión conocerá y calificará la 
admisibilidad de las acciones de interpretación constitucional; acciones públicas de    
inconstitucionalidad; acción  por incumplimiento establecida en el numeral 5 del artículo 
436 de la Constitución de la República; conflicto de competencias; inconstitucionalidad    
por omisión; extraordinarias de protección; control constitucional de enmiendas, reformas 
y cambios constitucionales; consultas populares, incumplimiento de sentencias y 
dictámenes constitucionales, y peticiones autónomas de medidas cautelares. 
 
La Corte observará que en las demandas o peticiones que se presenten conste la 
pretensión concreta, el señalamiento de la casilla judicial, constitucional o dirección de 






Las demás acciones constitucionales serán sorteadas directamente en el Pleno de la 
Corte y remitidas inmediatamente, por la Secretaria General, a la jueza o juez ponente para 
su sustanciación. 
 
Trámite en la Sala de Admisión.- Según lo dispone el art. 11  del suplemento del 
Registro Oficial No. 127: “Las causas ingresadas para conocimiento de la Sala de 
Admisión serán clasificadas y numeradas por Secretaria General según el tipo de acción, y 
serán sorteadas entre los integrantes de la Sala para establecer la jueza o juez ponente de 
los autos de admisibilidad. 
 
Las causas sorteadas se remitirán a la jueza o juez ponente, quien elaborará una 
ponencia de admisión y lo remitirá a Secretaria General para la resolución de la Sala de 
Admisión. 
 
Las juezas o jueces, al momento de finalizar sus funciones en la Sala de Admisión, 
remitirán a Secretaria General, todas las causas que les fueron asignadas por sorteo y que 
no hayan sido conocidas y despachadas por la Sala de Admisión, a fin de que continúen el 
trámite respectivo los miembros de la próxima Sala”. 
 
Decisión de la Sala de Admisión.-De acuerdo al art. 12 del suplemento del Registro 
Oficial No. 127: “Los proyectos de providencia presentados serán conocidas por la Sala de 
Admisión, la que se pronunciará admitiendo, inadmitiendo, rechazando o disponiendo que 
se complete o aclare la demanda o solicitud, en el término de cinco días, bajo prevenciones 
de rechazo y archivo. 
 
La inadmisión procede cuando la demanda o solicitud no cumpla con los requisitos 
exigidos para el efecto, y siempre que no sean subsanables. 
 
En caso de que sean subsanables se deberá indicar con precisión los requisitos 
incumplidos para su respectiva corrección. 
 
El rechazo se produce en los siguientes casos: 
 




2.   Cuando la demanda se presente por fuera de los términos previstos en la ley. 
3.  Cuando no se corrija o complete la demanda dentro del término de cinco días, 
concedido para el efecto. 
 
De la decisión de la Sala de Admisión no cabe recurso alguno y la misma causará 
ejecutoria. 
 




Para entender esta categoría jurídica hay que escribirla al revés:el "proceso debido". 
Esto significa que, el debido proceso, es aquel que se debe seguir para asegurar los 
derechos y las garantías de las partes en un procedimiento jurídico. Es la forma y la manera 
cómo se debe actuar procesal y jurídicamente. 
 
Destacamos que es un derecho constitucional y, consta en el  Título II, denominado: 
"Derechos", Capítulo VIII: "Derechos de protección" de nuestra Constitución. Como 
derecho constitucional actúa en forma universal en todo el sistema jurídico y puede ser 
invocado por los ciudadanos que se consideren afectados por los órganos del poder 
 
Respecto al tema el Dr. Luis Cueva Carrión manifiesta que: 
 
“El debido proceso es un sistema de garantías y de normas jurídicas de carácter sustancial y de 
grado superior, porque son constitucionales, le señala la debida y correcta actuación al 
funcionario público, le fija los límites dentro de los que debe actuar y la manera de impartir 
justicia imparcial, efectiva y oportuna. 
 
Es un derecho constitucional que protege a los justiciables para que el órgano estatal actúe de 
conformidad con la Constitución y la Ley y desarrolle legalmente el procedimiento en base a los 
más estrictos principios axiológicos y de justicia”(CUEVA CARRIÓN, 2011, pág. 81). 
 
Eduardo Couture define al debido proceso como una “Garantía constitucional 




juzga su conducta, con razonables oportunidades para la exposición y prueba de sus 
derechos"(COUTURE, 1978, pág. 84). 
 
Para este ilustre maestro el debido proceso es una simple garantía, no un derecho; 
además, lo concibe en forma restringida: su objeto radica en que el sujeto sea “escuchado 
en el proceso” y que se le confieran “razonables oportunidades para la exposición y prueba 
de sus derechos”. 
 
Como se puede observar, Couture, se ubica en el plano particular de los sujetos y esta 
visión muy específica le impide relacionar al debido proceso con el Estado de Derecho. En 
cambio, según nuestra concepción, el debido proceso actúa a dos niveles: a) particular; y, 
b) universal. Al proteger a los individuos vela por la vigencia real de todo el sistema 
jurídico normativo. 
 
Desde otro punto de vista: para este gran autor, el debido proceso cumple una 
función secundaria dentro del sistema jurídico, porque, según su concepción, no es un 
derecho, sino una garantía, establecida, no para proteger un derecho, sino a los justiciables.        
 
El juez Frankfurter, citado por Corwin Edward, concibe así al debido proceso: “El 
debido proceso de ley es una garantía constitucional resumida de respeto a esas inmunidades 
personales que están tan arraigadas en las tradiciones y la conciencia de nuestro pueblo que 
puede considerárselas fundamentales o que están implícitas en el concepto de libertad sujeta a un 
orden”.(CORWIN, 1987, pág. 505) 
 
El ilustre profesor universitario, Dr. Jorge Zavala Baquerizo, define así al debido 
proceso:“(...) entendemos por debido proceso el que se inicia, se desarrolla, y concluye 
respetando y haciendo efectivos los presupuestos; los principios y las normas constitucionales, 
legales e internacionales aprobadas previamente, así como los principios generales que informan 
el Derecho Procesal Penal, con la finalidad de alcanzar una justa administración de Justicia, 
provocando como efecto inmediato la protección integral de la seguridad jurídica del ciudadano, 





La corte constitucional en razón al debido proceso nos dice que al ser el tribunal 
superior encargado de la guarda de la constitución, es la encargada de conocer de derechos 
fundamentales entre  ellos está el debido proceso, entre muchas de sus sentencias, la Corte  
Constitucional ha dado criterios, decisiones acerca de la aplicación y definición de lo que 
se puede considerar el derecho fundamental más interesante y con mayor número 
sentencias, tutelas normas entre otras.  
 
Pero entre tantas sentencias y fallos esta Corte ha tenido conceptos uniformes 
acerca del debido proceso diciendo lo siguiente: “es una estructura compleja  que se 
compone de un conjunto de reglas y principios que, articulados, garantizan que la acción 
punitiva del Estado no resulta arbitraria”. Así mismo en la sentencia T-458 del 24 de 
octubre de 1994 la Corte dijo: “el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan 
asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de 
justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento 
del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, 
cualquier acción contra legem o praeterlegem. En consecuencia, el debido proceso es un 
derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que 
las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, 
desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección 
constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”. Para 
el año de 1995 la corte se manifestó en la sentencia T-158 del 26 de abril de ese año de la 
siguiente manera: “el proceso es un juicio y es licito en cuanto implica un acto de justicia. 
Y como es evidente por la naturaleza procesal, se requieren tres condiciones para que un 
proceso sea debido: la primera que proceda de una inclinación por la justicia; segunda, que 
proceda de la autoridad competente; tercera, que se profiera de acuerdo con la recta razón 
de la prudencia, en este caso, que se coteje integralmente toda pretensión, de tal manera 
que siempre este presente el derecho de defensa, y que el juez en ningún momento se 
arregle prerrogativas que no están regladas por la ley, ni exija, así mismo, requisitos 
extralegales. Siempre que faltaren estas condiciones, o alguna de ellas, el juicio será 
vicioso e ilícito 
 
Nuestra Corte Constitucional concibe al debido proceso “(...) como la función básica de 
proteger a las personas de las ilegalidades que pudieren cometer los órganos estatales o los 




cual se refiere Luis Cueva Carrión, autor invocado en la demanda, el debido proceso: "es el más 
importante escudo protector del sistema jurídico en su conjunto". Es entonces, la garantía esencial 
de la defensa de los ciudadanos frente a las arbitrariedades de las funciones del Estado. En el 
contexto de la Constitución de la República, el debido proceso se desarrolla a través de diferentes 
mecanismos de garantía, entre los que se destaca la garantía prevista en el numeral 1 del art. 76, 
al señalar: "Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento 
de las normas y bs derechos de las partes".(Suplemento del Registro Oficial No 97, págs. 
74,75) 
 
Otra definición interesante es la emitida por (Luis Cueva Carrión en su libro 
Violación del Debido Proceso, pág. 38) quien al respecto considera: 
 
“El debido proceso constituye una categoría jurídica constitucional procesal tutelar de los 
derechos y garantías constitucionales en general y no solo de los exclusivamente procesales 
establecidos en los artículos 76,77, 168 numeral 6 y 169 de Constitución de la República; de tal 
modo que, cualquier violación de derechos y garantías reconocidos en la Constitución en la 
sustanciación del proceso incluyendo la fase extra procesal, determina que el proceso no sea el 
debido, siempre que el juez de garantías omita el ejercicio de la función de garante permitiendo 
que los actos procesales inconstitucionales produzcan efectos jurídicos procesales en vez de 
excluirlos conjuntamente con sus resultados. 
 
En tal virtud, se infiere claramente que, cuando el juez de la causa en el ejercicio de la 
función de garante excluye los actos procesales inconstitucionales conjuntamente con sus 
resultados asegura el debido proceso, ya que por tal exclusión el ejercicio de la jurisdicción 
ordinaria se realiza sobre actos procesales constitucionalmente practicados. Así es, porque los 
efectos de la exclusión consisten en tener por inexistentes los actos procesales inconstitucionales y 
toda la cadena causal de resultados que generan”.(CUEVA CARRIÓN, 2011, pág. 38) 
 
Sin embargo, es de señalar que, la violación de los derechos y garantías 
constitucionales que si bien no tienen una naturaleza jurídica procesal por regla general se 
produce en un acto procesal y en asocio con la violación de derechos y garantías del debido 
proceso, como cuando se tortura a la persona detenida como medio de obligarle a que se 
autoincrimine, o cuando se le priva de su libertad sin orden judicial y se la mantiene 





En tal virtud, toda violación de derechos y garantías reconocidos en la Constitución 
vulnera el derecho al debido proceso y son objeto de control Constitucional, sea interno en 
función de garante o externo mediante la presentación de la respectiva acción 
constitucional reclamando la tutela efectiva del derecho o garantía conculcada. 
 
2.2.2 Importancia del debido proceso 
 
El debido proceso es considerado como un escudo protector de los ciudadanos y del 
sistema jurídico; sus normas son fundamentales para la defensa de los derechos y de los 
bienes del ser humano. 
 
Para que un proceso esté acorde con el debido proceso no sólo se debe observar la 
normatividad jurídica, sino que, además, debe ser justo. 
 
El debido proceso es el derecho al juicio justo e imparcial y debe ser observado y 
practicado en los procesos judiciales, legislativos, administrativos, electorales, etc. para 
que una sentencia, una ley o una resolución tengan validez jurídica. 
 
El debido proceso es un conjunto de normas esenciales, necesarias, lógicas y 
razonables para establecer un orden jurídico socialmente justo. Es el límite entre el derecho 
y el abuso del derecho. Es la antítesis entre derecho y arbitrariedad. 
 
El debido proceso es algo más que establecer reglas de procedimiento, ritualismos, 
formalidades y aplicarlas luego en forma mecánica, porque lo que se pretende con él es 
obtener un proceso justo que produzca una justicia pura y oportuna; esto implica que quien 
imparte justicia no sólo debe aplicar las normas jurídicas, sino también los valores, los 
principios y los derechos. 
 
En una más fina concepción diremos: procedimiento que choca a la conciencia viola 
el debido proceso; por eso, al debido proceso; lo exige la conciencia de la humanidad, de 
allí que no se puede prescindir de él.                                                    
 
El debido proceso obliga al juzgador a buscar la verdad real en cada caso; por lo 




problemas jurídicos. Lo aparente, lo exterior de la materia que juzga, carecen de valor. 
Para el debido proceso sólo cuenta lo medular. En suma: el debido proceso exige al 
juzgador que, de la apariencia legal, descienda a la esencia jurídica, I porque debido 
proceso y esencialidad jurídica, son una y misma cosa. 
 
El debido proceso es un derecho y para su efectividad está dotado de múltiples 
garantías, porque un derecho no vale por sí mismo: 
 
Es ineficaz si no goza de protección; son las garantías las que le confieren 
obligatoriedad, efectividad y practicidad. Sin éstas, un derecho constitucional, nunca 
descendería del limbo donde se encuentra y sería siempre una declaración bien 
intencionada pero carente de vigencia en la práctica. 
 
El debido proceso, sin el establecimiento de las garantías correspondientes, sería 
ineficaz, por eso nuestra Constitución ha creado un cúmulo de ellas. Estas garantías han 
sido desarrolladas en la legislación inferior, principalmente en la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en el Código Orgánico de la Función 
Judicial, en el Código de Procedimiento Penal y en el Código de Procedimiento Civil. 
 
Las garantías le confieren al debido proceso eficacia en la defensa de los derechos de 
las personas naturales y jurídicas, de tal manera que, para nosotros, lo medular del debido 
proceso, lo constituyen las garantías. 
 
Estas garantías tienen un objeto: asegurar la vigencia del debido proceso. 
 
2.2.3  Elementos del debido proceso 
 
1. Derecho al Juez Natural.- Nadie puede ser juzgado por comisiones o tribunales 
especiales ni sometidos a otros jueces de los designados. 
 
El derecho al juez natural es un derecho humano reconocido a nivel nacional e 
internacional que incluye un juez independiente, imparcial y predeterminado por ley. La 
competencia para conocer de violaciones a los derechos humanos debe recaer, según las 




2. Derecho a la Defensa.-El derecho a la defensa se constituye una garantía constitucional 
 
El artículo 8.2 de la Convención establece un conjunto de garantías mínimas que 
permiten asegurar el derecho de defensa en el marco de los procesos penales. Entre estas 
garantías se encuentran: 
 
El derecho del inculpado a la comunicación previa y detallada de la acusación 
formulada en su contra. 
 
La concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación 
de su defensa. 
 
El derecho del inculpado a defenderse por sí mismo o a través de un defensor de su 
elección o nombrado por el Estado. 
 
A continuación detallo algunos alcances sobre el desarrollo de estas garantías en la 
jurisprudencia constitucional andina. 
 
1. El derecho del inculpado a la comunicación previa y detallada de la acusación formulada 
en su contra 
 
Este derecho es esencial para el ejercicio del derecho de defensa pues el 
conocimiento de las razones por las cuales se le imputa a alguien la presunta comisión de 
un delito, permite a los abogados preparar adecuadamente los argumentos de descargo. 
Este derecho se ve satisfecho si se indica con claridad y exactitud las normas y los 
supuestos de hecho en que se basa la acusación. 
 
En esta dirección, la Corte Constitucional de Colombia ha señalado que “el derecho 
al debido proceso contiene en su núcleo esencial el derecho a conocer tan pronto como sea 
posible la imputación o la existencia de una investigación penal en curso -previa o formal-, 
a fin de poder tomar oportunamente todas las medidas que consagre el ordenamiento en 





2. La concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de 
su defensa 
 
Nos encontramos aquí ante dos derechos. Por un lado, a contar con el tiempo 
adecuado para preparar la defensa, y por el otro, a contar con los medios, igualmente 
adecuados, para tal efecto. Esto implica diversos aspectos, como por ejemplo, acceder a 
documentos y pruebas con una antelación suficiente para preparar la defensa, ser 
informado con anticipación de las actuaciones judiciales y poder participar en ellas, etc. 
Desde esta perspectiva, el respeto a este derecho tiene una importante incidencia en los 
ordenamientos jurídicos de cada país, en especial sobre las normas que regulan los 
procesos penales, puesto que su contenido debe respetar los estándares que a nivel 
internacional se consideren como los apropiados, en cuanto a tiempo y medios, para 
garantizar una adecuada defensa. 
 
3. La concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de 
su defensa. 
 
Tema de especial importancia en el ámbito del derecho de defensa es determinar 
quiénes pueden llevar a cabo la defensa de una persona en un proceso.  
 
Para la Corte Constitucional, el defensor de una persona acusada de la comisión de 
un delito debe ser un profesional del Derecho, salvo casos excepcionales en los que por no 
contarse en el lugar con abogados titulados se acuda a los egresados o estudiantes de 
Derecho pertenecientes a un consultorio jurídico. En este sentido, la Corte considera que la 
regulación normativa del defensor en materia penal puede diferir notablemente de la que se 
adopte para procesos de otra índole, pues allí es requisito indispensable que quien actúe 
como tal sea abogado, y sólo lo es quien ha obtenido el título, salvo casos excepcionales; 
mientras que en materia laboral, civil, administrativa, entre otras; el legislador está 
autorizado para establecer los casos en que tal condición no se requiere. 
 
Para la Corte Constitucional, la carencia de defensa técnica de una persona durante 
un proceso penal implica que su actuación dentro del mismo se vea mermada al no poder 




cuenta con la asistencia de un profesional del derecho es imposible que el juez pueda llegar 
a valorar los elementos que obran en el proceso. 
 
3. Presunción de inocencia.- Toda persona es inocente mientras no se pruebe lo contrario 
 
El artículo 8.2 de la Convención Americana establece que “toda persona inculpada 
de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente 
su culpabilidad”. 
 
 En cuanto a su contenido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
precisado que “el principio de la presunción de inocencia, tal y como se desprende del 
artículo 8.2 de la Convención, exige que una persona no pueda ser condenada mientras no 
exista prueba plena de su responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o 
insuficiente, no es procedente condenarla, sino absolverla”.  
 
 Similar interpretación ha realizado la Corte Constitucional de Colombia sobre el 
contenido de la presunción de inocencia. En este sentido ha señalado que se trata de uno de 
los derechos más importantes con los que cuenta todo individuo y que para desvirtuarla “es 
necesario demostrar la culpabilidad de la persona con apoyo de pruebas fehacientes 
debidamente controvertidas, dentro de un esquema que asegure la plenitud de las garantías 
procesales sobre la imparcialidad del juzgador y la íntegra observancia de las reglas 
predeterminadas en la ley para la indagación y esclarecimiento de los hechos, la práctica, 
discusión y valoración de las pruebas y la definición de responsabilidades y sanciones”. 
 
Una de las situaciones que afecta con mayor frecuencia la presunción de inocencia es 
la prolongación excesiva de la detención preventiva. Al respecto, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha señalado que esta situación, además de lesionar el derecho a la 
libertad personal, transgrede también el derecho a la presunción de inocencia, del cual goza 
toda persona que se encuentre involucrada en un proceso de investigación penal. 
 
4. Indubio pro reo.- Cuando exista duda en la aplicación de alguna normativa se debe 





Según el cual  “...la convicción del tribunal respecto de la culpabilidad del imputado 
debe superar cualquier duda razonable, de manera que cualquiera que exista obliga a fallar 
en su favor. El respeto debido a este principio capital comporta, además, la obligación del 
juez de prepararse, y de todo el sistema judicial de ayudarlo a prepararse sicológica, 
espiritual y socialmente para mirar en el reo al ser humano en desgracia, merecedor, no 
sólo de justicia, sino también de comprensión y compasión...”. 
 
5. Valoración razonable de la prueba.- El juez debe justificar las razones por lo que le 
asigna tal valor a la prueba. 
 
Este es un principio que se ubica dentro de los derechos al procedimiento en el que la 
Sala reitera que “...el debido proceso implica, precisamente desde sus orígenes, el derecho 
al debido proceso legal, con la consecuencia de que cualquier violación grave del 
procedimiento, aun meramente legal -no constitucional per se-, en perjuicio del reo 
equivale a una de sus derechos fundamentales y, por ende, de la propia constitución”. 
 
6. Eficacia de la Sentencia.-  
 
La eficacia formal de la sentencia (la cosa juzgada).- De acuerdo con este principio, no 
puede abrirse la causa penal fenecida, ni siquiera por medio de la revisión, cuando lo es en 
perjuicio del sentenciado 
 
La eficacia material de la sentencia.-  En estado de derecho la libertad está garantizado 
por los jueces bajo el principio de unidad jurisdiccional. 
 
Esta es de vital importancia para el debido proceso, la eficacia real de los fallos 
jurisdiccionales. “Todas las garantías del Derecho se estrellan ante una realidad política, 
económica o social que adverse, imposibilite u obstaculice el más cabal e inmediato 
acatamiento de los fallos judiciales. La autoridad suprema de los jueces es un principio 
fundamental de todo Estado Democrático de Derecho y un requisito sine qua non de la 
vigencia de la libertad y de los derechos de la persona humana...”. 
 
7. Derecho a recurrir.-Es otra de la garantías del debido proceso que tienen las partes 




El ejercicio del derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior, implica que 
toda persona tiene derecho a disponer, en un plazo razonable y por escrito, de los fallos 
dictados en la determinación de su responsabilidad, debidamente motivados, a efectos de 
su posible apelación. En caso contrario, no se estaría concediendo la debida revisión de la 
sentencia, ni acceso oportuno a las razones del fallo, impidiéndose ejercer eficazmente el 
derecho de defensa. Esto implica asimismo que las resoluciones que se emitan en distintas 
instancias deben contener, con exactitud y claridad, las razones por las cuales se llega a la 
conclusión que ellas contienen, la valoración de las pruebas y los fundamentos jurídicos y 
normativos en que se basan. 
 
2.2.4 Violación al debido proceso 
 
El debido proceso constituye una categoría jurídica constitucional procesal tutelar de 
los derechos y garantías constitucionales en general y no solo de los exclusivamente 
procesales establecidos en los artículos 76, 77, 168 numeral 6 y 169 de Constitución de la 
República; de tal modo que, cualquier violación de derechos y garantías reconocidos en la 
Constitución en la sustanciación del proceso incluyendo la fase extra procesal, determina 
que el proceso no sea el debido, siempre que el juez de garantías omita el ejercicio de la 
función de garante permitiendo que los actos procesales inconstitucionales produzcan 
efectos jurídicos procesales en vez de excluirlos conjuntamente con sus resultados. 
 
Al respecto Luis  Cueva Carrión considera que: “En tal virtud, se infiere claramente 
que, cuando el juez de la causa en el ejercicio de la función de garante excluye los actos 
procesales inconstitucionales conjuntamente con sus resultados asegura el debido proceso, ya que 
por tal exclusión el ejercicio de la jurisdicción ordinaria se realiza sobre actos procesales 
constitucionalmente practicados. Así es, porque los efectos de la exclusión consisten en tener por 
inexistentes los actos procesales inconstitucionales y toda la cadena causal de resultados que 
generan” (CUEVA CARRIÓN, 2011, pág. 38). 
 
Sin embargo debemos observar que, la violación de los derechos y garantías 
constitucionales que si bien no tienen una naturaleza jurídica procesal por regla general se 
produce en un acto procesal y en asocio con la violación de derechos y garantías del debido 
proceso, como cuando se tortura a la persona detenida como medio de obligarle a que se 




incomunicada para obstaculizar su defensa. 
 
Entonces se diría que toda violación de derechos y garantías reconocidos en la 
Constitución vulnera el derecho al debido proceso y son objeto de control Constitucional, 
sea interno en función de garante o externo mediante la presentación de la respectiva 
acción constitucional reclamando la tutela efectiva del derecho o garantía conculcada. 
 
2.2.4.1 Formas de violar el Debido proceso 
 
La violación al debido proceso se puede dar por la falta de conocimiento; por no 
interpretar correctamente las normas jurídicas; por descuido; por mala fé; para causar daño; 
para favorecer a una de las partes, etc. 
 
Para Luis Cueva Carrión existen diversas maneras de violar el debido proceso; la 
más comunes son: “no garantizar, en forma efectiva, el goce de los derechos; desnaturalizar la 
acción de protección; privar del acceso a una garantía jurisdiccional; colocar a un individuo en 
estado de indefensión; no motivar la resoluciones; rechazar arbitrariamente un recurso; o por la 
indefensión causada proveniente de la práctica defectuosa de la Citación y por la falta de 
notificaciones posteriores”.(CUEVA CARRIÓN, 2013, pág. 115) 
 
De tal modo que dentro del proceso, se puede violar el debido proceso, aumentando 
lo disminuyendo etapas procesales; es decir, cuando el juzgador crea recursos que no 
existen o cuando niega un recurso que legalmente existe. 
 
Cuando se presenta una demanda de acción extraordinaria de protección algunos 
jueces proceden a calificarla y la niegan; este proceder viola el debido proceso. El 
procedimiento correcto es el siguiente: se debe remitir, inmediatamente, todo el proceso a 
la Corte Constitucional, sin emitir pronunciamiento alguno, porque así lo hadispuesto la 
Corte Constitucional en resolución obligatoria. 
 
También se puede violar el debido proceso cuando se niega el recurso de apelación 






En general, se viola el debido proceso cuando no se concede el recurso de apelación 
en todos aquellos procesos de instancia única porque va contra el principio constitucional 
del doble conforme prescrito por el art. 76, numeral 7, literal m), de la Constitución. 
 
En la actividad práctica, en nuestro país, se ha violado el debido proceso, según 
varias resoluciones de la Corte Nacional de Justicia y de la Corte Constitucional, en los 
casos siguientes: 
Cuando se juzga a un sujeto sin oírlo. 
Cuando no se le permite hacer uso del derecho de defensa. 
Cuando se aplica una ley no vigente. 
Cuando a un policía se le inicia una información sumaria por la supuesta comisión de una 
alteración de su libro de vida y se le juzga por el hecho de encontrarse enjuiciado ante la 
justicia ordinaria por la supuesta comisión de un delito de estupefacientes, del cual, mucho 
más tarde, fue sobreseído. 
Cuando el actor gubernamental actúa en forma independiente; de la ley y de la 
Constitución,                                    
Cuando la autoridad ejerce su potestad en forma arbitraria.    
Cuando no se aplica las normas jurídicas para valorar la prueba 
Cuando no se garantiza el cumplimiento de las disposiciones  del contrato colectivo.    
Cuando no se aplican adecuadamente los preceptos en la sustanciación de una causa.  
Cuando se priva de acceso a una garantía jurisdiccional.      
 
2.2.4.2 El Debido Proceso como fundamento de la Acción Extraordinaria de 
Protección 
 
La acción constitucional extraordinaria de protección es una de las nuevas 
instituciones jurídicas creadas por la Constitución del2008, su pilar fundamental es el 
debido proceso. El numeral 2 del art. 437 de la Constitución prescribe que, para la 
admisión de esta acción la Corte Constitucional debe constatar “Que el recurrente 
demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, el debido proceso u 
otros derechos reconocidos en la Constitución”. De la misma manera esta disposición 
consta en el inciso segundo del art. 34 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de 





Pues la Acción constitucional tiene por objeto “la protección de los derechos 
constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con fuerza 
de sentencia, en los que se hayan violado por acción u omisión  derechos reconocidos en la 
Constitución”según lo dispone el art. 58 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional. 
 
Entonces, si el objeto fundamental de esta acción es la protección del debido proceso, 
como consecuencia necesaria, la normatividad jurídica exige que se demuestre la violación 
efectiva y cierta del debido proceso, de lo contrario, la demanda ni siquiera puede ser 
admitida. 
 
Si no se demuestra la violación del debido proceso no existe la posibilidad de que 
esta acción tenga éxito y satisfaga las expectativas para la cual fue creada. 
 
2.2.4.3El derecho al debido proceso oral y la acción extraordinaria de protección 
 
El derecho al debido proceso como categoría jurídica procesal constitucional se 
encuentra instituido constitucionalmente en los artículos 75, 76, 77, 168 y 169 de la 
Constitución de la República y significa que en todo proceso por el caso concreto, 
cualesquiera que fuere su naturaleza las partes procesales tienen derecho a que en la 
sustanciación del proceso se observen el sistema de garantías que lo hacen efectivo como 
presupuesto necesario para la tutela de su derecho o la seguridad jurídica determinado en el 
artículo 82 de la Constitución de la República. 
 
El debido proceso necesariamente tiene que ser oral, por lo dispuesto en el numeral 
6 del artículo 168 de esta misma Constitución y consecuentemente, los principios 
constitucionales que con el carácter de garantías del debido proceso deben observarse para 
que el juicio será oral, constituyen derechos para los sujetos procesales. Estos derechos, en 
lo que se refiere al juicio penal son: 
a) El derecho a ser juzgado en juicio oral, 
b) El derecho a ser juzgado públicamente, 
c) Derecho a la concentración de las pruebas o de que todas ellas se las presente sin 
interrupción, 




derecho a la defensa, 
e) Derecho a ser juzgado imparcialmente, que se lo garantiza por el principio dispositivo 
de la prueba, por el cual solo a los sujetos procesales les corresponde presentar los hechos 
y probarlos, sin que el juez pueda determinar hechos, investigarlos ni probarlos. 
 
 
Debemos tener en cuenta que, la oralidad es un sistema procesal, ya que por lo 
dispuesto en la disposición establecida, se deberá aplicar en todas las instancias y etapas 
del proceso penal para que este sea el debido.  
 
Al respecto Luis Cueva Carrión manifiesta: “Si en las sustanciación de la causa penal se 
viola el derecho al debido proceso por conculcar una o más de las garantías que lo tutelan y lo 
hacen efectivo procede la acción extraordinaria de protección contra la sentencia, porque ésta 
constituye un efecto de la violación de la Constitución, en todos los casos en que la violación 
afecta a todos los actos procesales practicados en el proceso, como cuando se conculca el derecho 
al debido proceso violando el derecho a ser informado de la iniciación del proceso o no se cita al 
procesado con la resolución del inicio del proceso, así como cuando el juez carece de 
competencia”. (CUEVA CARRIÓN, 2011, pág. 42) 
 
Cierto es que esta violación no se produce directamente en la sentencia, pero por 
afectar a las fuentes de prueba por habérselas obtenido inconstitucionalmente los 
resultados probatorios en base a estas fuentes carecen de valor; resultados que son 
obtenidos mediante la práctica del respectivo medio de prueba oral en la audiencia de 
juzgamiento, cuyo acta es parte de la sentencia y por lo tanto, se viola la ley en ésta, al 
apreciar y valorar tales resultados en la sentencia para resolver la causa. 
 
2.2.4.4El sistema de garantías del debido proceso oral y la acción extraordinaria de 
protección 
 
El derecho al debido proceso es de orden público constitucional y constituye el 
presupuesto fundamental para que prevalezca la verdad y la apropiada aplicación de la Ley 
en las resoluciones que dictan los jueces y tribunales, por esta razón, cuando el proceso en 
que se sustancia el caso concreto no es el debido, no solo que viola el derecho al 




concluir en una resolución justa, por lo que no hay justicia sin el debido proceso, razón por 
la cual en todo proceso penal por el caso concreto necesariamente deben hacerse efectivas 
las garantías del debido proceso, conforme lo exige el artículo 169 de la Constitución de la 
República. 
 
Esto quiere decir que en todo proceso penal por el caso concreto necesariamente se 
deben observar las garantías que requieren ser aplicadas para que el proceso sea el debido 
y se haga efectivo el derecho al debido proceso de los jueces procesales, dejando de ser el 
sistema de garantías del derecho al debido proceso una mera formalidad. Teniendo por 
objeto más bien la tutela jurídica constitucional del derecho al debido proceso, y solo 
cuando se las observa aplicándolas en cuanto se requiere para la validez jurídica procesal 
de cada acto pre procesal o procesal individualmente consideradas o en su conjunto, el 
proceso es el debido y se respete el derecho al debido proceso, es así que todo juez o 
tribunal antes de pronunciarse sobre el objeto del proceso, de verificar si se han 
comprobado o no los hechos alegados por las partes en materia civil, y en lo penal, si se 
han comprobado o no la existencia del delito objeto del juicio, de si la conducta es atípica, 
o si siendo típica el procesado no tuvo participación, o a pesar de ser el acto típico no es 
antijurídico por existir una causa de justificación a favor del procesado, esto, entre otras 
circunstancias, necesariamente debe verificar previamente si en el proceso se han cumplido 
con las garantías que tutelan y hacen efectivo el derecho al debido proceso; por lo que, si a 
pesar de existir la violación de alguna de estas garantías el juez otorga valor jurídico 
procesal el acto procesal en que se la contiene, es obvio que viola la Constitución en la 
sentencia, incumpliendo la obligación de respetar y hacer respetar las normas del debido 
proceso. 
 
2.2.4.5La audiencia del juicio como núcleo del proceso penal oral acusatorio y la 
acción extraordinaria de protección 
 
Todas las etapas del proceso penal oral acusatorio se relacionan con las actuaciones 
probatorias practicadas en la audiencia del juicio, por lo que es evidente que ésta 
constituye el núcleo del proceso, ya que en éste deberá probarse la existencia objetiva del 
delito y la autoría o participación responsable del procesado “conforme a los principios 
establecidos en la Constitución de la República y en este Código, con observancia estricta 




víctimas”, de conformidad con lo establecido en el artículo 1 del Código de Procedimiento 
Penal. 
 
Esta disposición procesal se refiere al juicio previo que realiza el juez o tribunal en la 
sentencia y que consiste en la apreciación y valoración de las pruebas para motivar la 
sentencia; siempre que las pruebas hayan sido obtenidas y practicadas de conformidad con 
las garantías establecidas en la Constitución de la República y en el Código de 
Procedimiento Penal, de tal modo que, si las pruebas son inconstitucionales o se las ha 
valorado inconstitucionalmente determinan que la sentencia carezca de motivación porque 
se viola la Constitución y la ley en la sentencia y consecuentemente, procede la 
impugnación de ésta mediante la acción extraordinaria de protección por habérsela 
motivado la sentencia con pruebas inconstitucionales, cuando se han agotado todos 
los,recursos. 
 
Efectivamente, la etapa de la instrucción fiscal tiene por objeto recabar las fuentes de 
prueba con observancia de la Constitución y la ley;en tanto que, la audiencia preparatoria 
del juicio tiene por objeto la verificación del juez en función de garante de que las fuentes 
de prueba hayan sido obtenidas de conformidad con la Constitución y la ley, por lo que si 
éstas son inconstitucionales también lo son las pruebas practicadas en base a éstas en la 
audiencia de juzgamiento y consecuentemente, si estas pruebas inconstitucionales son 
utilizadas para motivar la sentencia, esta carece de motivación y por violarse la 
Constitución y la ley en la sentencia procede la impugnación mediante la acción 
extraordinaria de protección, cuando los errores de derecho contenidos en la sentencia no 
se los ha corregido mediante el recurso de casación. 
 
De igual modo, la etapa de impugnación gira sobre la inconstitucionalidad de la 
prueba utilizada por el juzgador para motivar la sentencia tanto en la que se refiere al 










2.2.4.6La inconstitucionalidad de las fuentes de prueba en el proceso penal y la acción 
extraordinaria de protección 
 
En el proceso penal oral acusatorio las fuentes de prueba se las obtiene en la fase pre 
procesal o indagación previa y en la instrucción fiscal, y se encuentra constituidas por las 
evidencias y los actos investigativos practicados sobre éstas por el fiscal frente a la 
contradicción del procesado. 
 
En todo caso, por lo dispuesto en el literal a) del numeral 7 del artículo 76 de la 
Constitución de la República y el inciso segundo del artículo 70 del Código de 
Procedimiento Penal "nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o 
grado del procedimiento", lo cual significa que, las garantías del debido proceso deberán 
observarse desde el inicio de la indagación previa hasta la conclusión del proceso penal. 
En tal virtud, se tiene que, la evidencia deberá ser obtenida con observancia de las 
garantías del debido proceso para que el acto procesal practicado sobre está tenga validez 
jurídica procesal; de tal modo que, si la evidencia ha sido obtenida inconstitucionalmente 
carecen de valor tanto la fuente de prueba como la prueba practicada en base a ésta en la 
audiencia de juzgamiento, en aplicación del numeral 4 del artículo 76 de la Constitución de 
la República y del artículo 80 del Código de Procedimiento Penal, y consecuentemente 
cuando esta prueba inconstitucional es utilizado por el juzgador para motivar la sentencia 
se viola la Constitución y la ley en ésta y debe ser impugnada mediante el recurso de 
casación. 
 
En otros casos, la evidencia puede haber sido obtenida constitucionalmente pero el 
acto procesal practicado sobre ésta puede ser inconstitucional por haberse violado en esta 
práctica las garantías del debido proceso, especialmente por no haberse practicado frente a 
la contradicción del procesado y consecuentemente, si el juzgador utiliza esta prueba para 
motivar la sentencia, ésta deberá ser impugnada mediante la acción extraordinaria de 













Cuando se viola cualquiera de las  garantías del Debido Proceso en la práctica de una 
o más pruebas que las utiliza el juzgador para motivar la resolución en la sentencia, el 
sujeto procesal afectado debe impugnarla mediante el recurso de casación, por haberse 
violado la Constitución y la ley en la sentencia, porque las garantías que rigen la práctica 
de la prueba además de encontrarse reconocidas en la Constitución de la República, 
también constan en el Código de Procedimiento Penal y por lo tanto, cuando se viola 
cualesquiera de estas garantías, y en todo caso que no se corrijan los errores de derecho 
cometidos en la sentencia mediante el recurso de casación, procede la acción extraordinaria 
de protección. 
 
Procede por lo tanto, la acción extraordinaria de protección por violarse los derechos 
consagrados en la Constitución y la ley en la sentencia, en consideración a que el acta del 
juicio es parte de la sentencia; puesto que el juzgador se pronuncia en esta sobre las 
actuaciones probatorias practicadas en tal audiencia. 
 
2.2.4.8La inconstitucionalidad de la valoración de la prueba 
 
El Juez o Tribunal solamente debe valorar la prueba obtenida y practicada con 
observancia de la Constitución y la ley porque si el Fiscal ha violado las garantías del 
debido proceso en la obtención de las fuentes de prueba carece de valor por disposición del 
numeral 4 del artículo 76 de la Constitución de la República, y todos los actos procesales 
probatorios practicados en base a estas fuentes también carecen de valor por lo dispuesto 
en el artículo 80 del Código de Procedimiento Penal. 
 
De igualo modo, cuando en la práctica de la prueba se violan las garantías del debido 
proceso que deben observarse, la prueba es inconstitucional y por lo tanto carece de valor, 
por lo dispuesto en la citada norma constitucional. 
 
Por esta virtud, el juzgador en aplicación de los artículos 11 y 426 de la Constitución 




inconstitucionalmente, indicando las garantías del debido proceso que se han violado en su 
obtención o en su práctica, de tal modo que solamente deberá valorar las pruebas 
constitucionalmente obtenidas y practicadas con observancia de las garantías del debido 
proceso que se requieren para su validez jurídica procesal. 
 
En todo caso que, el juez no cumpla con la obligación jurídica que le impone la 
Constitución de la República de excluir la prueba obtenida o practicada 
inconstitucionalmente, el sujeto procesal afectado deberá impugnar la sentencia que se 
motivó en base a esta prueba inconstitucional, deduciendo el recurso de casación, y si éste 
es rechazado deduciendo la acción extraordinaria de protección. De igual modo, cuando se 
viola el principio de legalidad de la prueba en su práctica es materia de casación y también 
de la acción extraordinaria de protección. Este principio se encuentra previsto en el artículo 
83 del Código de Procedimiento Penal y constituye una aplicación del principio de 
legalidad procesal contenido en la parte final del numeral 3 del artículo 76 de la 
Constitución de la República, así como del principio de normatividad establecido en el 
numeral 1 del artículo 76 de ésta. 
 
También es materia de casación o de la acción extraordinaria de protección, en su 
caso, cuando el juzgador no se pronuncia sobre el conjunto de pruebas, limitándose a 
valorar solamente algunas, porque en este caso se viola el principio de concentración de la 
prueba reconocido como garantía del debido proceso tanto de la práctica como de la 
valoración de la prueba en el numeral 6 del artículo 168 de la Constitución de la República. 
 
Finalmente, también es materia de casación y de la acción extraordinaria de 
protección cuando se vulneran las reglas de la sana crítica en la valoración de la prueba. Se 
violan estas reglas cuando el juzgador da a los resultados probatorios un sentido distinto al 
que las pruebas consideradas tanto individualmente como en su conjunto significan en 
forma natural lógica y necesaria, es decir, que encajan como un rompecabezas y no se 
contradicen entre sí; por lo que en todo caso en que existe contradicción entre el 
significado de las pruebas o no encajan en relación de conformidad con el objeto del 
proceso se vulneran las reglasde la sana crítica a las que se refiere el artículo 86 del Código 






2.2.4.9La inconstitucionalidad de la motivación de la sentencia 
 
Todo fallo sea condenatorio o absolutorio debe ser motivado conforme lo exigen el 
artículo 304-A del Código de Procedimiento Penal como garantía del debido proceso, de 
tal modo que, la motivación es inconstitucional cuando se fundamenta en pruebas 
obtenidas, practicadas o valoradas inconstitucionalmente. 
 
También es inconstitucional la motivación cuando no se fundamenta en hechos 
objetivamente probados en la audiencia del juicio, lo cual significa que, las conclusiones o 
declaraciones sobre el objeto del juicio que se contienen en la motivación inconstitucional 
son opiniones subjetivas o apreciaciones sin base probatoria alguna y consecuentemente, 
conducen a la falsa aplicación de la ley, porque el fallo no corresponde a la realidad de los 
hechos efectivamente probados y se basa en composiciones del juzgador y no en pruebas. 
También la motivación del fallo es inconstitucional cuando a los hechos objetivamente 
probados en la audiencia de juzgamiento se les aplica una ley impertinente y cuando en el 
fallo no se enuncian las normas jurídicas que se aplican y que lo sustentan jurídicamente. 
 
Por lo tanto, la motivación para ser constitucional debe ser objetiva y jurídica y 
además, entre la motivación y resolución o fallo debe existir relación de conformidad o 
coherencia. 
 
Por cualesquiera de los casos indicados la sentencia puede ser impugnada por vía 
de casación, y si ésta es rechazada, se la impugnará mediante la acción extraordinaria de 
protección, porque es evidente que en la sentencia así inconstitucionalmente motivada, no 
se ha probado el delito objeto del juicio conforme a derecho, es decir, en la forma que 
exige la Constitución y la ley. 
 
La falta de motivación de la sentencia se adecúa a la causal determinada en el 
numeral 6 del artículo 360 del Código de Procedimiento Penal, para interponer el recurso 
de revisión. 
 
Se advierte también que, encajan en esta causal para la revisión la 
inconstitucionalidad en la obtención, práctica y valoración de las pruebas, porque en todos 




que se refiere la sentencia. 
 
Cabe indicar que, este marco jurídico constitucional si bien se encuentra referido al 
proceso penal, es aplicable a todas las materias jurídicas procesales porque las normas del 




2.3 PROCEDIMIENTO DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN 
 




En forma general,  la acción extraordinaria de protección debe desarrollarse tomando 
en cuenta los parámetros legales comunes que constan en el Título I y en el capítulo I del 
Título II de la mencionada Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, con las respectivas excepciones. 
 
Concretamente y, en forma muy especial, al tramitar esta acción siempre debe 
tomarse en cuenta la siguiente normatividad básica que arista en la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
 
2.3.1.2  Principios de la justicia constitucional 
 
Según el art. 2 de la mencionada Ley:Además de los principios establecidos en la 
Constitución, se tendrán en cuenta los siguientes principios generales para resolver las 
causas que se sometan a su conocimiento: 
 
1. Principio de aplicación más favorable a los derechos.- Si hay varias normas o 
interpretaciones aplicables a un caso concreto, se debe elegir la que más proteja los 





2. Optimización de los principios constitucionales.- La creación, interpretación y 
aplicación del derecho deberá orientarse hacia el cumplimiento y Optimización de los 
principios constitucionales. 
 
3. Obligatoriedad del precedente constitucional.-Los parámetros interpretativos de la 
Constitución fijados por la Corte Constitucional en los casos sometidos a su conocimiento 
tienen fuerza vinculante. La Corte podrá alejarse de sus precedentes de forma explícita y 
argumentada garantizando la progresividad de los derechos y la vigencia del estado 
constitucional de derechos y justicia. 
 
4. Obligatoriedad de administrar justicia constitucional.- No se puede suspender ni 
denegar la administración de justicia por contradicciones entre normas, oscuridad o falta de 
norma jurídica. 
 
Art. 8.- Normas comunes a todo procedimiento.-Serán aplicables las siguientes normas: 
 
1. El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. 
 
Según la Constitución de la República del Ecuador. Editorial Universitaria año 2008. “Esta 
es una característica común a todas las garantías jurisdiccionales, cuyo fundamento es el 
objeto de las mismas, pues, tratándose de velar por la seguridad de los derechos 
constitucionales, la exigencia de la protección inmediata de aquellos es un imperativo, se 
concreta en la urgencia con la que debe ser atendida una solicitud de protección, por lo que 
la Constitución impone que los procesos de las garantías constitucionales garanticen 
rapidez y celeridad; sin embargo, en el caso de esta acción, la Ley de la materia incorpora 
términos mucho más amplios que los previstos para las demás Garantías Constitucionales, 
en atención a la característica de la acción que se contrae a la revisión, incluso, de procesos 
enteros para determinar, con la mayor acuciosidad, la existencia o no de vulneración de 
derechos constitucionales”. 
 
2. El procedimiento será oral en todas sus fases e instancias. La audiencia deberá 
registrarse por cualquier medio que esté al alcance de la jueza o juez, de preferencia 




expediente electrónico, salvo documentos que constituyan elementos de prueba y las 
siguientes actuaciones que deberán reducirse aescrito: 
 
a. La demanda de la garantía específica.  
b. La calificación de la demanda. c. La contestación a la demanda. 
d. La sentencia o el auto que aprueba el acuerdo reparatorio. 
 
3. Serán hábiles todos los días y horas. 
4. Las notificaciones se harán por los medios más eficaces que estén al alcance de la jueza 
o juez, de la persona legitimada activa y de la persona, entidad u órgano responsable del 
acto u omisión. De ser posible se preferirán medios electrónicos. 
 
5. No serán aplicables las normas procesales ni aceptables los incidentes que tiendan a 
retardar el ágil despacho de la causa. 
 
6. Un mismo afectado no podrá presentar más de una vez la demanda de violación de 
derechos contra las mismas personas, por las mismas acciones u omisiones, y con la misma 
pretensión. 
 
7. No se requerirá el patrocinio de una abogada o abogado para proponer la acción ni para 
apelar. De ser necesario o cuando la persona lo solicite, la jueza o juez deberá asignar al 
accionante o persona afectada un defensor público, un abogado de la Defensoría del Pueblo 
o un asistente legal comunitario según lo que establece el Código Orgánico de la Función 
Judicial. 
 
8. Los autos de inadmisión y las sentencias son apelables ante la Corte Provincial". 
 
Además de estas disposiciones que son fundamentales para el procedimiento rigen también 
en la actividad procesal de esta acción las normas de los arts. 1,3,4,6,10 y las del Capítulo 
VIII, Título II, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
A continuación me permito también transcribir como parte de la normatividad básica para 
el trámite de la acción extraordinaria de protección las disposiciones establecidas en el 








ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN 
 
Art. 34.- Requisitos de la demanda.- La demanda de acción extraordinaria de protección 
deberá cumplir los requisitos establecidos en el artículo 61 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional y lo dispuesto en las normas procesales comunes 
del presente Reglamento. 
 
El recurrente deberá demostrar documentadamente que en las sentencias o autos 
definitivos se ha violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos 
constitucionales. 
 
Art. 35.- Trámite.- La acción extraordinaria de protección será presentada de conformidad 
con lo establecido en la Constitución de la República, la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional y el presente Reglamento. 
 
Cuando la acción extraordinaria de protección se presente en la judicatura, sala o tribunal 
que expidió la decisión judicial impugnada, deberá hacérselo para ante la Corte 
Constitucional. 
 
La Corte Constitucional, es el único órgano competente para admitir, conocer y resolver la 
acción extraordinaria de protección, en consecuencia, la judicatura, sala o tribunal se 
limitará a receptar la demanda y la remitirá con el expediente, sin más trámite, dentro del 
término previsto en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, debiendo observar lo dispuesto en el artículo 36 del presente Reglamento. 
En caso de incumplimiento de esta disposición, la Corte Constitucional pondrá en 






La acción extraordinaria de protección seguirá el trámite previsto en los Capítulos I, II y V 
del Título II del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte 
Constitucional, en cuanto a su recepción, registro, admisión, sorteo y sustanciación. 
 
La Sala respectiva, en el término de diez días, verificará que se cumplan los requisitos 
establecidos en el artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, término que correrá a partir del momento en que el expediente se encuentre 
al despacho. 
 
Si la Sala declara inadmisible o rechaza la acción, remitirá el caso a la Secretaría General 
para el archivo de la causa y la devolución del expediente al juez, sala o tribunal de origen. 
 
Art. 36.- Documentación certificada.- En la acción extraordinaria de protección, la 
judicatura, sala o tribunal ante la que se presente esta acción, deberá obtener copias 
certificadas de las sentencias o autos definitivos y de las demás piezas procesales 
necesarias para su ejecución, para que el juez de instancia haga cumplir lo resuelto en la 
sentencia o auto definitivo, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 21 y 
62, inciso penúltimo de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional. 
 
Art. 37.- Informes.- La jueza o juez ponente, o el Pleno, para mejor resolver, podrá 
solicitar informe a la jueza o juez de la instancia donde presuntamente se produjo la 
vulneración del derecho, de acuerdo con el numeral 6 del artículo 61 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
Art. 38.- Audiencia.- La jueza o juez ponente podrá señalar día y hora para la realización 
de la audiencia, cuando lo considere necesario. 
Efectuada la audiencia o no, la jueza o juez ponente elaborará el proyecto de sentencia, el 
que remitirá a la Secretaría General para conocimiento y resolución del Pleno. 
 
Art.- 39.- Sentencia.- El Pleno de la Corte Constitucional, una vez que Secretaría General 
haya notificado a las partes con la recepción del proceso para su conocimiento y decisión, 




en el inciso segundo del artículo 63 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional”. 
 
Como lo mencioné en párrafos anteriores la acción extraordinaria de protección 
seguirá el trámite previsto en los Capítulos I, II y V del Título II del Reglamento de 
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, en cuanto a su 
recepción, registro, admisión, sorteo y sustanciación. 
 
2.3.1.3Recepción de la demanda 
 
La  demanda será presentada en la oficina de documentación de la Secretaría General 
o en las oficinas Regionales de la Corte Constitucional las mismas que ejercerán 
actividades de gestión y apoyo administrativo a la Secretaría General. 
 
La Secretaría General o las oficinas regionales en caso de que las demandas fueren 
presentadas de forma verbal o en otro idioma, se encargará de receptarlas, dejando 
constancia en grabación magnetofónica, la misma que debe ser transcrita y si fuere el caso 
traducida, en el término de veinte días. 
 
La oficinas regionales dentro de las veinticuatro horas de la recepción, remitirá las 
documentación a la Corte Constitucional, haciendo constar la razón, lugar , fecha, hora de 
recepción y funcionario responsable, debidamente foliada, con indicación de los anexos, 
cuando los hubiere. 
 
En el Art. 56 de la Ley Orgánica de Garantías y Control Constitucional se señalan las 
causales de inadmisión de la demanda: 
 
 Si la acción es interpuesta para proteger derechos que pueden ser garantizados 
mediante otra garantía jurisdiccional. 
 Si se trata de omisiones de mandatos constitucionales. 
 Si existe otro mecanismo judicial para lograr el cumplimiento de la norma, 
sentencia, decisión o informe, salvo en los casos en los cuales, de no admitirse la 









La Secretaría General deberá llevar un Registro individualizado de las demandas y 




El Secretario General dispondrá  el término de seis días, contados a partir de la 
recepción de la demanda, para efectuar el ingreso, registro y remisión de las mismas a las 
diferentes a las diferentes Salas del Organismo, para el trámite que corresponda. 
 
2.3.1.6 Sala de Admisión 
 
La sala de Admisión estará integrada por tres juezas o jueces constitucionales, los 
mismos que actuarán de forma rotativa y serán designados mediante sorteo efectuado en el 
Pleno. Contará además con tres juezas o jueces alternos, los que serán designados por 
sorteo realizado en el pleno, de entrelas demás jueces o juezas de la Corte, quienes 
actuarán de conformidad con el orden en el que fueron sorteadas en caso de ausencia de los 
jueces principales que integran la sala. 
 
Esta sala sesionara ordinariamente cinco días al mes, y de forma extraordinaria en 
caso de urgencia o necesidad de actualización del despacho. 
 
La Sala de Admisión contará con un coordinador. 
 
En el Art. 11 del Reglamento de Sustanciación se establece el trámite de la Sala 
de Admisión.-Las causas ingresadas por conocimiento de la Sala de Admisión serán 
calificadas y numeradas por el Secretario General según el tipo de acción , y serán 
sorteadas  entre los integrantes de la Sala para establecer la jueza o juez ponente de los 





Las causas sorteadas se remitirán  a la jueza o juez ponente, quien elaborará una 
ponencia de admisión y lo remitirá a Secretaría General para la resolución de la Sala de 
Admisión. 
 
Las juezas o jueces, al momento de finalizar sus funciones en la Sala de Admisión, 
remitirán a Secretaría General, todas las causas que fueron asignadas por sorteo y que no 
hayan sido conocidas y despachadas por la Sala de Admisión, a fin que continúen el 
trámite respectivo los miembros de la próxima sala. 
 
Esta Sala revisará  los proyectos de providencia  y deberá admitir, inadmitir, rechazar 
o disponer que se complete o declare la demanda, en el término de cinco días, bajo 
prevenciones de rechazo  y archivo. 
 
La inadmisión procede cuando la demanda no ha cumplido con los requisitos, 
siempre y cuando no sean subsanables. 
 
El rechazo se produce en los siguientes casos: 
 
 Cuando la Corte carezca de competencia. 
 Cuando la demanda se presente por fuera de los términos previstos en la ley. 
 Cuando no se corrija o complete la demanda dentro del término de cinco días, 
concedido para el efecto. 
 
Para la decisión tomada  por la sala de admisión no cabe recurso alguno y causará 
ejecutoría. 
 
2.3.1.7 De la Sustanciación 
 
Las causas constitucionales procesadas por la Sala de Admisión y aquellas que 






Posteriormente el Secretario General remitirá los expedientes para su sustanciación a 
la jueza o juez correspondiente, este incluye la convocatoria a audiencias, práctica de 
pruebas u otras diligencias, en aquellas acciones que se las requiera. 
 
La jueza o juez sustanciador será el encargado de realizar el proyecto de sentencia o 
dictamen, el que será encargado el mismo que será enviado a la Secretaría General para 
que sea resuelto en el Pleno de la Corte.  El Secretario General  es el encargado de notificar 
a las partes con la recepción del proceso, señalando que el caso pasará a conocimiento y 
resolución del Pleno de la Corte Constitucional. 
 
El Pleno de la Corte Constitucional podrá llamar a audiencia cuando lo Considere 
necesario, previo a emitir sentencias y dictámenes para su mejor criterio, la misma facultad 
podrán ejercerla los jueces o juezas sustanciadores  para poder emitir el proyecto de 
sentencia o dictamen. 
 
Todos los Jueces y Juezas de la Corte Constitucional deberán tener una copia del 
proyecto de Sentencia, la cual será entregada por el Secretario General con la respectiva 
convocatoria a Sesión del Pleno, hasta en cuarenta y ocho horas por lo menos de 
anticipación a la fecha de realización de la sesión en la que se conocerá la causa. 
 
En caso de que la jueza o juez ponente no emitiera su proyecto dentro de los plazos y 
términos establecidos, el Presidente de la Corte a otra jueza o juez preparar un proyecto de 
sentencia o dictamen, dentro del término de ocho días adicionales, para ser sometido a 
conocimiento y resolución del Pleno. 
 
Las Sentencias o dictámenes se resolverán por el voto de por lo menos cinco 
integrantes del Pleno. Los votos serán a favor, salvados o concurrentes. 
 
La Sentencia y  Dictamen serán suscritos por el Presidente y Secretario General de la 
Corte Constitucional. 
 
Los jueces que salven el voto o expresen su voto concurrente, dispondrán del término 




Las sentencias y dictámenes se notificarán dentro de las veinticuatro horas suscrita 
por el Presidente y Secretario General. Posteriormente las mismas serán enviadas al 
Registro Oficial para su Publicación. 
 
 
2.4   FUNDAMENTACIÓN LEGAL 
 
La Constitución y los tratados internacionales, en particular la Convención 
Americana de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
reconocen que el fin del Estado y de la organización social es el goce de los derechos de 
los seres humanos y de la naturaleza y que, para tal efecto, deben existir recursos sencillos 
y rápidos ante los jueces o tribunales competentes que les permitan amparar a los seres 
humanos y a la naturaleza frente a actos u omisiones que amenacen o violen sus derechos, 
adoptando las medidas pertinentes para asegurar la reparación integral derivada de vías de 
hecho que vulneran dichos derechos; de igual modo, es indispensable que exista un 
procedimiento cautelar, expedito y eficaz que faculte a los órganos jurisdiccionales para 
dictar medidas urgentes en aquellos casos en que se amenace de modo inminente y grave 
un derecho, y de esta manera brinde protección oportuna y se eviten daños irreversibles; 
 
La Ley orgánica de garantías jurisdiccionales y control constitucional discutida y 
aprobada en sesión el 10 de septiembre del 2009  por la Asamblea Nacional, de 
conformidad con las atribuciones que le confiere la Constitución de la República del 
Ecuador y la Ley Orgánica de la Función Legislativa tiene por objeto y finalidad  regular la 
jurisdicción constitucional, con el fin de garantizar jurisdiccionalmente los derechos 
reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos 
y de la naturaleza; y garantizar la eficacia y la supremacía constitucional. 
 
El reglamento de sustanciación de procesos de competencia de la Corte 
Constitucional fue discutido y aprobado por el Pleno de la Corte Constitucional el 9 de 
febrero del 2010, para el periodo de transición, tiene por objeto establecer las normas de 
aplicación de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, para 






La Corte Constitucional es el órgano competente para conocer la acción 
extraordinaria de protección, por cuanto de conformidad con el artículo 429 de la 
Constitución vigente es el máximo órgano de control, interpretación constitucional y de 
administración de justicia en esta materia, con jurisdicción nacional. Esto no se contrapone 
a la facultad jurisdiccional de la función judicial, por cuanto el artículo 178 de la 
Constitución vigente en concordancia con el 167 de la misma Carta Magna, establece que 
pueden existir otros órganos con iguales potestades, esto es, jurisdiccionales, reconocidos 
en la Constitución. 
 
El trámite que se deberá crear para el ejercido de esta institución deberá contemplar 
lo estipulado en el numeral 6 del artículo 168 de la Constitución vigente, así como los 
principios procesales consagrados en el artículo 169 del mismo cuerpo legal, esto es, se 
debe aplicar el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción 
y dispositivo, así como los de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad 
y economía procesal. 
 
El órgano competente para establecer cuál es el procedimiento a seguirse, es el 
legislativo, según la disposición transitoria primera de la Constitución vigente, ya que en el 
número 1 se establece el plazo máximo de 360 días para que dicho órgano legislativo 
apruebe la ley que regule el funcionamiento de la Corte Constitucional y los 
procedimientos de control de constitucionalidad, esto igualmente concuerda con el artículo 
430 de la Carta Magna vigente.  
 
2.5  DEFINICIÓN DE TÉRMINOS  BÁSICOS 
 
Acción.- “Del latín agere, hacer, obrar.  La amplitud de esta palabra es superada difícilmente 
por otra alguna; pues toda la vida es acción, y sólo existe inacción absoluta –corporal al menos- 
en la muerte y en la nada”.(CABANELLAS CUEVAS, 2003, pág. 16) 
 
Competencia.- “Contienda,disputa.Oposición  rivalidad; sobre todo en el comercio y la 
industria .Atribución potestad, incumbencia. Idoneidad aptitud. Capacidad para conocer una 
autoridad sobre una materia o asunto. Derecho para actuar”.(CABANELLAS CUEVAS, 





Debido proceso.- “Es un principio legal por el cual el Estado debe respetar todos los derechos 
legales que posee una persona según la Ley. El debido proceso es un principio jurídico procesal 
según el cual toda persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un 
resultado justo y equitativo dentro del proceso”. (Wikipedia) 
 
Demanda.- “Petición, solicitud,suplica,  ruego,limosna pedida para una iglesia u otra finalidad 
piadosa; y persona que hace tal colecta. Pregunta. Busca. Intento. Procesalmente, en su 
aceptación principal para el Derecho, es el escrito por el cual el actor o demandante, ejercita en 
juicio Civil una o varias acciones o entabla recurso en la jurisdicción contenciosa, 
administrativa.”(CABANELLAS CUEVAS, 2003, pág. 117) 
 
Derecho Constitucional.- “Rama del Derecho Político, que comprende las leyes fundamentales 
del Estado que establecen las formas de gobierno, los derechos y deberes de los individuos y la 
organización de los poderes públicos.”(CABANELLAS CUEVAS, 2003, pág. 121) 
 
Derechos.-“En plural, esta voz posee ante todo acepciones jurídico económicas: como impuesto y 
como honorarios. Dentro de lo estrictamente  jurídico, el vocablo se emplea pluralizado cuando se 
refiere a un conjunto de normas o atribuciones que se concede, reivindica o ejerce 
colectivamente.”(CABANELLAS CUEVAS, 2003, pág. 124) 
 
Garantías constitucionales.- “Conjunto de declaraciones, medios y recursos con los que los 
textos constitucionales aseguran a todos los individuos o ciudadanos el disfrute y ejercicio de los 
derechos públicos y privados fundamentales que se les reconocen”.(CABANELLAS CUEVAS, 
2003, pág. 178) 
 
Juicio.-“Es la contienda legal sometida a la resolución de los jueces. Conocimiento tramitación y 
fallo de una causa por un Juez o tribunal. Sentencia, resolución de un litigio”.(CABANELLAS 
CUEVAS, 2003, pág. 217) 
 
Nulidad.-“Carencia de valor: falta de eficacia, incapacidad, ineptitud, persona inútil, la nulidad 
puede resaltar de la falta  de las condiciones necesarias y relativas, sea a las cualidades 
personales de las partes sea a la esencia del acto lo cual comprende sobre todo la existencia de la 
voluntad y la observancia de las formas  prescritas para el acto”(CABANELLAS CUEVAS, 





Procedimiento.-“En general, acción de proceder. Sistema o método de ejecución, actuación o 
fabricación. Modo de proceder en la justicia, actuación de trámites judiciales o administrativos; es 
decir, que es el conjunto de actos diligencias y resoluciones que comprenden la iniciación, 
instrucción, desenvolvimiento, fallo y ejecución en una causa”(CABANELLAS CUEVAS, 
2003, pág. 321) 
 
Proceso.- “Progreso, avance. Transcurso del tiempo. Las diferentes fases o etapas de 
un acontecimiento. Conjunto de autos y actuaciones.Litigio sometido a conocimiento y resolución 
de un tribunal”.(CABANELLAS CUEVAS, 2003, pág. 322) 
 
Protección.-“del latín protectio, es la acción y efecto de proteger (resguardar, defender o 
amparar a algo o alguien). La protección es un cuidado preventivo ante un eventual riesgo o 
problema”(CABANELLAS CUEVAS, 2003, pág. 325) 
 
Recurso.-“Medio, procedimiento extraordinario. Acudimiento a personas o cosas para solución 
de caso difícil. Acogimiento al favor ajeno en la adversidad propia. Solicitud. Petición escrita. Por 
antonomasia, en lo procesal, la reclamación que, concedida por ley o reglamento, formula quien 
se cree perjudicado o agraviado por la providencia de un juez o tribunal”.(CABANELLAS 
CUEVAS, 2003, pág. 341) 
 
Sentencia.- “Dictamen ,opinión, parecer propio Decisión extrajudicial de la persona a quien se 
encomienda resolver una controversia dudad o dificultad. Resolución judicial en una causa. Fallo 




Determinar eficazmente la competencia de la Corte Constitucional con respecto a la 
acción extraordinaria de protección, evitará el uso abusivo  de las garantías en deterioro de 
la administración de justicia común u ordinaria, avalando su independencia, legitimidad y 
eficiencia; en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales; el presente trabajo 









2.7.1 Variable Independiente.-  La inobservancia en la admisibilidad de las acciones de 
interpretación constitucional por conflicto de competencias. 
 
2.7.2 Variable Dependiente.-Nulidad en las demandas de acción extraordinaria de 
protección y violación de las normas establecidas en la Constitución del Ecuador. 
Afectando el derecho al Debido Proceso. 
 
Operacionalización de Variables 




La inobservancia en la 
admisibilidad de las 
acciones de interpretación 























Nulidad en las demandas de 
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protección y violación de 
las normas establecidas en 
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3.1. TIPOS DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1.1 Investigación bibliográfica 
 
En este tipo de investigación se tuvo como base un soporte bibliográfico obtenido a 
través de fuentes como son libros, textos, revistas, publicaciones, internet y manejo de 
documentos válidos y confiables, con la finalidad de profundizar el problema planteado 
dentro del presente trabajo investigativo, donde se ha analizado minuciosamente cada una 
de las fuentes obtenidas para obtener el mayor conocimiento posible.  
 
3.1.2 Investigación de campo 
 
La investigación de campo se fundamenta en un proceso de estudio ordenado de los 
problemas, en el mismo lugar donde ocurrieron los hechos, los fenómenos o 
acontecimientos, a fin de buscar y descubrir causas y efectos que motivaron esos hechos, 
fenómenos o acontecimientos. Siendo la finalidad principal conocer la naturaleza de los 
hechos, las posibles aplicaciones y proponer soluciones posibles. 
 
En este tipo de investigación es de trascendental importancia la experiencia y los 
medios que se utilizan para la obtención de la información o de los datos, por cuanto esta 








3.1.3  Investigación descriptiva 
 
En este tipo de investigación se detallan las causas y consecuencias del problema 
investigado conociendo su situación, actitudes, trascendencia, y una vez conocido plantear 
soluciones al problema encontrado. 
 
3.2   Población o muestra 
 
El tipo de investigación es un estudio correlacional que consiste en ver la relación 
entre la variable independiente y dependiente. La población utilizada en la investigación es 
finita porque se enfoca específicamente en personas con conocimientos en el tema de 
desarrollo de este estudio y que trabajan en instituciones que se encuentran localizadas 
dentro del Distrito Metropolitano de Quito. 
 
La población con la que se realizará la investigación serán profesionales 
especializados en la aplicación de la competencia Constitucional en las dependencias de la 
Corte Constitucional, y Fiscalías de  Pichincha. 
 
Los sujetos en total serán N: 30, de éstos se seleccionará la muestra que la 
conforman profesionales y personas que se encuentren relacionadas en el tema de justicia 
administrativa y judicial constitucional. Para dicha investigación se tomará el total de la 
población de las instituciones antes mencionadas. 
 
Cuadro Nro.1  Población y muestra 
ENTIDAD NÚMERO 
Profesionales del derecho  






Autor: Luis Estuardo Pintado Calles 
 
El muestreo utilizado para la presente investigación es muestreo no probabilístico, 
debido a que no se cuenta con listados del personal de las instituciones que se eligieron; 




que se apliquen el número de instrumentos asignados a cada institución de acuerdo a la 
muestra obtenida. 
 
La muestra de la investigación se obtendrá a través de la formula estadística para 
población finita utilizando un margen de error del 0.0%. 
 
Cálculo de la muestra: 
En donde: 
n= Población   30   
10 Profesionales del derecho  
10 funcionarios Fiscalías. 
10 funcionarios de la Corte Constitucional 
 
Por ser profesionales de derecho y funcionarios especializados en la materia  se determina 
el 50 en su totalidad del 100%. 
 
 
3.3   Métodos 
 
Considero necesario utilizar los siguientes métodos más conocidos dentro de la 
investigación científica, para el desarrollo del tema planteado, éstos son: 
 
3.3.1 Método Científico. 
 
Podemos concebir el método científico como una estructura, un armazón formados 
por reglas y principios coherentemente concatenados. Además, este método se ayudará en 
la investigación por sus cinco pasos principales que son la observación, hipótesis, 
experimentación, teoría y por último la ley. 
 
3.3.2 Método inductivo. 
 
 “El método inductivo se pone en práctica cuando nos fundamos sobre la observación y la 
experiencia que, por sí mismas dan a conocer solo hechos particulares, para extraer de 




hecho a la ley. Por eso Lachelierla ha definido como el acto por el cual el espíritu pasa 
del conocimiento de los hechos al de las leyes que lo rigen”(PEREZ, 2008, pág. 41). 
 
3.3.3  Método deductivo. 
 
“La deducción parte de una proposición general para llegar al conocimiento de lo 
particular que dimana como consecuencia de aquella; ella concluye de la ley a los hechos 
particulares, del principio a las consecuencias, de la causa a los efectos. Por ello se le ha 
definido como el procedimiento que de principios generales saca conclusiones 
particulares”(PEREZ, 2008, pág. 44). 
 
3.3.4  Método histórico. 
 
“Este método permite el descubrimiento de los nexos del fenómeno que se investiga, 
así este supone, la delimitación del problema, formulación de hipótesis, toma de datos, 
organización y validación de datos, la confirmación de hipótesis y la redacción del 
informe. Precisamente este responde al carácter general y universal del método 
científico”(MERA, 2009, pág. 70). 
 
3.3.5 Método Analítico. 
 
“Este método se utilizara para descomponer o desintegrar el hecho que se investiga, 
un problema, una entidad jurídica, una norma vigente, etc., en sus diferentes elementos, 
sin perder de visión que la hace parte del todo, pues cada parte tiene sus propias 
características y estructura dentro del todo”(YÉPEZ, 2002, pág. 91). 
 
3.3.6  Método Sintético. 
 
“Contempla los procesos del método anterior, es decir, el método analítico, consiste 
el reconstruir y reintegrar los elementos y las partes que en el anterior se desintegraron, 
pero fundamentalmente realizando un proceso de síntesis, es decir, un proceso sintético 






3.3.7 Método exegético. 
 
“Consiste en la interpretación y explicación literal de la norma, se explica el contenido, se 
expone el sentido y se determina el alcance de la letra de la ley y a las explicaciones que 
la originaron en la forma como el legislador la elaboró, tratando de desentrañar la 
intención y la voluntad del autor, su autenticad e intencionalidad, para su aplicación por 
parte del juez o la administración de las entidades y el estado”(YÉPEZ, 2002, pág. 92). 
 




“Esta técnica se considera como una etapa del método científico que posee un campo especifico de 
actuación, unas técnicas apropiadas de control, para lograr el máximo grado posible de 




“Es la técnica que a través de un cuestionario adecuado nos permite recopilar datos de toda una 
población o de una parte representativa de ella”(YÉPEZ, 2002, pág. 74). 
 
“En cualquiera de sus modalidades, consiste en la toma de datos que realiza personalmente el 
investigador, de otra persona denominado el investigado, informante o entrevistado”(YÉPEZ, 
2002, pág. 76). 
 
Este método consiste en obtener información de los  sujetos de estudio, 
proporcionada por ellos mismos, sobre opiniones o diversas cuestiones de hecho.  
 
Se utilizó todos éstos métodos debido a que son los más conocidos, de fácil 









3.5  Instrumentos 
 
Consiste en un conjunto de procedimientos metodológicos para la recolección de 
información de manera organizada, de los materiales necesarios para el desarrollo del 
tema. Estos procedimientos están basados en la toma de notas a través de las fichas de 
investigación. 
 
3.5.1 Ficha Bibliográfica 
 
Son las llamadas fichas de identificación de la obra. En ella se registran los datos de 
referencia de una obra determinada, tales como nombre del autor, título, pie de imprenta, 
número páginas y otras notas importantes. 
 
3.5.2 Fichas Nemotécnicas 
 
También denominadas fichas de trabajo, son aquellas que permiten al investigador la 
recolección de los datos producto del análisis de las obras consultadas. 
 
3.5.3 Sentencias de Acción Extraordinaria de Protección 
 
Son fallos muy importantes ya que por medio de éstos se pudo identificar y 
evidenciar la eficacia de la Acción Extraordinaria de Protección que procede contra 
sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos 
reconocidos en la Constitución. 
 
3.6  Formulario de la encuesta 
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
ENCUESTA A MIEMBROS FUNCIONARIOS JUDICIALES Y PROFESIONALES 
DEL DERECHO 
 
Mi nombre es Luis Pintado, egresado de la Faculta de Jurisprudencia, Ciencias 
Políticas y Sociales, Carrera de Derecho, me encuentro realizando encuestas para el 




Protección en casos de Violación al Debido Proceso”. Su colaboración al responder mis 
preguntas es muy importante, para el buen desarrollo de la mima. 
 
Se pide contestar las preguntas con una X. 
 
1.- ¿Conoce usted que es la Acción Extraordinaria de Protección? 
Sí  __  No ___ 
 
2.- ¿Conoce usted cuando procede la Acción Extraordinaria de Protección? 
Sí  __  No ___ 
 
3.- Tiene claro usted, cuales son los efectos de la sentencia en la Acción Extraordinaria de 
Protección. 
Sí  __  No ___ 
 
4.- Conoce usted contra que cabe la Acción Extraordinaria de Protección 
Contra la sentencia   __ 
Contra el auto   __ 
Contra una providencia  __ 
Contra el proceso   __ 
 
5.- ¿Considera usted que esta Acción garantiza la efectividad y el cumplimiento de los 
derechos y garantías reconocidos por la Constitución? 
Sí  __  No ___ 
 
6.- ¿Considera usted que a través de la Acción Extraordinaria de Protección se consigue 
una auténtica justicia? 
Sí  __  No ___ 
 
7.- ¿Está de acuerdo usted que la Corte Constitucional a través de la Acción Extraordinaria 
de Protección tenga facultad para dejar sin efecto los autos y sentencias arbitrarias en un 
último y definitivo recurso? 
 




8.- ¿Es necesario diferenciar el papel asumido por la Corte Constitucional frente a la 
Justicia Ordinaria? 
Sí  __  No ___ 
 
9.- ¿Considera usted que las decisiones de la Justicia Ordinaria son afectadas por las 
decisiones de la decisión extraordinaria de Protección? 
Sí  __  No ___ 
 
10.- ¿Usted cómo calificaría la eficacia de  los jueces que conforman la sala de admisión 
de la Corte Constitucional?  
 
Muy Buena  ___ 
Buena   ___ 
Mala  ___ 
 
11.- ¿Usted cree que pueden existir errores de admisibilidad por parte de los jueces que 
conforman la sala de admisión en la Corte Constitucional? 
 
Sí  __  No ___ 
 
12.- ¿Cómo calificaría la rapidez en la tramitación de la acción extraordinaria de 
protección por parte de la Corte Constitucional? 
 
Muy Buena ___ 
Buena   ___ 
Mala  ___ 
 
13.- ¿Cree usted que es necesario que exista mayor difusión en el significado de las 
garantías jurisdiccionales para que no hayan confusión? 
 






3.7Recolección de la Información 
 
Se aplicó encuestas con cuestionarios a funcionarios de las Unidades Judiciales, así 
como a profesionales del derecho especialistas en la materia de Derecho Constitucional. 
 
Para luego realizar la revisión de toda la información recogida y obtenida por medio 
de las encuestas, esta información se la procesará mediante los métodos de la estadística 
descriptiva, elaborando tablas o cuadros estadísticos con relación a los ítems y de igual 
forma se representará mediante gráficos las tablas elaboradas con la finalidad de 
objetivizar todos los resultados cuantitativos establecidos en las correspondientes tablas.   
 
3.8   Procesamiento y análisis de la información 
 
La última etapa de la encuesta la constituye el análisis de los datos y su 
interpretación. El análisis, que se hace en base a los resultados obtenidos, comprende 
básicamente, el estudio de los resultados estadísticos obtenidos con los datos. Son las 














4. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1.  ENCUESTA REALIZADA A PROFESIONALES DEL DERECHO 
 
Pregunta 1.- ¿Conoce usted que es la Acción Extraordinaria de Protección? 
 
Tabla No. 1 ¿Conoce usted qué es la Acción Extraordinaria de Protección? 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 30 100% 
NO 0 0% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 1. ¿Conoce usted qué es la Acción Extraordinaria de Protección? 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
Interpretación y Análisis: 
 
Según el resultado de las encuestas  en el ítem 1 el 100%  afirmaron que si conocen 
la Acción Extraordinaria de Protección. 
De esta manera evidenciamos que esta Figura Jurídica es de gran conocimiento en la 













Pregunta 2.- ¿Conoce usted cuando procede la Acción Extraordinaria de Protección? 
 
 
Tabla No. 2¿Conoce usted cuando procede la Acción Extraordinaria de Protección? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 30 100% 
NO 0 0% 
TOTAL 30 100% 
 
 




Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
 
Interpretación y Análisis: 
 
 
La totalidad de las personas encuestadas, el 100%, responden afirmativamente sobre 
cuando procede la Acción Extraordinaria de Protección. 
 
Mediante esta pregunta se pudo constatar que todos conocen cuando procede  esta 
Acción, sin embargo veo la necesidad de insistir en que el planteamiento para la misma sea 













Pregunta 3.- Tiene claro usted, cuales son los efectos de la sentencia en la Acción 
Extraordinaria de Protección. 
 
Tabla No. 3 ¿Tiene claro usted, cuales son los efectos de la sentencia en la Acción Extraordinaria de 
Protección? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 22 73% 
NO 8 27% 








Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
Interpretación y Análisis: 
 
Según los resultados de la encuesta realizada, el 73% si tiene claro, cuales son los 
efectos de la sentencia en la Acción Extraordinaria de Protección, mientras que un 27% no 
tiene claro dichos efectos. 
 
Es importante llegar a todos, sin excepción con lo requerido para tales efectos, 
tomando en consideración lo establecido por la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 








¿Tiene claro usted cuáles son los efectos de la sentencia en la 





Pregunta 4.- ¿Conoce usted contra que cabe la Acción Extraordinaria de Protección? 
 
 
Tabla No. 4 ¿Conoce usted contra que cabe la Acción Extraordinaria de Protección? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SENTENCIA 18 46% 
AUTO 12 31% 
PROVIDENCIA 6 15% 
PROCESO 3 8% 
TOTAL 39 100% 
 




Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
 
Interpretación y Análisis: 
 
De acuerdo a los resultados obtenidos de la encuesta, obtuve que un gran porcentaje 
el 46% manifiesta que cabe contra sentencia, seguido por el 31% que dicen contra el auto, 
luego un 15% que manifiestan que es contra la providencia y por último un 8% opinan que 
es contra el proceso? 
 
A través de esta pregunta llego a la conclusión que existe un desconocimiento por 
parte de un porcentaje de los encuestados contra que cabe la acción, lo cual me permite 
proponer una mayor difusión sobre los fines para los cuales fue creada la Acción 














Pregunta 5.- ¿Considera usted que esta Acción garantiza la efectividad y el 
cumplimiento de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución? 
 
Tabla No. 5 ¿Considera usted que esta Acción garantiza la efectividad y el cumplimiento de los 
derechos y garantías reconocidos por la Constitución? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 27 90% 
NO 3 10% 
TOTAL 30 100% 
 
 
Gráfico No. 5 ¿Considera usted que esta Acción garantiza la efectividad y el cumplimiento de los 




Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
 
Interpretación y Análisis: 
 
Según los resultados de la encuesta una gran mayoría el 90% si considera que esta 
Acción garantiza la efectividad y el cumplimiento de los derechos y garantías reconocidos 
por la Constitución, mientras que el 10% no lo considera. 
 
Se puede evidenciar que casi la totalidad reconoce que esta figura garantiza con 







¿Considera usted que esta Acción garantiza la efectividad y el 





Pregunta 6.-¿Considera usted que a través de la Acción Extraordinaria de Protección 
se consigue una auténtica justicia? 
 
Tabla No. 6 ¿Considera usted que a través de la Acción Extraordinaria de Protección se consigue una 
auténtica justicia? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 27 90% 
NO 3 10% 
TOTAL 30 100% 
 
 




Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
 
Interpretación y Análisis: 
 
 
Según los resultados de la encuesta en el ítem 6 el 90% Considera que a través de la 
Acción Extraordinaria de Protección si se consigue una auténtica justicia, mientras que un 
10% considera que no. 
 
A pesar de que vemos que una gran mayoría considera que si se consigue una 
auténtica justicia a través de la Acción Extraordinaria de Protección, no hay que desestimar 
que un mínimo porcentaje se encuentra en desacuerdo con esta Figura, lo cual nos dice que 





¿Considera usted que a través de la Acción extraordinaria de 




Pregunta 7.- ¿Está de acuerdo usted que la Corte Constitucional a través de la Acción 
Extraordinaria de Protección tenga facultad para dejar sin efecto los 
autos y sentencias arbitrarias en un último y definitivo recurso? 
 
 
Tabla No. 7 ¿Está de acuerdo usted que la Corte Constitucional a través de la Acción Extraordinaria de 
Protección tenga facultad para dejar sin efecto los autos y sentencias arbitrarias en un 
último y definitivo recurso? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 22 73% 
NO 8 27% 
TOTAL 30 100% 
 
 
Gráfico No. 7 ¿Está de acuerdo usted que la Corte Constitucional a través de la Acción Extraordinaria de 
Protección tenga facultad para dejar sin efecto los autos y sentencias arbitrarias en un 
último y definitivo recurso? 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
Interpretación y Análisis: 
 
Un significativo porcentaje de los encuestados el 60% manifiestan no estar de 
acuerdo que la Corte Constitucional a través de la Acción Extraordinaria de Protección 
tenga facultad para dejar sin efecto los autos y sentencias arbitrarias en un último y 
definitivo recurso, mientras que otro significativo porcentaje del 40% si lo está. 
 
Esto quiere decir que se encuentra presente la disconformidad casi de igual a igual 
que hubo desde un inicio al crearse esta Acción, puesto que se considera que se debe 
regular la estructura y las competencias de la Corte Constitucional que garantice su 





¿Está de acuerdo usted que la Corte Constitucional a través de la 
Acción Extraordinaria de Protección tenga facultad para dejar sin 





Pregunta 8.- ¿Es necesario diferenciar el papel asumido por la Corte Constitucional 
frente a la Justicia Ordinaria? 
 
 
Tabla No. 8 ¿Es necesario diferenciar el papel asumido por la Corte Constitucional frente a la Justicia 
Ordinaria? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 30 100% 
NO 0 0% 
TOTAL 30 100% 
 




Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
 
Interpretación y Análisis: 
 
La totalidad de los encuestados el 100%, afirma que es necesario diferenciar el papel 
asumido por la Corte Constitucional frente a la Justicia Ordinaria. 
 
Si bien se encuentra establecidas las funciones de la Corte Constitucional, es 
necesario que exista un respeto marcado en cuanto a la competencia que cada jurisdicción 







¿Es necesario diferenciar el papel asumido por la Corte 




Pregunta 9.-¿Considera usted que las decisiones de la Justicia Ordinaria son 
afectadas por las resoluciones ejecutadas por la Acción Extraordinaria 
de Protección? 
 
Tabla No. 9 ¿Considera usted que las decisiones de la Justicia Ordinaria son afectadas por las 
resoluciones ejecutadas por la Acción Extraordinaria de Protección? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 21 70% 
NO 9 30% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 9. ¿Considera usted que las decisiones de la Justicia Ordinaria son afectadas por las 




Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
Interpretación y Análisis: 
 
De acuerdo a los resultados de la encuesta realizada un 70% si consideran que las 
decisiones de la Justicia Ordinaria son afectadas por las resoluciones ejecutadas por la 
Acción Extraordinaria de Protección, mientras que un 30% no lo considera. 
Pues a pesar de que una gran mayoría considera que las decisiones de la Justicia 
Ordinaria son afectadas por las resoluciones ejecutadas por la Acción Extraordinaria de 
Protección, se conoce que estas se someten al control judicial constitucional el mismo que 
tiene que dar las pautas concretas y específicas para examinar la Constitucionalidad 
material del Proceso.Esto abriría un debate a la verdadera finalidad de la Acción 





¿Considera usted que las decisiones de la Justicia Ordianaria son 
afectadas por las resoluciones ejecutadas por la Acción 




Pregunta  10.- ¿Usted cómo calificaría la eficacia de  los jueces que conforman la sala 
de admisión de la Corte Constitucional?  
 
 
Tabla No. 10 ¿Usted cómo calificaría la eficacia de  los jueces que conforman la sala de admisión de la 
Corte Constitucional? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
MUY BUENA 0 0% 
BUENA 24 60% 
MALA 6 40% 
TOTAL 30 100% 
 




Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
Interpretación y Análisis: 
 
Según los resultados de la encuesta en este ítem el 60% calificaría de buena la 
eficacia de  los jueces que conforman la sala de admisión de la Corte Constitucional, 
mientras que un 40% calificaría de mala. 
 
A través de esta pregunta me doy cuenta que la admisibilidad en la Corte 
Constitucional tiene una aceptable funcionalidad que sin embargo no satisface las 
expectativas de los actores, debiendo analizarse su procedimiento y eficacia para prestar 









¿Usted como calificaría la eficacia de los jueces que conforman la 




Pregunta 11.- ¿Usted cree que pueden existir errores de admisibilidad por parte de 
los jueces que conforman la sala de admisión en la Corte 
Constitucional? 
 
Tabla No. 11 ¿Usted cree que pueden existir errores de admisibilidad por parte de los jueces que 
conforman la sala de admisión en la Corte Constitucional? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 27 90% 
NO 3 10% 
TOTAL 30 100% 
 
 
Gráfico No. 11 ¿Usted cree que pueden existir errores de admisibilidad por parte de los jueces que 
conforman la sala de admisión en la Corte Constitucional? 
 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
 
Interpretación y Análisis: 
 
Una gran mayoría de los encuestados el 90% creen que pueden existir errores de 
admisibilidad por parte de los jueces que conforman la sala de admisión en la Corte 
Constitucional, mientras que tan solo un 10% cree que no. 
 
Este resultado refleja que es necesario proveer al juez de las herramientas 
conceptuales, técnicas y prácticas, dándole pautas concretas y específicas para examinar la 
Constitucionalidad formal de esta Acción para evitar errores y conseguir una mayor 





¿Usted cree que puede existir errores de admisibilidad por parte de 





Pregunta 12.- ¿Cómo calificaría la rapidez en la tramitación de la acción 
extraordinaria de protección por parte de la Corte Constitucional? 
 
Tabla No. 12 ¿Cómo calificaría la rapidez en la tramitación de la acción extraordinaria de protección por 
parte de la Corte Constitucional? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
MUY BUENA 0 0% 
BUENA 15 50% 
MALA 15 50% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 12 ¿Cómo calificaría la rapidez en la tramitación de la acción extraordinaria de protección por 
parte de la Corte Constitucional? 
 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
 
Interpretación y Análisis: 
 
Según los resultados de la encuesta en este ítem el 50% calificaríade buena la rapidez 
en la tramitación de la acción extraordinaria de protección por parte de la Corte 
Constitucional, mientras que el otro 50% calificaría de mala. 
 
Se puede evidenciar a través de esta pregunta que existe una gran insatisfacción de 
acuerdo a la rapidez con la que opera la tramitación de la Acción Extraordinaria de 
Protección por parte de la Corte Constitucional, lo que genera malestar en los actores que 








¿Cómo calificaría la rapidez en la tramitación de la Acción 




Pregunta 13.- ¿Cree usted que es necesario que exista mayor difusión en el significado 
de las garantías jurisdiccionales para que no haya confusión? 
 
 
Tabla No. 13 ¿Cree usted que es necesario que exista mayor difusión en el significado de las garantías 
jurisdiccionales para que no haya confusión? 
 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 30 100% 
NO 0 0% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 13. ¿Cree usted que es necesario que exista mayor difusión en el significado de las garantías 
jurisdiccionales para que no haya confusión? 
 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Pintado Calles Luis Estuardo 
 
Interpretación y Análisis: 
 
La totalidad de los encuestados creen que si es necesario que exista mayor difusión 
en el significado de las garantías jurisdiccionales para que no haya confusión, ya que debe 
quedar claro que esta Acción fue creada como un recurso sencillo y rápido interpuesto ante 
los jueces y tribunales competentes que permita amparar a los seres humanos frente a actos 









¿Cree usted que es necesario que exista mayor difusión en el 








 La Acción Extraordinaria de Protección la deduce el sujeto procesal o persona 
perjudicada con la resolución judicial definitiva en que se contienen violaciones de los 
derechos y garantías constitucionales, por lo que necesariamente el accionante deberá 
describir en la demanda la forma en que han sido violados, indicando los actos 
procesales en que constan y los resultados obtenidos como consecuencia, así como la 
forma en que se utiliza los actos procesales inconstitucionales y sus resultados en la 
resolución impugnada. 
 
 La Acción Extraordinaria de Protección es el medio que establece la Constitución de la 
República para que el órgano jurisdiccional constitucional inicie el proceso 
constitucional para el control de las resoluciones judiciales definitivas con el objeto de 
verificar si contienen o no las violaciones de los derechos o garantías constitucionales 
que el accionante describe en la demanda en que solicita la tutela integral de los 
derechos o garantías violadas, mediante su aplicación directa e inmediata y la 
reparación integral del daño material e inmaterial ocasionado. 
 
 El debido proceso es un principio legal por el cual el Estado debe respetar todos los 
derechos legales que posee una persona según la ley. El debido proceso es un principio 
jurídico procesal según el cual toda persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, 
tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo dentro del proceso, a permitirle 
tener oportunidad de ser oído y a hacer valer sus pretensiones legítimas frente al juez. 
El debido proceso establece que el gobierno está subordinado a las leyes del país que 
protegen a las personas del estado. Cuando el gobierno daña a una persona sin seguir 
exactamente el curso de la ley incurre en una violación del debido proceso lo que 
incumple el mandato de la ley. 
 
 A diferencia de lo previsto en la Constitución de 1998, que excluía de la acción de 
amparo las decisiones judiciales, la actual Constitución optó por incluir entre las 
garantías jurisdiccionales de derechos la acción extraordinaria de protección que 
permite la revisión constitucional de decisiones judiciales, por tanto, adoptó una tesis 




procesos para el control de decisiones judiciales, así: España, Alemania, Colombia, 
Perú, Bolivia y, si bien en algunos casos como en Colombia no ha sido pacífica su 









 La Acción Extraordinaria de Protección, en esencia, es una garantía prevista en la 
Constitución para salvaguardar la efectiva vigencia de los derechos contenidos en la 
Carta Magna y en instrumentos internacionales de Derechos Humanos; por lo tanto, no 
es suficiente que, al dictar sentencia, la Corte Constitucional únicamente devuelva el 
expediente al tribunal o corte de dónde provino, sino que debe condenar a una 
reparación al derecho conculcado. Se deviene como efecto entonces, que la misma 
Corte Constitucional, luego de verificar la violación, inicie los procesos ya sean 
administrativos, civiles o penales. 
 
Además el reconocimiento estatal, por medio de las normas constitucionales, de los 
derechos, la difusión de los mecanismos para exigir los mismos es importante.  La 
Acción Extraordinaria de Protección es una figura nueva en nuestro país, por lo que es 
necesario que todos los profesionales del derecho estén al tanto de su existencia y su 
aplicación. 
 
 En el examen de los actos procesales se deberá establecer si contienen violaciones de 
derechos o garantías constitucionales o son el resultado de estas violaciones, porque sin 
ellas no podían haberse practicado, es decir, que deberá constar el acto inconstitucional 
con la cadena causal de resultados que generó, entre los cuales se encuentra la 
resolución impugnada. 
 
 Los jueces y tribunales tienen el deber de garantizar los derechos humanos, en 
observancia de la supremacía constitucional, debiendo ser lo más indicado que esta 
vulneración de derechos pueda corregirse en el ámbito judicial ordinario mediante los 
respectivos recursos,  mas, la falta de esa corrección demanda que las decisiones 
judiciales puedan ser revisadas en sede constitucional, cuando han sido acusadas de 
vulnerar derechos; de esta manera también los actos u omisiones de los operadores de 
justicia se sujetan al control de constitucionalidad como los de cualquier otra autoridad. 
 
 Si bien los artículos 94 y 437 de la Constitución, determinan como requisitos de la 
acción: a) Que se trate de sentencias o autos definitivos y resoluciones con carácter de 




Demostrar que en el juzgamiento se ha violado, por u omisión, el  debido proceso u 
otros derechos reconocidos en la Constitución, es necesaria una  adecuada regulación 
que viabilice su aplicación, impidiendo una incorrecta  utilización de esta garantía. En 
la actualidad rigen, para el efecto, las disposiciones  de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. La Ley de la materia, no obstante haber 
establecido varias disposiciones que coadyuvan a la adecuada regulación del proceso 
de la acción, incorpora otras que, a mi criterio, por contrariar las previsiones 
constitucionales, tornan restrictiva esta  la garantía.  
 
 En efecto, es positiva la precisión sobre la legitimación activa como resultado  de una 
interpretación integral de la Constitución efectuada por la Corte Constitucional y no 
limitarla a la condición de ciudadano o la de haber sido parte del proceso; la 
determinación de un período de caducidad para la presentación  de la acción a fin de no 
dejar abierta de manera indefinida la posibilidad de accionar esta garantía y obligar a 
las personas a preocuparse de manera oportuna  de la defensa de sus derechos; la 
creación de una etapa de revisión de  admisibilidad en el proceso, necesaria para prever 
que la acción cumpla sus  objetivos y no sea convertida en otra instancia de la justicia 
ordinaria.  
 
 Sin embargo, otros requisitos establecidos en la Ley, antes que coadyuvar a su plena 
eficacia, la restringen, así, por ejemplo:  
 
a) Excluye de los actos impugnables por esta vía las decisiones del Tribunal 
Contencioso Electoral, cuando la Constitución ha dotado a este Organismo de 
jurisdicción, por tanto de la posibilidad de su control;  
 
b) Prohíbe fundamentar la acción en la apreciación de la prueba por parte deljuez y 
sustentar la demanda en falta de aplicación o errónea aplicación de la Ley; aspectos 
estos que planteados de manera absoluta, excluyen de la revisión constitucional, de 
manera definitiva, actos u omisiones que pueden vulnerar derechos, como la seguridad 
jurídica o el debido proceso; por ejemplo, si se omite valorar una prueba que es 
fundamental para una parte del proceso, sin que exista explicación razonable, 




decisiones de las autoridades contengan una debida motivación con lo que se evita la 
arbitrariedad.  
 
c) Establece como requisito de la acción que ésta permita, entre otros 
aspectos,sentenciar sobre asuntos de relevancia y trascendencia nacional, previsión que 
desnaturaliza la acción, orientada a la protección de derechos subjetivos;  
 
d) En las normas de procedimiento no prevé la realización de la audiencia comoen las 
demás garantías;  
 
e) Prohíbe la solicitud de medidas cautelares, en general, y la suspensión del 























5.1   Justificación 
 
 
La acción extraordinaria de protección, está bajo la competencia de la Corte 
Constitucional refiriéndose a la posibilidad de revisar y revocar las sentencias, autos 
definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, que se hayan dictado violando el debido 
proceso y cualquier otro derecho consagrado en la Constitución de la República del 
Ecuador vigente.  
 
Esta figura jurídica se encuentra establecida en los arts. 94 y 437 de la Constitución 
de la República del 2008 y su procedimiento está regulado tanto en la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional complementado por el Reglamento de 
sustanciación de procesos de competencia de la Corte Constitucional. 
 
Es indispensable que la normativa legal se ajuste a las disposiciones constitucionales, 
para garantizar la vigencia de los derechos humanos y de la naturaleza y de la supremacía 
constitucional, para lograr este objetivo se requiere de la aplicabilidad eficaz de la ley que 
promueva el fortalecimiento de la justicia constitucional y el proceso de constituciona-
lización del sistema jurídico, político y social para todas las prácticas institucionales y no 
institucionales y quese ajusten material y formalmente a las exigencias que se desprenden 
del texto constitucional. Para una aplicación eficaz de la ley es importante que los 
abogados que interponen la causa tengan pleno conocimiento sobre las circunstancias y los 
requisitos que se deben contemplar para proponer las causas sin opción a esperar 








5.2.1 Objetivo general 
 
 Proponer un mecanismo de solución  para la inadmisibilidad de las demandas de la 
Acción Extraordinaria de Protección   
 
5.2.2 Objetivos específicos 
 
 
 Establecer criterios de admisión para las acciones interpuestas por Acción 
Extraordinaria de Protección. 
 
 Emitir propuestas para solucionar el problema de inadmisibilidad  que actualmente tiene 
la Corte Constitucional. 
 
 Buscar mecanismos de procedimiento para mejorar la eficacia en las admisiones de 
demandas interpuestas como Acción Extraordinaria de Protección. 
 
 Difundir entre los  profesionales de derecho sobre la importancia que tiene el 
conocimiento de la Acción Extraordinaria de Protección para hacer valer los derechos 
constitucionales cuando han sido vulnerados en el Debido Proceso. 
 
5.3 Ubicación Sectorial y Física 
 
La Corte Constitucional del Ecuador es el lugar donde se llevaría a efecto la presente 
propuesta, la misma que se encuentra ubicada en la siguiente Dirección: Av. 12 de Octubre 
N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez; y en el Centro de Estudios y Difusión del Derecho 
















5.5.1 Beneficiarios Directos. 
 
Los actores o personas que por desconocimiento legal interponen una demanda sin 
cumplir con los requisitos establecidos por la Ley. 
 
Las  personas naturales o jurídicas que en el futuro interpongan la Acción 
Extraordinaria de Protección,lo realizaran con mayor conocimiento de causa,  gracias a una 
campaña de difusión con respecto a esta acción para una acertada aplicabilidad. 
 
Los profesionales de derecho que hayan recibido mayor  información, dispondrán 










5.5.2 Beneficiarios Indirectos. 
 
Los beneficiarios Indirectos con el presente proyecto serían todos los ecuatorianos, 
ya que se podrían restituir derechos constitucionales vulnerados con mayor conocimiento 
en su aplicación y procedimiento y de forma más rápida con una reparación integral, sin la 
necesidad de esperar mucho tiempo para la misma. Nuestro país viviría en un Estado 




El presente proyecto tiene la finalidad de dar una solución a la inadmisibilidad de las 
demandas por parte de la Corte Constitucional que en gran parte se dan por errónea 
aplicación de la ley debido a que existe un gran desconocimiento  sobre la fundamentación 
de la acción argumentando inobservancia por parte de los operadores de justicia, causando 
descontento en las personas que interponen las demandas para lo cual creo necesario que se  
debería disponer de todos los recursos y conocimiento para su aplicación. 
 
La Corte Constitucional cuenta con personal capacitado para llevar a cabo el estudio 
de la Acción Extraordinaria de Protección y emitir criterios jurídicos de admisión válidos, 
siguiendo adecuadamente su procedimiento, personal que pertenece al Centro de Estudios 
y Difusión del Derecho Constitucional, el mismo que está capacitado para difundir estos 
aspectos entre los profesionales y estudiantes de Derecho. 
 
Los jueces y juezas deben ser personas idóneas,poseedores conocimientos sólidos en 
programas informáticos para complementar sus conocimientos jurisprudenciales, de esta 
manera se agilitaría el proceso de admisión o inadmisión de las causas. 
 
5.7    Descripción de la propuesta 
 
El ciudadano ecuatoriano ante los errores y asumamos que de buena fe,  se producían 
en la administración de justicia esencialmente en el campo penal, ya no tenía ante quien 
recurrir aunque las resoluciones afectaren garantías fundamentales de un Estado de 




extraordinaria de protección le permiten al ciudadano recurrir en sede constitucional para 
reclamar por violaciones a garantías del debido proceso y de derechos fundamentales, 
siendo falso e infundado que la Corte Constitucional ante la comprobación de violación de 
derechos fundamentales, vaya a expedir sentencia de absolución. Dicha afirmación o 
respondía a un acto de desconocimiento de lo que es la acción extraordinaria de protección, 
o existía una evidente mala fe o malicia de parte de quienes sostenían tal afirmación. La 
acción extraordinaria de protección -cuando se declara con lugar el reclamo- permite que 
en sentencia se declare la nulidad del auto resolutorio o sentencia que causa agravio, y se 
dispone el reenvío de la causa a otro juez para que sustancie el proceso a partir del 
momento en que se ha producido la afectación o agravio.  
 
Dicha Acción ha generado confusión en los profesionales del derecho, ya que la 
Acción Extraordinaria de Protección tiene por objeto, únicamente la protección de los 
derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones 
con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción y omisión derechos 
reconocidos en la Constitución, mas no en el proceso. 
 
Es por esto que mi propuesta es realizar una gran campaña de difusión hacia las 
personas que intervienen en el área del Derecho Constitucional, acerca del uso de esta 
institución jurídica que es la Acción Extraordinaria de Protección, evitando la inadmisión 
por parte de la Corte Constitucional, ya que no se cumple con lo requerido para que esta 
acción proceda, además es muy importante hacer conocer las consecuencias de una acción 
extraordinaria mal fundamentada, ya que de no ser admitida provocaría una sanción a 
través del Consejo de la Judicatura para el Abogado que impugna la acción y si existe una 
reincidencia esta será sancionada con suspensión del ejercicio profesional, de conformidad 
con lo dispuesto en el Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
Los medios masivos de difusión que se puede utilizar con mayor eficacia sería la 
página web de la función judicial, foros, seminarios, trípticos acerca del procedimiento y 






A continuación creo necesario transcribir las disposiciones de los siguientes artículos 
previstos en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional para 
un mejor entendimiento sobre la descripción de la propuesta: 
El artículo 94 del texto constitucional determina: “La acción extraordinaria de 
protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por 
acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte 
Constitucional.  
 
El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos 
recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional 
vulnerado”. 
 
El art. 58 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
también señala el objeto de esta acción extraordinaria: 
 
“Art. 58.- Objeto.- La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la 
protección de los derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos 
definitivos, resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución”. 
 
La sala de admisión en el término de diez días deberá verificar lo siguiente: 
 
1. Que exista un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e 
inmediata, por acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia de los hechos 
que dieron lugar al proceso; 
 
2. Que el recurrente justifique argumentadamente, la relevancia constitucional del 
problema jurídico y de la pretensión; 
 
3. Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de lo injusto 





4. Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o errónea 
aplicación de la ley; 
 
5. Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por parte de la 
jueza o juez; 
 
6. Que la acción se haya presentado dentro del término establecido en el artículo 60 de esta 
ley; 
 
7. Que la acción no se plantee contra decisiones del Tribunal Contencioso Electoral 
durante procesos electorales; y, 
 
8. Que el admitir un recurso extraordinario de protección permita solventar una violación 
grave de derechos, establecer precedentes judiciales, corregir la inobservancia de 
precedentes establecidos por la Corte Constitucional y sentenciar sobre asuntos de 
relevancia y trascendencia nacional. 
 
Si declara la inadmisibilidad, archivará la causa y devolverá el expediente a la jueza, 
juez o tribunal que dictó la providencia y dicha declaración no será susceptible de 
apelación; si la declara admisible se procederá al sorteo para designar a la jueza o juez 
ponente, quien sin más trámite elaborará y remitirá el proyecto de sentencia, al pleno para 
su conocimiento y decisión. 
 
La admisión de la acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la 
acción. 
 
Esta identificación incluirá una argumentación clara sobre el derecho y la relación 
directa e inmediata, por acción u omisión. 
 
La acción extraordinaria de protección seguirá el trámite previsto en los Capítulos I, 
II y V del Título II del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la 









Recepción de la demanda 
 
La  demanda será presentada en la oficina de documentación de la Secretaría General 
o en las oficinas Regionales de la Corte Constitucional las mismas que ejercerán 
actividades de gestión y apoyo administrativo a la Secretaría General. 
 
La Secretaría General o las oficinas regionales en caso de que las demandas fueren 
presentadas de forma verbal o en otro idioma, se encargará de receptarlas, dejando 
constancia en grabación magnetofónica, la misma que debe ser transcrita y si fuere el caso 
traducida, en el término de veinte días. 
 
La oficinas regionales dentro de las veinticuatro horas de la recepción, remitirá las 
documentación a la Corte Constitucional, haciendo constar la razón, lugar , fecha, hora de 
recepción y funcionario responsable, debidamente foliada, con indicación de los anexos, 
cuando los hubiere. 
 
En el Art. 56 de la Ley Orgánica de Garantías y Control Constitucional se señalan las 
causales de inadmisión de la demanda: 
 
 Si la acción es interpuesta para proteger derechos que pueden ser garantizados 
mediante otra garantía jurisdiccional. 
 Si se trata de omisiones de mandatos constitucionales. 
 Si existe otro mecanismo judicial para lograr el cumplimiento de la norma, 
sentencia, decisión o informe, salvo en los casos en los cuales, de no admitirse la 
acción por incumplimiento, se provoque un perjuicio grave e inminente para el 
accionante. 







La Secretaría General deberá llevar un Registro individualizado de las demandas y 




El Secretario General dispondrá  el término de seis días, contados a partir de la 
recepción de la demanda, para efectuar el ingreso, registro y remisión de las mismas a las 
diferentes a las diferentes Salas del Organismo, para el trámite que corresponda. 
 
Sala de Admisión 
 
La sala de Admisión estará integrada por tres juezas o jueces constitucionales, los 
mismos que actuarán de forma rotativa y serán designados mediante sorteo efectuado en el 
Pleno. Contará además con tres juezas o jueces alternos, los que serán designados por 
sorteo realizado en el pleno, de entrelas demás jueces o juezas de la Corte, quienes 
actuarán de conformidad con el orden en el que fueron sorteadas en caso de ausencia de los 
jueces principales que integran la sala. 
 
Esta sala sesionara ordinariamente cinco días al mes, y de forma extraordinaria en 
caso de urgencia o necesidad de actualización del despacho. 
 
La Sala de Admisión contará con un coordinador. 
 
En el Art. 11 del Reglamento de Sustanciación se establece el trámite de la Sala 
de Admisión.-Las causas ingresadas por conocimiento de la Sala de Admisión serán 
calificadas y numeradas por el Secretario General según el tipo de acción , y serán 
sorteadas  entre los integrantes de la Sala para establecer la jueza o juez ponente de los 
autos de admisibilidad. 
 
Las causas sorteadas se remitirán  a la jueza o juez ponente, quien elaborará una 






Las juezas o jueces, al momento de finalizar sus funciones en la Sala de Admisión, 
remitirán a Secretaría General, todas las causas que fueron asignadas por sorteo y que no 
hayan sido conocidas y despachadas por la Sala de Admisión, a fin que continúen el 
trámite respectivo los miembros de la próxima sala. 
 
Esta Sala revisará  los proyectos de providencia  y deberá admitir, inadmitir, rechazar 
o disponer que se complete o declare la demanda, en el término de cinco días, bajo 
prevenciones de rechazo  y archivo. 
 
La inadmisión procede cuando la demanda no ha cumplido con los requisitos, 
siempre y cuando no sean subsanables. 
 
El rechazo se produce en los siguientes casos: 
 
 Cuando la Corte carezca de competencia. 
 Cuando la demanda se presente por fuera de los términos previstos en la ley. 
 Cuando no se corrija o complete la demanda dentro del término de cinco días, 
concedido para el efecto. 
 
Para la decisión tomada  por la sala de admisión no cabe recurso alguno y causará 
ejecutoría. 
 
De la Sustanciación 
 
Las causas constitucionales procesadas por la Sala de Admisión y aquellas que 
ingresen directamente, serán sorteadas en sesión del Pleno para la designación de la jueza o 
juez sustanciador. 
 
Posteriormente el Secretario General remitirá los expedientes para su sustanciación a 
la jueza o juez correspondiente, este incluye la convocatoria a audiencias, práctica de 





La jueza o juez sustanciador será el encargado de realizar el proyecto de sentencia o 
dictamen, el que será encargado el mismo que será enviado a la Secretaría General para 
que sea resuelto en el Pleno de la Corte.  El Secretario General  es el encargado de notificar 
a las partes con la recepción del proceso, señalando que el caso pasará a conocimiento y 
resolución del Pleno de la Corte Constitucional. 
 
El Pleno de la Corte Constitucional podrá llamar a audiencia cuando lo Considere 
necesario, previo a emitir sentencias y dictámenes para su mejor criterio, la misma facultad 
podrán ejercerla los jueces o juezas sustanciadores  para poder emitir el proyecto de 
sentencia o dictamen. 
 
Todos los Jueces y Juezas de la Corte Constitucional deberán tener una copia del 
proyecto de Sentencia, la cual será entregada por el Secretario General con la respectiva 
convocatoria a Sesión del Pleno, hasta en cuarenta y ocho horas por lo menos de 
anticipación a la fecha de realización de la sesión en la que se conocerá la causa. 
 
En caso de que la jueza o juez ponente no emitiera su proyecto dentro de los plazos y 
términos establecidos, el Presidente de la Corte a otra jueza o juez preparar un proyecto de 
sentencia o dictamen, dentro del término de ocho días adicionales, para ser sometido a 
conocimiento y resolución del Pleno. 
 
Las Sentencias o dictámenes se resolverán por el voto de por lo menos cinco 
integrantes del Pleno. Los votos serán a favor, salvados o concurrentes. 
 
La Sentencia y  Dictamen serán suscritos por el Presidente y Secretario General de la 
Corte Constitucional. 
 
Los jueces que salven el voto o expresen su voto concurrente, dispondrán del término 
de tres días para consignar en Secretaría General, el voto correspondiente. 
 
Las sentencias y dictámenes se notificarán dentro de las veinticuatro horas suscritas 
por el Presidente y Secretario General. Posteriormente las mismas serán enviadas al 







5.8    Fases del proyecto 
 
5.8.1  Identificación del problema 
 
El problema de la inadmisión de las causas impugnadas se da por varios factores, 
pero principalmente se da por el desconocimiento de la ley, y muchas de las veces suele 
existir confusión para presentarla ante la Corte Constitucional.  
 
El proceso de admisión es claro en su art. 62 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, que nos señala ocho causales para su admisión, 
en caso de ser inadmitida a interposición presentada en la Corte Constitucional, si se 
declara la inadmisibilidad, archivará la causa y devolverá el expediente a la jueza, juez o 
tribunal que dictó la providencia y dicha declaración no será susceptible de apelación; si la 
declara admisible se procederá al sorteo para designar a la jueza o juez ponente, quien sin 
más trámite elaborará y remitirá el proyector de sentencia, al pleno para su conocimiento y 
decisión. 
 
Así también de acuerdo al art. 64 de la ley de garantías jurisdiccionales y control 
constitucional cuando la acción extraordinaria de protección fuere interpuesta sin 
fundamento alguno la Corte Constitucional establecerá los correctivos y comunicará al 
Consejo de la Judicatura para que sancione a la o el abogado patrocinador, de conformidad 
con el Código Orgánico de la Función Judicial. La reincidencia será sancionada con 
suspensión del ejercicio profesional, de conformidad con lo dispuesto en el Código 
Orgánico de la Función Judicial. 
 
Vemos claramente que las consecuencias de la inadmisibilidad pueden ser 
negativas para el profesional del Derecho, por esta razón mi propuesta desea evitar esta 










5.8.2 Cronograma de actividades 
 
No. Actividades Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre 
    1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 
1 
Identificación del 
Problema x x x 
 
                                
2 
Diseño o formulación del 
proyecto       X x 
 
                            
3 
Recolección de 
Información         
 
x x                           
4 
Diagnóstico de la 
situación               x x 
       
        
5 Ejecución del proyecto                   x x x x x x x x 
  
  
6 Seguimiento y evaluación                             
 
    x x x 
Fuente: Pintado Calles Luis 
 
5.8.3   Presupuesto 
 
     Recursos Financieros 
INSUMOS CANTIDAD USD$ 
Recursos recolectados por el Autor 820,oo 
GASTOS  




Impresiones color 120,oo 
Imprevistos 100,oo 
TOTAL GASTOS 820,oo 









5.9  Actores: 
 
Jueces de la Corte Constitucional 
Funcionarios y Auxiliares del Consejo de la Judicatura 
Autor del Proyecto 
 
5.10  Recursos: 
 




Funcionarios del Consejo de la Judicatura 
Jueces Corte Constitucional 
Profesionales del Derecho 
 
Materiales: 
Computadora - Internet 
Impresora– papel – tinta  
 
5.11   Ejecución del proyecto  
  
 Una vez que se haya conseguido la financiación para el proyecto a través de los 
organismos mencionados, se llevará a la práctica lo previsto en las fases anteriores. 
 
Aquí espero lograr la capacitación  necesaria sobre esta acción jurisdiccional 
establecida desde hace poco tiempo,  esperando alcanzar  un arraigado conocimiento sobre 
las características, objeto, procedimiento, casos en los que se puedo o no  interponer esta 
acción extraordinaria de protecciónpara beneficio de la protección los derechos vulnerados 





Por tanto se requiere de la capacidad de los interventores y voluntarios para 
programar, gestionar y coordinar las actividades de difusión y llevar a cabo las decisiones 
de manera perseverante y acertada, también se diseñará los planes operativos y se 
delegarán funciones y roles de cada uno de los participantes en el proyecto, se contará con 
la buena comunicación entre las partes, convirtiéndose en una fortaleza para el presente 
proyecto y garantizando el éxito para el mismo.  
 
5.12  Impactos 
 
 De realizarse positivamente lo que planteo dentro de esta propuesta causaría un gran 
impactojurídico y social, porque a través de la información y el conocimiento se 
despejarían dudas evitando también la confusión y la contrariedad que produce el mal uso 
de esta figura jurídica la Acción Extraordinaria de Protección, pues a pesar de que 
claramente se estipula en la ley el objeto de esta Acción existen muchas causas inadmitidas 
en la Corte Constitucional. 
 
Con esta propuesta los profesionales del derecho tendrían la seguridad y el 
conocimiento pleno de proponer una Acción Extraordinaria de Protección, porque las 
causas serían admitidas y se daría paso brevemente a la resolución  del auto o sentencia 
objeto de la acción. 
 
Otra perspectiva que se cumpliría sería que se evitaría que un profesional del derecho  
sea sancionado debido al mal fundamento de la acción interpuesta, la misma que puede 
llegar hasta la suspensión del ejercicio profesional en caso de reincidencia, esto de 
conformidad con lo que dispone el Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
5.13  Evaluación 
 
 De acuerdo a la investigación realizada en el capítulo anterior de mi tesis, me 
permito hacer mención a los siguientes puntos importantes que han aparecido a lo largo de 
la misma, y que se han desprendido de los criterios de las personas entrevistadas, quienes 





A través de los resultados obtenidos de la encuesta pude evidenciar que la Acción 
Extraordinaria de Protección es de gran conocimiento en la totalidad de los profesionales 
del Derecho, conociendo también cuando procede esta Acción, sin embargo veo la 
necesidad de insistir en que el planteamiento para la misma sea el señalado por la Ley. 
 
Es importante llegar a todos, sin excepción con lo requerido para tales efectos, 
tomando en consideración lo establecido por la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional para evitar confusiones e interponer correctamente esta Acción. 
 
También pude constatar que existe un desconocimiento por parte de un considerable 
porcentaje de los encuestados contra que cabe la acción, lo cual me permite proponer una 
mayor difusión sobre los fines para los cuales fue creada la Acción Extraordinaria de 
Protección. 
 
A pesar de que vemos que una gran mayoría considera que si se consigue una 
auténtica justicia a través de la Acción Extraordinaria de Protección, no hay que desestimar 
que un mínimo porcentaje se encuentra en desacuerdo con esta Figura, lo cual nos dice que 
se debe investigar las razones del tal desacuerdo para buscar un acuerdo general.  
 
Un significativo porcentaje de los encuestados el 60% manifiestan no estar de 
acuerdo que la Corte Constitucional a través de la Acción Extraordinaria de Protección 
tenga facultad para dejar sin efecto los autos y sentencias arbitrarias en un último y 
definitivo recurso, mientras que otro significativo porcentaje del 40% si lo está. 
 
Esto quiere decir que se encuentra presente la disconformidad casi de igual a igual 
que hubo desde un inicio al crearse esta Acción, puesto que se considera que se debe 
regular la estructura y las competencias de la Corte Constitucional que garantice su 
independencia, legitimidad y eficiencia. 
 
Para finalizar con esta evaluación la totalidad de los encuestados afirmaron que es 
necesario diferenciar el papel asumido por la Corte Constitucional frente a la Justicia 
Ordinaria. 
 
Si bien se encuentra establecidas las funciones de la Corte Constitucional, es 




debe cumplir de acuerdo a su normatividad designada, para evitar conflictos de 
competencias. 
 
Pues a pesar de que una gran mayoría considera que las decisiones de la Justicia 
Ordinaria son afectadas por las resoluciones ejecutadas por la Acción Extraordinaria de 
Protección, se conoce que estas se someten al control judicial constitucional el mismo que 
tiene que dar las pautas concretas y específicas para examinar la Constitucionalidad 
material del Proceso. Esto abriría un debate a la verdadera finalidad de la Acción 
Extraordinaria de Protección. 
 
A través de esta pregunta me doy cuenta que la admisibilidad en la Corte 
Constitucional tiene una aceptable funcionalidad que sin embargo no satisface las 
expectativas de los actores, debiendo analizarse su procedimiento y eficacia para prestar 
los beneficios para la cual fue creada. 
 
Una gran mayoría de los encuestados creen que pueden existir errores de 
admisibilidad por parte de los jueces que conforman la sala de admisión en la Corte 
Constitucional. Este resultado refleja que es necesario proveer al juez de las herramientas 
conceptuales, técnicas y prácticas, dándole pautas concretas y específicas para examinar la 
Constitucionalidad formal de esta Acción para evitar errores y conseguir una mayor 
eficacia de la misma. 
 
En cuanto a la rapidez con la que se atienden las causas puedo observar que existe 
una gran insatisfacción con la que opera la tramitación de la Acción Extraordinaria de 
Protección por parte de la Corte Constitucional, lo que genera malestar en los actores que 
buscan obtener una justicia con más celeridad y así hacer valer sus derechos 
constitucionales. 
 
La totalidad de los encuestados creen que si es necesario que exista mayor difusión 
en el significado de las garantías jurisdiccionales para que no haya confusión, ya que debe 
quedar claro que esta Acción fue creada como un recurso sencillo y rápido interpuesto ante 
los jueces y tribunales competentes que permita amparar a los seres humanos frente a actos 
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- Código Orgánico de la Función Judicial. 
- Ley de Modernización del Estado. 
- Ley Notarial. 
 














Modelo del trámite de la acción constitucional extraordinaria de protección 
 
Presentamos un modelo básico del trámite íntegro de la acción institucional extraordinaria de 
protección tal como se desarrolla en la actualidad conforme a lo prescrito en la Constitución., en 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional promulgada en el 
Segundo Suplemento del Registro Oficial No 52, de 22 de octubre del 2009 y en el Reglamento de 
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, publicado en el Suplemento 
del Registro Oficial N
o
 127, de 10 de febrero del 2010. 
 
La demanda debe estar presidida de todo el proceso donde consta la pieza procesal contra la que 
se la presenta. 
 
1.1. Demanda constitucional extraordinaria de protección 
 
SEÑOR JUEZ  DÉCIMO OCTAVO DE LO PENAL ... 
 
N. N., por mis propios derechos, de estado civil casado, de profesión... de 56 años de edad y en mi 
condición de parte en el proceso penal No 026-2007 que se tramita en el Juzgado Décimo Octavo 
de lo Penal de ..., a usted respetuosamente le manifiesto: 
 
 
ANALISIS DE TRÁMITE DE ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN. 
 
I. OBJETO DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN 
 
La acción extraordinaria de protección tiene por objeto preservar o restablecer cualquier derecho 
reconocido por la Constitución, especialmente el debido proceso.  
Ese es el objetivo por el cual se instaura esta  garantía de los derechos. El artículo 437 de la 
Constitución de la República es claro y terminante al establecer los requisitos para la acción 
extraordinaria: prescribe que el supuesto de procedibilidad es la existencia de una sentencia, un 
auto o una resolución firme o ejecutoriados (numeral 1°) esto es, se trata de una acción 
subsidiaria, pues previamente debe existir una decisión judicial -sentencia, auto o resolución 
firme, inimpugnable mediante recursos procesales comunes que produce en forma directa, la 
vulneración al derecho constitucional que se exige preservar o reparar, a la Corte Constitucional, 
por la vía de la acción constitucional extraordinaria de protección. Es evidente que esta acción 
tiene por finalidad evitar, o reparar, las graves violaciones cometidas, con derechos reconocidos 
por la Constitución, por los órganos judiciales. Su subsidiariedad se deduce de su condición de 
acción procesal autónoma una vez que ha resultado inoperante la vía judicial ordinaria (vía previa 
de no existir esta acción el derecho quedaría vulnerado en forma grave e inevitable. 
 
Ante la segura conculcación grave de derechos fundamental! cuya preservación se ha frustrado en 
la vía judicial, la acción extraordinaria debe ser admitida sin aguardar al agotamiento de todos 
los recursos utilizables ante jueces y tribunales de la justicia ordinaria previstos para todo el 
proceso en sí considerado. Es por eso que la Constitución admite la acción extraordinaria en 
contra de autos firmes aun cuan no hubiesen puesto fin al proceso (art. 437, lo). De no 
interpretarse así la Constitución, se vulneraría plena  justiciabilidad de los derechos 
fundamentales para su directa e inmediata aplicación y efectiva vigencia contrariando los 
principios prescritos en los artículos 11, 3 y 427 de la Constitución, que instituye al Estado como 
constitucional de derechos. 
 
En otras palabras, doctrinariamente la regla general es que procede de la acción extraordinaria 
cuando el enjuiciamiento ha concluido y han agotado los recursos procesales ordinarios y 
extraordinarios; pero la Constitución admite excepciones: por ejemplo, cuando se dicta auto que 
se torna firme, ejecutoriado y definitivo en sede judicial, a cuando no ponga fin al proceso (art. 




e inevitable, sin que sea posible su reparación en la futura sentencia. Es el caso, v.gr., de los autos 
que ponen fin a un incidente, o a una petición autónoma  dentro de un proceso principal, cuando 
además, no es talmente permitido un recurso que pudiera preservar y restablecer, en la misma vía 
judicial, el derecho violado. Contra estos actos judiciales procede la acción extraordinaria sin 
lugar a duda alguna pues la subsidiariedad ha sido respetada y cumplida. 
 
OBJETO DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN. 
 
La acción extraordinaria de protección tiene por objeto preservar o restablecer cualquier 
derecho reconocido por la Constitución, especialmente el derecho al debido proceso. 
El Art. 437 de la Constitución faculta a los ciudadanos ya sea en forma individual y/o 
colectiva presentar una acción extraordinaria de protección contra sentencias, autos 
definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. 
Se trata de una acción subsidiaria porque precisamente debe existir una decisión judicial en 
sentencia, auto o resolución, firme e inimpugnable mediante recursos procesales comunes 
que produce, en forma directa, la vulneración de derechos constitucionales por la vía de la 
acción constitucional extraordinaria de protección. 
Para que sea admitido este recurso la Corte Constitucional debe constatar que existan los 
siguientes requisitos: 
1.- Que se trate de sentencia, autos y resolución firme o ejecutoriada. 
2.- Que el recurso demuestre que en el juzgamiento se ha violado por acción u omisión, el 
debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución. 
FINALIDAD.- Evitar o reparar las graves violaciones cometidas contra los derechos 
reconocidos por la Constitución por los órganos judiciales. 
 Esta acción extraordinaria de protección procede cuando el enjuiciamiento ha concluido y 
se agotaron los recursos ordinarios y extraordinarios, por ejemplo en un juicio ejecutivo el 
juez de primera instancia, juez de lo civil dicta una sentencia, la misma que es apelada a la 
Corte Provincial de justicia; la Corte Provincial de Justicia, dicta una sentencia, la misma 
que por no estar de acuerdo una de las partes, presenta recurso de casación ante la Corte 
Nacional de Justicia, y dicta sentencia con la  cual concluye el juicio, pero como una de las 
partes no se encuentra conforme con este fallo presenta Acción Extraordinaria de 
Protección para la Corte Constitucional. 
Se puede también presentar acción extraordinaria de protección cuando se dicta un auto 
que se torna firma, ejecutoriado y definitivo en sede judicial aun cuando no ponga fin al 
proceso siempre que con este se vulneren derechos fundamentales de una persona en forma 





II. EL AUTO IMPUGNADO 
 
En el proceso penal de tránsito N° 026- 2007, que se sustancia en el Juzgado Décimo Octavo de lo 
Penal de..., se dictó el auto ampliatorio de 23 de enero de 2009 ("auto impugnado") disponiendo 
que se cumpla el acto procesal más trascendente para el acusado, cual es la audiencia de prueba y 
juzgamiento, aun en la hipótesis que no estén presentes  los testigos los mismos que son 
insustituibles e irreemplazables como medio de prueba. 
 
En efecto, el Auto Impugnado dice que la audiencia oral y pública de prueba y juzgamiento 
señalada para el 15 de abril del 2009, a las 09H40: "se llevará a cabo con la presencia de los 
testigos y peritos que a ella concurran, por cuanto esta judicatura considera que no se puede 
dilatar en exceso la celebración de la referida audiencia de juzgamiento”; esta decisión la tomó el 
juez de la causa acogiendo un pedido de ampliación formulado por la fiscalía. 
 
Luego, precisamente por acoger un pedido de ampliación, el Auto impugnado no es susceptible de 
ser revocado (CPC, art. 291) porque está ejecutoriado. 
 
De acuerdo con el auto impugnado, que insisto está ejecutoriado, por ejemplo los dos testigos 
residentes en el extranjero, señores:..., que son fundamentales para mi defensa, no están presentes 
en la audiencia de prueba y juzgamiento, igual se llevará a cabo ésta, sin consideración alguna a 
que precisamente esos dos testimonios son claves para desvirtuar las imputaciones que se me 
hacen. Por tanto, de darse cumplimiento al auto impugnado, la audiencia que, eventualmente, para 
llegar a realizarse sin la comparecencia de los testigos mencionados, se tornaría inútil, pues la 
razón de ser de la misma es el ejercicio del principio de contradicción que es, esencialmente, 
bilateral.        
 
En síntesis, el auto impugnado dispone que la audiencia se celebre en el día y hora señalados de 
forma improrrogable y fatal y que se producirá la prueba que esté disponible en el tiempo de 
duración de ese acto procesal, sin que tenga relevancia alguna, para el juez, la que no está 
físicamente disponible, aun cuando sea de vital importancia.   
 
El auto impugnado es, pues, directamente contrario a lo prese en el artículo 75 de la Constitución, 
pues en clara sublevación a la norma, en acto de pura arbitrariedad y desatendiendo la 
inexcusable vinculación del juez a la Constitución (art. 172), se decidió ponderar como de mayor 
peso para la justicia procesal la norma-principio de la celeridad que la norma principio que 
consagra el derecho de defensa, y, por el ejercicio de esa discrecionalidad prohibida, consiente o 
inconscientemente se me enrumba ilegítimamente a una condena pues coarta mi derecho a probar 
los hechos que me absuelven.                      
 
Es absolutamente inaceptable que un Juez pueda enjuiciar, en un caso concreto, la opción de 
aplicar normas-principios constitucionales en forma directamente opuesta a como lo ha dispuesto, 
normativamente, el constituyente en el rango supremo de nuestro ordenamiento jurídico. No es 
constitucional, en ningún caso, que el Juez pondere otorgando mayor peso de valor al principio de 
celeridad procesal que al de defensa. Por el contrario, siempre debe prevalecer el segundo, en 
cualquier materia y más en la procesal penal donde está en juego la libertad de las personas. Así 
lo prescribe el artículo 75 de la Constitución.          
 
Se trata de una agresión directa al derecho de defensa y a la Constitución, efectuada con el 
pretexto de la celeridad procesal, que según el art. 75 de la Constitución, puede dar lugar a la 
indefensión, como se explica con detalle en el apartado siguiente. 
 
EL AUTO IMPUGNADO.- se refiere a un caso de tránsito donde se dicta un auto 




con los testigos y peritos que a ella concurran. 
Sin embargo los testigos no pueden comparecer porque están en el exterior, pese a que es 
importante su declaración por lo que la audiencia sería infructuosa. 
El acto impugnado dispone que la audiencia se celebre en día y  hora improrrogable aún 
sin los testigos el acto que se impugna es contrario al Art. 75 de la Constitución de la 
República. 
Se dio más importancia a la celeridad del proceso que al derecho a la defensa lo que no 
resulta constitucional ya que debe tener presente que ante todo primero es el derecho a la 
defensa más aún cuando se trata de la libertad de una persona. 
 
III. CELERIDAD PROCESAL E INDEFENSIÓN 
 
La Constitución establece en su artículo 75 el derecho a la tutela judicial efectiva. Ésta queda 
sujeta a los principios de inmediación y celeridad, pero la aplicación de estos principios, acorde al 
mismo artículo 75, jamás puede dar lugar a la indefensión. 
 
Lo anterior significa que en todo proceso judicial debe respetarse derecho de defensa de las partes 
contendientes, el cual encuentra su contenido material en el derecho a la práctica de la prueba 
sometida al debate y a la contradicción de las partes ante el juez, para de esta forma lograr la 
materialización del principio de inmediación. 
 
El derecho de defensa constitucionalizado abarca el derecho fundamental a utilizar los medios de 
prueba pertinentes, pues estos son inescindibles del derecho de defensa y del derecho a la prueba 
y, en consecuencia, el derecho a que sean admitidas y practicadas las pruebas por el juez o el 
tribunal es instrumento esencial del derecho de defensa, el mismo que se comprende como 
imprescindible en el derecho al debido proceso que es, a su vez, parte central del derecho a la 
tutela judicial efectiva. 
 
Toda esta relación entre principios-derechos está normada por los artículos 75 y 76 de la 
Constitución de la República. La no admisión y la negativa a practicar la prueba sobre hechos 
esenciales es una violación a tales derechos constitucionales. 
 
Y no deja de serlo ni siquiera por el pretexto del "tributo" a la celeridad procesal pues ésta en caso 
alguno puede ir en desmedro del derecho de defensa: en efecto, como es conocido, en un sistema 
jurídico, las normas entran, en ocasiones, en colisión y, por necesidad de mantener la coherencia 
del sistema jurídico, se impone superar ese fenómeno y, por ello, cuando surge, y se trate de 
normas-reglas, entran a operar los criterios de jerarquía, de temporalidad y de especialidad y, de 
esa forma, la norma de rango superior desplaza la aplicación de la norma inferior (jerarquía), la 
posterior posterga a la anterior (temporalidad) y la de mayor concreción de su supuesto fáctico 
prima sobre la que es de mayor generalidad (especialidad). 
 
En el ámbito constitucional, la antinomia no se puede superar sobre la base de esas pautas, pues, 
todas las normas-principios son igual jerarquía (art.11 de la Constitución) y se expiden en el 
mismo a constituyente por lo que no hay diferencia temporal de validez y vigencia entre una y otra, 
y en este caso ninguna es de menor concreción que otra, pues están dotadas de connatural e igual 
generalidad, operan para todos los casos. 
 
La única forma de superar el choque o la colisión de las normas principios de rango 




si cree que lo debe hacer en norma vinculante para todos los operadores-aplicadores de la 
Constitución o bien a los jueces cuando la ponderación deba realizarse de acuerdo al caso 
concreto.       
 
En el juicio de ponderación el constituyente, en el primer case el juez, en el segundo, sitúan cada 
principio en colisión en los extremos del eje de la balanza y pone, en base de argumentación y 
valoración, mayor peso en uno de ellos inclinando así la balanza a favor de uno desmedro del 
otro. La diferencia de la ponderación del constituyente del juez radica en que el primero lo hace en 
abstracto, sin consideración acaso concreto alguno, para ser aplicados en todos los casos; 
mientras que el juez debe hacerlo considerando la realidad del caso concreto, 
 
En el caso de las normas-principios que regulan la justicia procesal, el constituyente ha 
ponderado que siempre la norma-principio (protege el derecho de defensa pesa más que la norma-
principio que impone la celeridad de los procedimientos y, por ese juicio ponderan impone que la 
tutela judicial se preste sin sujeción a la norma-principio de celeridad y que, en ningún caso, 
quede en indefensión la persona que recibe la tutela. 
 
Es decir, si el Juez se ve en el caso de tener que aplicar una de las dos normas principios siempre 
debe poner el mayor peso en proteger el derecho de defensa, a costa de la celeridad del proceso, 
pues este último principio procesal tiene menor dimensión axiológica. Así está escrito 
expresamente en el art. 75 de la Constitución y así se debe cumplir. 
 
Consecuencia irrebatible de todo lo anterior es que el auto impugnado conculca en forma directa 
el derecho constitucional a mi defensa, el que se debe ejercer en un debido proceso, que es 
elemento necesario del derecho a la tutela judicial efectiva que enuncia el artículo 75 de la 
Constitución. 
 
CELERIDAD PROCESAL E INDEFENSIÓN.-  Principio consagrado en el Art. 75 de la 
Constitución en todo proceso judicial debe respetarse el derecho a la defensa de las partes que están 
involucradas en el proceso. 
El derecho a la defensa va ligado a las pruebas que presentan las partes, a que sean admitidas y 
practicadas sus pruebas ante el juez o ante el Tribunal, y el derecho a la defensa es parte importante 
del debido proceso, parte central de la tutela judicial efectiva. 
 
El momento en que se inadmite o se niega la práctica de la prueba sobre hechos esenciales se viola 
los derechos constitucionales. Cuando las normas se colisionan para mantener el ordenamiento 
jurídico entran a operar los criterios de jerarquía, de temporalidad y especialidad entonces la norma 
de rango superior desplaza a la de rango inferior (jerarquía); la posterior posterga a la anterior 
(temporalidad) y la de mayor concreción de su supuesto fáctico prima sobre la que es de mayor 
generalidad (especialidad). 
 
Todas las normas y principios son de igual jerarquía, sin embargo si el juzgador tuviere que 
escoger entre el derecho a la defensa y el de celeridad se debería escoger el derecho a la defensa 
que tiene mayor peso, no se le puede dejar a una persona en la indefensión ya que se estaría 
violando el derecho constitucional consagrado en el Art. 76 numeral 7 en concordancia con el Art. 





IV. LA CELERIDAD PROCESAL 
 
No puedo dejar de hacer referencia a la celeridad procesal que el auto impugnado usa como 
pretexto, casi sugiriendo que las postergaciones producidas en el proceso en que fue expedido 
obedecerían a actuaciones mías. 
 
Nada más alejado de la verdad, como lo demuestro enseguida: 
 
1. El artículo 76, numeral 7°, de la Constitución dice que el derecho a la defensa de las personas 
incluye ciertas garantías, entre las cuales está la de que "Quienes actúen como testigos o peritos 
estarán obligados a comparecer ante la jueza, juez o autoridad, y a responder el Interrogatorio 
respectivo" (letra h). 
 
2. La obligación de comparecer a que se refiere el artículo antes transcrito no nace, empero, 
espontáneamente. Surge recién cuando el Estado cumple la carga de notificar al testigo o perito 
para que comparezca. Y tratándose de personas que residen en el extranjero la norma aplicable 
consta en el artículo 130, párrafo final, del Código de Procedimiento Penal, dice lo siguiente: "Si 
el testigo se halla en el extranjero, se debe proceder conforme a los Convenios de Cooperación 
Judicial Suscritos por el Estado o la costumbre internacional" y, precisamente, por causa de esa 
disposición legal en ese proceso se ha ordenado reiteradamente que a los señores:... se los 
notifique mediante exhorto para que concurran a la audiencia. 
 
3. Por ejemplo, mediante providencia del 17 de diciembre 2007. las 8H30 -hace más de un año- el 
juez convocó a audiencia de juzgamiento para el lunes 7 de enero de 2008, disponiendo que se 
envíe el respectivo exhorto para notificar a los señores:... Esa orden expidió citando expresamente 
el art. 130 del Código de Procedimiento Penal, pero por causas que obviamente no me son 
imputables, el oficio respectivo -dirigido a la Corte Suprema- fue enviado desde el juzgado recién 
el viernes 4 de enero del 2008. Es fácilmente entendible que en esas circunstancias resultó 
imposible tramitar el exhorto y por ello no pudo efectuarse la audiencia el lunes 7, pese a que, 
como consta en el expediente, concurrí con mi abogado. 
 
4. Consta también en el expediente el oficio No 114-SG-EXE-MN del 4 de marzo del 2008, con el 
que la Secretaria General de la Corte Suprema, en respuesta al oficio No 31 2008-JDOPG-D, de 
enero 4 del 2008. que es aquel con el que se envió el exhorto, le envió al juez de la causa copia de 
la providencia dictada el 11 de febrero del 2008 por el citado magistrado y le manifestó que: “Por 
disposición del señor doctor José Vicente Troya Jaramillo, Presidente Encargado de la Corte 
Suprema de Justicia le comunico:... 3. Para efectos de que lleguen a verificarse los actos 
procesales contenidos en los exhortes, es imprescindible que se concedan plazos lo suficientemente 
amplios, considerando que el promedio de tiempo entre el envío y devolución de los exhortes 
superan los sesenta días".                                             
 
5. El contexto anterior no puede ser pasado por alto para entender que las demoras que puedan 
haberse producido en la tramitación de los| exhortes ordenados en el proceso no me son ni me 
pueden ser atribuidos, como insólitamente se sugiere.                              
 
6. Hay más: mediante providencia del 7 de agosto del 2008, las 11H00. fue convocada nuevamente 
la audiencia de juzgamiento, la cual debía realizarse el 26 de noviembre del 2008. Nuevamente, y 
conforme al art. 130 del Código de Procedimiento Penal, se dispuso el envío del respectivo 
exhorto. El 2 de septiembre del 2008 el juez envió el oficio pertinente a la Corte Suprema (oficio 
3278-2008-JDOPG-D), que consta entregado el 4 de los mismos mes y año. 
 
7. Si la Corte Suprema -que tenía en sus manos el expediente del exhorto desde el 4 de septiembre 
del 2008- no lo remitió a la Cancillería que ésta a su vez lo tramite, no es cuestión que me pueda 




hizo, suspender la audiencia convocada para el 26 de noviembre del 2008. 
 
Todo lo anterior evidencia, nítidamente, que si alguien ha sacrificado la celeridad procesal no he 
sido yo. Y resulta que ahora, en "homenaje" a la misma, se pretende sacrificar mi derecho a la 
defensa no obstante que ha sido el propio Estado el que, con sus omisiones, ha entrampado la 
tramitación del proceso. 
 
¿Debe ceder indefinidamente el principio de celeridad procesal frente al derecho de defensa, en 
cuanto a la práctica completa de las pruebas? La respuesta es sí, al menos hasta que la obligación 
de comparecer de los testigos haya nacido y esto sólo sucede cuando el Estado cumple la carga de 
notificarlos. Mientras la notificación no se realiza la obligación no surge y por ende debe seguir 
cediendo el principio de celeridad. 
 
LA CELERIDAD PROCESAL.- El caso que nos ocupa hace referencia a que los testigos que 
tienen que declarar se encuentran fuera del país por lo que se hace necesario que las autoridades 
envíen axhorto diligencia que posterga la realización de la audiencia que puede ocurrir más de una 
vez sacrificando el principio de celeridad hasta que tenga lugar la realización de la audiencia de 




Las agresiones al derecho de defensa y a la Constitución contenidas en el auto impugnado 
requieren ser reparadas por la Corte Constitucional y, para ello, deberá, primero, suspender en 
forma cautelar los efectos del auto impugnado, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 87 de la 
Constitución y, luego, en sentencia, anular el auto impugnado en cuanto a la no postergación de la 
audiencia en caso no estén los testigos necesarios para el acervo probatorio idóneo para un 
juzgamiento y constitucionalmente plausible. 
 
Así lo demando. 
 
Y para dar cumplimiento a los requisitos que exige el artículo 614 la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitución promulgada en el Segundo Suplemento del Registro 
Oficial No 52, de 22 de octubre del 2009, consigno lo siguiente:                       
 
1. Calidad en la que comparezco: En el proceso penal Nº 026- 2007 que se tramita en el Juzgado 
Décimo Octavo de lo Penal de ..fui demandado, por lo tanto, en este proceso constitucional soy 
parte activa.          
                                             , 
2. La decisión judicial impugnada y la constancia de que, auto está ejecutoriado: El auto 
impugnado es el pronunciado por el Juez Décimo Octavo de lo Penal de ...,, el día... de ... a las ... 
del año; dentro del proceso penal de tránsito No 026-2007 y, actualmente, se encuentra 
ejecutoriado. Adjunto copia certificada del mencionado auto donde consta que se encuentra 
ejecutoriado por el ministerio de la ley. 
 
3. Demostración de haber agotado los recursos ordinarios extraordinarios: en el caso presente 
todos los recursos se encuentran agotados, puesto que contra el auto que impugno ya no cabe 
ninguno. 
 
4. Señalamiento de la judicatura, sala o tribunal del que emana la decisión violatoria del derecho 
constitucional: el auto impugnado fue dictado por el Juzgado Décimo Octavo de lo Penal de ..., 





5. Identificación precisa del derecho constitucional violador la decisión judicial: los derechos 
constitucionales violados son: el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 75 de la Constitución); 
el derecho a mi defensa (art. 76, numeral 7, literales: a), b), y j) de la Constitución y, por ende, el 
derecho al debido proceso (art. 76 de la Constitución Además, se ha violado mi derecho a la 
igualdad y a gozar de los mismos derechos, deberes y oportunidades que los demás justiciables 
tienen (art. 11, numeral 2 de la Constitución). 
 
6. Indicación del momento en que se alegó la violación ante el juez que conoce la causa: tan 
pronto ocurrió la violación de mis derechos puse de manifiesto ante el juez este particular e insistí 
a fin de que revoque el auto, pero no fue posible conseguirlo; por lo tanto, la única la para que se 
me repare los derechos violados es la acción constitucional extraordinaria de protección que hoy 
propongo. Adjunto copia certificada de los documentos donde consta la mencionada alegación. 
 
DEMANDA.-  Quien se siente perjudicado en su derecho de defensa y constitucional como en el 
caso de análisis requiere que sea reparado por la Corte Constitucional, para lo que se deberá 
suspender en forma cautelar los efectos del acto impugnado de conformidad a lo establecido en el 
Art. 87 de la Constitución Política, anular el auto impugnado en cuanto a la no postergación de la 
audiencia oral de juzgamiento en el caso de que no estén los testigos en la audiencia de 
juzgamiento. 
 
Cumpliendo con lo que dice el Art. 61 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional el actor enuncia 1) La calidad en la que comparece. 2) La decisión judicial 
impugnada y la constancia de que el auto está ejecutoriado. 3)  Demostración de haber agotado los 
recursos ordinarios y extraordinarios. 4) Señalamiento de la Judicatura, Sala o Tribunal de que 
emana la decisión violatoria de derecho constitucional. 5) Identificación precisa del derecho 
constitucional violado en la decisión judicial. 6) Indicación del momento en que se alegó la 
violación ante el juez que conoce la causa. 
 
Puede solicitar de conformidad al Art. 87 de la Constitución Medida cautelar con el objeto de evitar 
o hacer cesar la violación o amenaza de violación del derecho. Autorización y domicilio. 
Designación de Defensor y casillero en la Corte Constitucional o correo electrónico para recibir 
notificaciones. 
 
Se remite el expediente a la Sala De Admisión con el número de caso y el número de fojas.  
 
VI. MEDIDA CAUTELAR 
 
Amparado en lo prescrito en el artículo 87 de la Constitución solicito que en el auto de 
calificación de esta demanda se disponga como medida cautelar la suspensión inmediata de los 
efectos jurídicos del auto impugnado. 
 
Puede solicitar de conformidad al Art. 87 de la Constitución Medida cautelar con el objeto de evitar 





VIl. AUTORIZACIÓN Y DOMICILIO 
 
Solicito que se me notifique en la casilla constitucional No... y que se tome en cuenta qu 
e autorizo expresamente al Dr...., para que, a mi nombre y en mi representación, suscriba todos los 
escritos posteriores necesarios a mi defensa hasta la terminación de este asunto. Lo autorizo al 




Autorización y domicilio. Designación de Defensor y casillero en la Corte Constitucional o correo 
electrónico para recibir notificaciones. 
 
1.2. Providencia que ordena se remita el proceso y la demanda a la I; Corte Constitucional 
 
JUZGADO OCTAVO DE LO PENAL DE....(aquí viene la fecha).- De conformidad con lo que 
dispone el Art. 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
notifíquese con la presente acción extraordinaria de protección a... Hecho que sea, remítase el 
proceso completo a la Corte Constitucional en la ciudad de Quito en el término de cinco días. 
Notifíquese.- F). El juez. 
 
Providencia que ordena  se remita el proceso y la demanda a la Corte Constitucional. 
 
Juzgado Dieciocho de lo Penal emite providencia y de conformidad al Art. 62 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ordena se remita el proceso completo a la 
Corte Constitucional en la ciudad de Quito. 
 
 
1.3 Remisión del expediente a la Secretaria General de la Corte Constitucional 
 
 
Se remite el expediente a la Secretaría General de la Corte Constitucional. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL  
PARA EL PERIODO DE TRANSICION 






Adjunto al presente, cúmplenos remitir el siguiente caso, a fin de que sea remitido a la Sala de 
Admisión: 
 
NUMERO DE CASO NUMERO DE FOJAS OBSERVACIONES 
 CORTE  
 CONSTITUCIONAL  
0077-09-EP 526 --- 
 






1.4 Certificado en el sentido de que la demanda no tiene identidad subjetiva y objetiva con otras 
demandas de protección extraordinaria 
 
 
Secretaría certifica que la demanda no tiene identidad subjetiva y objetiva con otras 






PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN 
 
SECRETARIA GENERAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
En referencia a la acción extraordinaria de protección No 0077-09 EP, presentada por el señor... 
en contra del auto de... de... del...dictada por el Juez Décimo Octavo de lo Penal de... dentro del 
proceso penal de tránsito No 026-2007, CERTIFICO: que no se ha presentado otra demanda con 
identidad de sujeto, objeto y acción; en consecuencia, la solicitud no contraviene norma legal 
alguna. 
 




Dr. Arturo Larrea Jijón  
SECRETARIO GENERAL 
 
1.5. Auto de admisibilidad de la demanda 
 
CORTE CONSTITUCIONAL 
PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN 
SALA DE ADMISIÓN 
 
Quito,...- Vistos: De conformidad con las Resolución de 20 de octubre de 2008, publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial No 451 de 22 de octubre de 2008, así como de lo prescrito en la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional promulgada en él Segundo 
Suplemento del Registro Oficial No 52, de 22 de octubre del 2009, y en el Reglamento de 
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, publicado en el Suplemento 
del Registro Oficial No 127, de 10 de febrero del 2010 y del sorteo efectuado por el Pleno de la 
Corte Constitucional, para la conformación de la Sala de Admisión en sesión extraordinaria de... 
de febrero del 2010, esta Sala de Admisión conformada por el Dr..., en calidad de Presidente, Dr. 
y Dra..., Juezas sorteadas, en ejercicio de su competencia avoca conocimiento de la causa Nro. 
0077-09-EP presentada por el señor mediante la cual solicita la anulación del auto de 23 de enero 
de 2009 del juez Décimo Octavo de lo penal de..., mediante el cual se ordena la realización de la 
audiencia de prueba, toda vez que en dicha audiencia se violó el derecho de defensa del imputado, 
al realizar la misma en ausencia de dos testigos claves de la defensa, residentes en el extranjero. 
Según el demandante de la acción extraordinaria de protección, con esta decisión ilegitima el juez 
Décimo Octavo de lo penal de... negó práctica de unas pruebas necesarias para la defensa del 
solicitante y por tal razón se violó su derecho de defensa, al interpretar erróneamente el principio 




En lo principal, para resolver se considera: Primero.- El Secretario General ha certificado que no 
se ha presentado otra solicitud con identidad de sujeto, objeto y acción en consecuencia, la 
solicitud no contraviene norma alguna.- Segundo.- El art. 437 de la Constitución establece que los 
ciudadanos, en forma individual o colectiva, podrán presentar una acción extraordinaria de 
protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia".- Tercero.- 
La demanda cumple con los requisitos exigidos por los arts. 61 y 62 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdicción les y Control Constitucional promulgada en el Segundo Suplemento del 
Registró Oficial No 52, de 22 de octubre del 2009, para esta clase demandas, los cuales, a juicio 
de esta Sala de Admisión, fueron cumplidos por el demandante en su escrito de demanda, 
especialmente el relativo al relativo al carácter firme y ejecutoriado de la providencia impugna 
Cuarto.- Por todo lo expuesto se ADMITE a trámite la acción No 0077-09-EP  Sexto.-Ordenase la 
realización del sorteo correspondiente para la sustanciación de la presente acción.- Notifíquese.- 




Dr. Arturo Larrea Jijón 
SECRETARIO SALA DE ADMISIÓN 
 
Aquí viene la notificación del auto de admisión al accionante. 
 
La Sala de admisión avoca conocimiento de la causa presentada mediante la cual  solicita la 
anulación del auto de 23 de enero del 2009 del juez octavo de lo penal mediante la cual ordena la 
realización de la audiencia de prueba argumentando violación del derecho a la defensa del 
imputado al realizar la misma en ausencia de dos testigos claves de la defensa residentes en el 
extranjero. Con esta decisión ilegítima el juez décimo octavo de lo penal negó la práctica de 
pruebas necesarias para la defensa del solicitante y por tal razón se violó du derecho de defensa al 
interpretar erróneamente el principio de celeridad procesal establecido en el Art. 75 de la 
Constitución de la República. 
 
La Sala de Admisión por cuanto la demanda de acción extraordinaria de protección reúne los 
requisitos de los Arts. 61 y 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional promulgada en el Suplemento de R.O. No. 52 de 22 de octubre del 2009, la admite 
al trámite, ordenando la realización del sorteo correspondiente para la sustanciación de la presente 
acción. 
1.6. Razón de la recepción del proceso y señalamiento de día y hora para la designación del Juez 
Sustanciador mediante sorteo 
 
RAZÓN.- Siento por tal que el día de hoy... a las 12HOO, se recibió en esta Sala los caos 
constantes en el presente Memorando. Se convoca para el día... a las 15h00, a los señores Jueces 
Constitucionales de la Tercera Sala a fin de realizar el sorteo interno que designe al Juez 
Sustanciador. Lo certifico.- 
 
Dr. Jaime Pozo Chamorro 
SECRETARIO TERCERA SALA 
 




juez sustanciador mediante sorteo. 
 
 
1.7 Sorteo del Juez Sustanciador de la causa 
 
CORTE CONSTITUCIONAL 
PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN 
 
Acta de Sorteo No. 005 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, PARA EL PERIODO DE TRANSICION.-TERCERA SALA.- En 
la ciudad de Quito, a..., las 15H05, encontrándose reunidos los señores doctores Hernando 
Morales Vinueza, Patricio Herrera Betancourt y Manuel Viteri Obvera, Jueces de la Tercera Sala, 
se procede al sorteo del juez que sustanciará las siguientes causas: 
 
Causa No. Juez Sustanciador 
0030-09- Dr. Patricio Herrera Betancourt 
0049-09- Dr. Hernando Morales Vinueza 
0077-09- Dr. Manuel Viteri Olvcera 
 
 
ff). Los jueces constitucionales de la Sala de Admisión. Lo certifico.- Quito..., las 15h05.- 
Dr. Jaime Pozo Chamorro 
SECRETARIO TERCERA SALA 
 
1.8. Providencia de la Sala de Sustanciación 
CORTE CONSTITUCIONAL  
PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN 
 
CASO No: 0077-09-EP 
CORTE CONSTITUCIONAL,  PARA EL PERIODO DE TRANSICION.-TERCERA SALA DE 
SUSTANCIACIÓN.- Quito...- Las 11H45.- En virtud del sorteo correspondiente y de conformidad 
con lo previsto en el artículo 27 del Régimen de Transición publicado con la Constitución de la 
República del Ecuador, en el Registro Oficial No 451 de 22 de octubre de 2008 y la Resolución 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial No 451 de 22 de octubre de 2008, avocamos 
conocimiento de la presente causa, acción extraordinaria de protección deducida por... en contra 
del auto de 23 de enero de 2009, emitido por el Juez Décimo Octavo de lo Penal de..., dentro del 
proceso penal tránsito No 026-2007 y se dispone: 1.- Notifíquese con el contenido de esta 
providencia y la demanda respectiva al señor Juez Décimo Octavo de lo Penal de... a fin de que 
presente un informe debidamente motivado de descargo sobre los argumentos que fundamentan la 
demandar en el plazo de quince días de recibida la presente providencia, debiendo señalar casilla 
constitucional para futuras notificaciones.- 2.- Hágase saber el contenido de la demanda y esta 
providencia a la Dra. Fanny| Castro Sánchez, Fiscal Distrital del Guayas; Abg. Eduardo Chillán 
Soledispa, procurador especial de Raúl Alejandro Pin Dávila y otros, en la 3 casilla judicial No 
3585, de la Corte Provincial de Justicia de Guayaquil, domicilios judiciales señalados en la 
instancia inferior, a fin de que se pronuncien en el plazo de quince días, exclusivamente respecto 
de la presunta vulneración en el proceso de juzgamiento de los derechos reconocidos en la 
Constitución.- 3.- Señalase para el día..., a las 14H30, a fin de que tenga lugar la audiencia 
pública tal como lo determina el art. 86 numeral 3 de la Constitución de la República.- 4.- Con 
fundamento en la disposición del art. 87 de la Constitución de la República, se dispone suspensión 
inmediata de los efectos jurídicos del auto impugnado en la presente causa.- 5.- En virtud del 
sorteo efectuado, corresponde al DR. .... sustanciar la presente causa.- Téngase en cuenta la 




constitucionales de la Sala de Sustanciación de la Corte Constitucional. 
 
Lo certifico.- Quito..., las 11H45.- 
 
Dr. Jaime Pozo Chamorro  
SECRETARIO TERCERA SALA 
 
 
La Corte Constitucional, para el periodo de transición.- Tercera Sala de Sustanciación en virtud del 
sorteo avoca conocimiento de la acción extraordinaria de protección, disponiendo notificar con el 
contenido de la providencia y de la demanda respectiva al juez décimo octavo de lo penal. 
 
A fin de que presente un informe debidamente motivado de cargo sobre los argumentos que 
fundamentan la demanda en el plazo de 15 días debiendo señalar casilla constitucional para 
notificaciones. Se hace saber la providencia  a la fiscal distrital, Procurador Especial de XY a fin de 
que se pronuncien en el plazo de 15 días, exclusivamente respecto de la presunta vulneración en el 
proceso de juzgamiento de los Derechos reconocidos en la Constitución señala día y hora para la 
audiencia como determina el Art. 86 numeral 3 de la Constitución de la República. De conformidad 
al Art. 87 de la Constitución de la República dispone la suspensión inmediata de los efectos 





Razón: Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a..., notifiqué 
Con copia de la providencia que antecede al señor..., mediante boleta entregada en la casilla 
constitucional No...; y, el... de los mismos mes y año a los señores:... Abg. Eduardo Chillán 
Soledispa, procurador especial de Raúl Alejandro Pin Dávila y otros, en la casilla judicial de 
Guayaquil No 3282; Juez Décimo Octavo de lo Penal de Guayaquil y Doctora Fanny Castro 
Sánchez Fiscal Distrital del Guayas, con oficios 0224-09-CC-III.S. y 0225-09-CC-III.S., 
respectivamente, entregados en lesas dependencias, conforme consta de documentos anexos.- Lo 
certifico. 
Dr. Jaime Pozo Chamorro 
SECRETARIO 
1.10. Pronunciamiento del juez y de la fiscal respecto de la presunta vulneración de los derechos     
 
SEÑORES MAGISTRADOS DE LA TERCERA SALA DE LA COR CONSTITUCIONAL 
PARA EL PERÍODO DE TRANSICIÓN      
 
AB., Juez Décimo Octavo de lo Penal de..., con sede en... con referencia a la acción extraordinaria 
de protección deducida por,.., contra del auto del..., emitido por este juzgador dentro del Proceso 
Penal de Transito No 026/2007, dando cumplimiento al auto de fecha a las 11h45, dentro del caso 
No 0077-09-EP tengo a bien presenta siguiente informe: 
 
PRIMERO.- En la Judicatura a mi cargo se tramita la Instrucción Fiscal Penal de Transito N 
0.026/2007, en contra del ciudadano ..., cuyas principales piezas procesales se observa: 
 




que tenga lugar la audiencia oral) publica de prueba y juzgamiento convocándose para el efecto a 
las par procesales.- b).- A fs. 490-495, la Dra.... Agente Fiscal Penal de este Cantón, interviniente 
en la causa, presenta escrito en el que manifiesta su inconformidad por haberse diferido la 
audiencia oral pública de prueba y juzgamiento que estaba señalada para el día ....- c).- A fs. 493 
El suscrito juzgador mediante providencia del ..., a las 10h40, corre traslado a la mencionada 
Fiscal con un escrito presentado por... en el que solicitaba un plazo mayor para evacuar el 
libramiento de su exhorto solicitado.- d).- A fs. 495 - 496 vta.; el señor..., imputado en esta causa 
pide reforma de la providencia del..., solicitando que se le fije nueva fecha para la Audiencia de 
Juzgamiento a efecto de poder tramitar el exhorto requerido por su persona. - e).- A fs. 497-497 
vta., el Juez Suple de este Juzgado mediante providencia del..., a las 08H20, convoca a Audiencia 
Pública Oral de Prueba y Juzgamiento de ..., para el día... a las 09H40.- De esta providencia 
dictada por el señor Juez Suplente esta Judicatura, la Dra...., Fiscal interviniente en esta causa, 
presenta escrito de fecha ..., a las 15H47 (fs. 507), en que manifiesta nuevamente su 
disconformidad con la diligencia de audiencia ya ordenada, por cuanto no se ha despachado su 
escrito de fecha ..., a las 08H57, en que solicitaba que la audiencia a realizarse debía llevarse a 
efecto con o sin la presencia de los testigos extranjeros solicitados por el acusado.- f).- A 509, el 
suscrito Juzgador dicta la providencia del ..., a las 15H10 en sentido de que la Audiencia Oral 
Pública de Prueba y Juzgamiento de Juzgamiento señalada para el día ..., a las 09H40, se llevara 
a cabo con presencia de los testigos y peritos que a ella concurran. 
 
SEGUNDO.- Es esta providencia, señores Magistrados, de fecha a las 15h10, la que ha dado 
motivo por parte del señor... a proponer esta acción extraordinaria de protección; no está por 
demás decir lores Magistrados que la aludida providencia pudo haber sido objeto r parte de ... de 
un pedido de revocatoria, ampliación o aclaración, lo 3 no se ha hecho conforme consta del 
expediente y una vez que se ejecutoríe dicha providencia solicitar las copias correspondientes para 
proponer la acción constitucional que estoy contestando. 
 
TERCERO.- Salvo vuestro más ilustrado criterio, señores Magistrados, en la providencia que es 
motivo de esta acción no observo, ni encuentro violación alguna al derecho de defensa del acusado 
como manifiesta en su libelo de acción extraordinaria de protección. Cabe indicar que el art. 256 
del Código de Procedimiento Penal, ley supletoria para los asuntos de Tránsito, en su numeral 2, 
determina que la etapa del juicio se puede suspender excepcionalmente y solo por una vez por 
plazo máximo de cinco días, cuando no comparezcan los peritos en la reanudación tampoco 
comparecen los peritos el juicio debe continuarse sin su presencia. El art. 271 del mismo Cuerpo 
de Ley en mención, se refiere a los testigos ausentes del lugar del proceso. En caso que nos ocupa 
y que es motivo de esta acción extraordinaria protección, los testigos del accionado son personas 
que viven en el extranjero y es de suponer que así como el recurrente de la acción de lección, los 
tuvo en el país al inicio de este proceso también podría haberlo hecho ahora para que estén 
presentes en la Audiencia Oral Pública de Prueba y Juzgamiento, señalada mediante providencia 
del ..., a las 08h20 y ratificada mediante providencia del ..., a las 15H10 lo anteriormente 
expuesto, solicito se dicte la sentencia correspondió conforme a derecho.            
 
Notificaciones que me corresponden las recibiré en la casilla judicial No 1827 en la ciudad de 
Quito.- 
 
Ruego proveer. Es de Justicia, 
 
Ab. ...  
 
Pronunciamiento del juez y del fiscal respecto de la presunta vulneración de los derechos. 
1.Juez señaló fecha para audiencia oral pública y de juzgamiento. 
2. Fiscal presenta escrito manifestando su inconformidad por haberse diferido la audiencia. 





4. Imputado pide reforma de providencia solicitando nuevo día y hora para audiencia y así poder 
tramitar el exhorto. 
Juez convoca a audiencia pública oral de prueba y juzgamiento. 
Fiscal manifiesta nuevamente inconformidad por cuanto no se ha despachado su escrito que 
solicitada por el acusado. 
Juez dicta providencia convocando a la audiencia oral pública de juzgamiento que debe llevarse a 
cabo con la presencia de testigos y peritos que a ella concurran. 
Juez décimo octavo de lo penal manifiesta que pudo haber si do objeto de revocatoria, ampliación o 
aclaración, lo que no se ha hecho conforme consta del expediente. 
Que no encuentra violación al derecho de defensa del acusado haciendo referencia al Art. 256 del 
C.P.P. numeral 2) aduciendo que la etapa de juicio puede suspenderse por una sola vez Art. 271 de 
los testigos ausentes manifestando que como los tuvo a los testigos en el país al inicio del proceso 
también podrá haberlo hecho para que estén presentes en la audiencia oral de juzgamiento. 
 
 
JUEZ DÉCIMO OCTAVO DE LO PENAL DE... 
 
SEÑORES MAGISTRADOS DE LA TERCERA SALA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
PARA EL PERÍODO DE TRANSICIÓN 
 
DRA...., en mi calidad de Agente Fiscal de... en la causa penal de tránsito No 026-2007 que se 
sigue en el Juzgado Décimo Octavo de lo Penal de..., con referencia al pronunciamiento solicitado 
en el numeral 2 de su auto de fecha ..., a las 11H45 y notificado el..., a las 11H30 a ustedes les 
expongo:                                           
 
La acción de protección contenida en el artículo 94 de la Constitución de la República procederá 
contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos 
reconocidos en la Constitución; y, el artículo 437, prescribe que los ciudadanos de forma 
individual o colectiva podrán presentarla contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con 
fuerza de sentencia firmes o ejecutoriadas. 
 
La presente acción ha sido propuesta por el acusado... contra un decreto o providencia por la que 
el juez Décimo Octavo de lo Penal sustancia la causa, esto es que en dicho decreto el juez ordena 
la práctica de una diligencia cual es la audiencia oral de prueba y juzgamiento dentro de un 
proceso penal de tránsito y esta definición se encuentra  descrita en el artículo 271 del Código de 
Procedimiento Civil, no se trata; de un auto como erróneamente lo ha planteado el accionante ya 
que el auto es la decisión del Juez sobre algún incidente del juicio (entiéndase proceso) y en la 
especie el decreto o providencia dictada no es una decisión sobre algún incidente, sino que es la 
mera sustanciación de la causa disponiendo que se efectúe la correspondiente audiencia oral de 
prueba y juzgamiento en un proceso penal de tránsito. 
 
No existe en dicho decreto o providencia violación alguna al derecho de la defensa del acusado, 
como lo esgrime en su acción extraordinaria de protección ya que el artículo 256 del Código de 
Procedimiento al, ley supletoria para asuntos de tránsito, determina en su numeral que la etapa 
del juicio se puede suspender excepcionalmente y solo poruna vez por un plazo máximo de cinco 
días cuando no comparezcan los peritos y, si en la reanudación tampoco comparecen, el juicio 




a los testigos ausentes del lugar del proceso y a personas a las que hace referencia el accionante 
son peritos presentados por parte suya, sin que estén acreditados por y ante la Fiscalía y artículo 
278 en la última parte del inciso primero otorga una facultad discrecional al Juez a fin de que 
califique si la presencia de los peritos es dispensable en la audiencia y ha hecho uso de tal facultad 
legal en la evidencia que se impugna con esta acción, tomando en consideración que no es un auto 
definitivo como lo interpreta el accionante y no se ha violado ningún derecho constitucional del 
acusado en la tramitación del proceso cuando consta el informe presentado por los peritos que él 
ha Solicitado dentro de la Instrucción Fiscal y éste alcanzará el valor de prueba una vez que sea 
presentada y valorada en la etapa del juicio tal como lo dispone el segundo inciso del artículo 79 
del Código de Procedimiento Penal, es decir que basta la presentación de dichos informes 
periciales en la etapa del juicio para que estos sean valorados por el Juez como prueba, sin que 
sea imprescindible la presencia de los peritos por lo que la ausencia de ellos no viola el derecho a 
la defensa del acusado que ha sido respetado al incorporarse esta pericia al proceso y ya es de 
responsabilidad de su defensa el presentarlo en la etapa del juicio. 
 
Por lo expuesto, solicito dictar sentencia declarando sin lugar la acción extraordinaria de 
protección planteada por... tomando en consideración lo siguiente: a) El acto judicial impugnado 
no es un auto definitivo, sino un decreto de sustanciación de la causa; b) No existe violación al 
derecho a la defensa ya que el peritaje para que alcance el valor prueba debe ser presentado en la 
etapa del juicio sin que sea imprescindible la presencia de los peritos que hayan realizado dicho 
peritaje, más aún si estos no son, ni han sido acreditados por la Fiscalía. 
 
Para notificaciones que me correspondan, señalo en la ciudad de Quito, la casilla judicial No 





AGENTE FISCAL DE... 
 
FISCAL.- argumenta que no existe violación de derecho de la defensa del acusado. 
Menciona el Art. 256 C.P.P. que la audiencia oral pública de juzgamiento se puede suspender por 
una sola vez. 
Art. 271 C.P.P. testigos ausentes del lugar del proceso. 
Art. 278 C.P.P. facultad discrecional del juez para calificar a los peritos cuya presencia es 
indispensable en la audiencia. 
Que el acto judicial impugnado no es un auto definitivo sino un decreto de sustanciación de la 
causa. 
Mediante providencia se dispone se agreguen los escritos presentados por el juez y el fiscal. 
Se celebra la audiencia pública. 
Se envía el informe emitido por la Sala de Sustanciación a fin de que se ponga en conocimiento del 




1.11. Providencia con la que se dispone agregar los escritos antes presentados 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, PARA EL PERIODO | TRANSICION.-TERCERA SALA DE 




por… Por última vez notifíquese a los comparecientes a las casillas judiciales señaladas, 
previniéndoles de su obligación de señalar la casilla constitucional: NOTIFÍQUESE.-                                   
 
Manuel Viteri Olvera                                            
JUEZ SUSTANCIADOR                             
 
Lo certifico.- Quito D. M., 30 de marzo de 2009; las 11 h30.-         
 
Dr. Jaime Pozo Chamorro 
SECRETARIO TERCERA SALA 
 
1.12. Razón de la celebración de la audiencia pública           
 
RAZÓN: Siento por tal que, el día de hoy 01 de abril de 2009, las 12h05 tuvo lugar la audiencia 
pública dispuesta en providencia de 11 de marzo de 2009, a la que compareció el demandante en 
compañía de su defensor Dr. Jorge Zavala Egas.- Lo certifico. 
 
Jaime Pozo Chamorro 
 
SECRETARIO DE SALA 
 
1.13. Envío del informe emitido por la Sala de Sustanciación 
 
Oficio No 0402-09-CC-III.S. 
 
Quito D.M., a... 
 
Señor Dr.  





De mi consideración: 
 
Por disposición de los señores Jueces de la Tercera Sala, adjunto remito el expediente signado con 
el No 0077-2009-EP, a fin de que se ponga en conocimiento del Pleno de la Corte Constitucional 
el informe emitido y aprobado por los Jueces de la Tercera Sala, el que se agrega en sobre 
cerrado, junto con el diskette que contiene el respectivo texto y el oficio suscrito por los mismos. 
 









Dr. Jaime Pozo Chamorro  
SECRETARIO TERCERA SALA 
 
 
1.14. Notificación de la Secretaría General de la Corte Constitucional 





CORTE CONSTITUCIONAL, PARA EL PERIODO I TRANSICION.-SECRETARÍA 
GENERAL.- Quito,.. las 12h20.- De conformidad con lo previsto en el art. 39 del Reglamento de 
Sustancial de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, publicado el Suplemento del 
Registro Oficial No 127, de 10 de febrero del 2010 hágase conocer a las partes la recepción del 
proceso No 0077-09-1 acción extraordinaria de protección, presentada por ..., en contra del Juez 
Décimo Octavo de lo Penal de..., previo a su conocimiento y resolución por el Pleno de la Corte 
Constitucional, para el período de transición.- Notifíquese 
 
Dr. Arturo Jijón  
SECRETARIO GENERAL 
 
Secretaría de la Corte Constitucional notifica a las partes la recepción del proceso previo a su 
conocimiento y resolución y el Pleno de la Corte Constitucional para el periodo de transición. 
 
Aquí viene la notificación de la disposición anterior a las partes procesales.                                                       
 
1.15. Sentencia 
Quito D. M, a... 
 
Sentencia No. 009-Q9-SEP-CC CASO: 0077-09-EP 
 
JUEZ CONSTITUCIONAL SUSTANCIADOR: Doctor...  
 
1.ANTECEDENTES                                   Í 
De la acción extraordinaria de protección planteada y los argumentos expuestos 
 
El señor N. N., fundamentado en las normas contenidas en el artículo 437 de la Constitución de la 
República vigente, así como en lo dispuesto en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional y en el Reglamento de Sustanciación de Procesos de apetencia de la Corte 
Constitucional, plantea acción extraordinaria de protección del auto ampliatorio del... dictado por 
el señor Juez Décimo Octavo de lo Penal de..., dentro del proceso penal de tránsito N. 026-2007. 
El accionante, en su demanda, manifiesta lo siguiente: 
 
Que la acción extraordinaria de protección tiene por objeto preservar o  restablecer cualquier 
derecho fundamental de libertad o de protección referido al debido proceso de toda persona. El 
artículo 437 de la Institución de la República es claro al establecer los requisitos para la acción 
extraordinaria, indicando que el supuesto de procedibilidad es la Existencia de una sentencia, un 
auto o una resolución firmes o ejecutoriados, por lo que se trata de una acción subsidiaria, pues 
previamente existe una decisión judicial, sentencia, auto o resolución firme, inimpugnable 
mediante recursos procesales, lo que produce, en forma directa, la vulneración al derecho 
constitucional que se exige preservar o reparar a la Corte Constitucional. 
 
Señala que ante la segura conculcación grave de derechos fundamentales cuya preservación se ha 
frustrado en la vía judicial, la acción extraordinaria debe ser admitida sin aguardar el 
agotamiento de todos los recursos utilizables ante jueces y tribunales de la justicia ordinaria, 
previstos para todo el proceso en sí considerado, por lo que la Constitución admite la acción 
extraordinaria en contra de autos firmes aun cuando no hubiesen puesto fin al proceso. 
 
Afirma que, doctrinariamente, la regla general es que procede la acción extraordinaria cuando el 
enjuiciamiento ha concluido y se han agotado los recursos procesales ordinarios y 
extraordinarios, pero la Constitución admite excepciones, por ejemplo, cuando se dicta un auto 
que se torna firme, ejecutoriado y definitivo en sede judicial, aun cuando no ponga fin al proceso, 




inevitable, sin que sea posible su reparación en la futura sentencia. 
 
Sostiene que en el proceso penal de tránsito No 026-2007, que sustancia en el Juzgado Décimo 
Octavo de lo Penal de..., se dictó auto ampliatorio del..., disponiendo que se cumpla con el acto 
procesal más trascendente para el acusado, que es la audiencia de prueba y juzgamiento, aun en la 
hipótesis de que no estén presentes los testigos, los mismos que son insustituibles e irreemplazables 
como me de prueba. El auto impugnado señala que la audiencia oral y pública prueba y 
juzgamiento señalada para el 15 de abril del 2009 a las 09h40 se llevará a cabo con la presencia 
de los testigos y peritos que a ella concurran, por cuanto esta judicatura considera que no se 
puede dilatar en exceso la celebración de la referida audiencia de juzgamiento decisión que fue 
tomada por el juez de la causa, acogiendo un pedido de ampliación formulado por la Fiscalía, por 
lo que al haberse acogiendo el pedido de ampliación, el auto impugnado no es susceptible de 
revocado, está ejecutoriado.        
 
Indica que acorde al acto impugnado, si los dos testigos residen en el extranjero: señores..., que 
son fundamentales para su defensa, están presentes en la audiencia de prueba y juzgamiento, de 
igual forma se llevaría a cabo la misma, sin consideración alguna a que esos dos testimonios son 
claves para desvirtuar las imputaciones que se le hacen, por lo que de darse cumplimiento al acto 
impugnado, la audiencia que podría efectuarse sin la presencia de los testigos mencionados, 
tornaría inútil, pues la razón de ser de la misma es el ejercicio del principio de contradicción que 
es esencialmente bilateral. 
 
Agrega que el auto impugnado dispone que la audiencia se celebre en el día y hora señalados en 
forma improrrogable, fatal y que producirá la prueba que esté disponible en el tiempo de duración 
de ese acto procesal, sin que tenga relevancia para el juez, el que no esté físicamente disponible 
aun cuando sea de vital importancia para derrota prueba de cargo que exista. El auto impugnado 
es, pues, directamente contrario a lo prescrito en el artículo 75 de la Constitución de la Republica, 
pues se decidió ponderar como de mayor peso para la justicia procesal, el principio de celeridad 
de la norma que consagra el derecho de defensa y por el ejercicio de esa discrecionalidad, se lo 
enrumba ilegítimamente a una condena, pues se coarta su derecho a probar los hechos que lo 
absuelven. 
 
Dice que el principio de celeridad procesal ha sido utilizado como pretexto en el auto impugnado, 
casi sugiriendo que las postergaciones producidas en el proceso obedecerían a actuaciones del 
accionante, lo que no es verdad puesto que el artículo 76 numeral 7 de la Constitución señala que 
el derecho a la defensa de las personas incluye ciertas garantías, entre las cuales consta la de 
"Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante la jueza, juez o 
autoridad, y a responder el interrogatorio respectivo", obligación de comparecencia que surge 
cuando el Estado cumple con la carga de notificar al testigo o perito para que comparezca, y 
tratándose de personas que residen en el extranjero, la norma aplicable.es la del artículo 130, 
párrafo final del código de Procedimiento Penal, que señala: "Si el testigo se halla en el 
extranjero, se debe proceder conforme a los Convenios de Cooperación judicial suscritos por el 
Estado o la costumbre internacional", y precisamente por esa disposición legal, en el proceso se 
ha ordenado reiteradamente que a los señores: se los notifique mediante exhorto para jue 
concurran a la audiencia, lo que no pudo llevarse a efecto, pues por ejemplo, mediante 
providencia del..., a las 08H30, el Juez convocó a audiencia de juzgamiento para el lunes..., 
disponiendo que se envíe el respectivo exhorto para notificar a los testigos, pero por causas que no 
le son imputables, el oficio respectivo dirigido a la Corte Suprema, fue enviado desde el juzgado 
con fecha viernes ..., por lo que no fue posible tramitar el exhorto y la audiencia no pudo 
efectuarse. Consta también del expediente el Oficio No. 1 I4-SG-EXE-MN del..., con el que la 
Secretaría General de la Corte Suprema, en respuesta al Oficio No 31-2008-JPDOPG-D del ... con 
el que se envió el exhorto, señala lo siguiente: "Por disposición del señor doctor José Vicente 
Troya Jaramillo, Presidente Encargado de la Corte Suprema de Justicia... le comunico: 
…3. Para efectos de que lleguen a verificarse los actos procesales contenidos en los exhortes, es 




de tiempo entre 9l envío y devolución de los exhortes superan los sesenta días", lo que 10 puede 
ser pasado por alto para entender que las demoras que puedan haberse producido en la 
tramitación de los exhortes ordenados en el proceso no le pueden ser atribuidos. Indica que 
mediante providencia del..., a las..., fue convocada nuevamente la audiencia de juzgamiento la 
cual debía realizarse el..., pero nuevamente y conforme al artículo 130 del Código de 
Procedimiento Penal se dispuso el envío del respectivo exhorto. Con fecha... el juez suplente envió 
el oficio pertinente Corte Suprema (Oficio 3278-2008-11-OPG-I)), que consta entregado pero la 
Corte Suprema no remitió el expediente del exhorto a la Cancillería para que el mismo se tramite 
por lo que la audiencia convocada fue suspendida.             
 
Manifiesta que las agresiones al derecho de defensa y a la Constitución contenidas en el auto 
impugnado deben ser reparadas por la Corte Constitucional, para lo cual se deberá suspender en 
forma cautelar los efectos del acto impugnado, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 87 de la 
Constitución y, luego, en sentencia, anular el acto impugnado en cuanto a la no postergación de la 
audiencia en caso de que no estén los testigos necesarios para el acervo probatorio idóneo para un 
juzgamiento constitucionalmente plausible.                             
 
Texto del auto impugnado:   
 
"..., las 15H10. Ingrese al proceso el escrito presentado por la Dra. Fanny Castro Sánchez, agente 
fiscal de lo Penal del Guayas, con sede en este cantón de fecha ..., a las 15h47, así como el escrito 
presentado por el señor:...- Atendiendo a la petición Fiscal, se amplía la providencial del ..., 
expedida a las 08H20, en el sentido de que la Audiencia Oral y Pública de Prueba y Juzgamiento 
señalada para el miércoles ..., a las 09H40, se llevará a cabo con la presencia de los testigos y 
peritos que a ella concurran, por cuanto esta judicatura considera que no se puede dilatar en 
exceso la celebración de la referida audiencia de juzgamiento.- Que el imputado realice las 
gestiones necesarias para que sus peritos y testigos concurran puntualmente a la fecha señalada 
para dicha audiencia.- Notifíquese.- f). El Juez Décimo Octavo de lo Penal de..  
 
Argumenta demanda en el Art. 437 de la Constitución de la República. 
Juzgado Décimo Octavo de lo Penal dictó el auto ampliatorio disponiendo que se cumpla con el 
acto procesal trascendente para el acusado cual es la audiencia de prueba y juzgamiento. 
El acto impugnado señala que la audiencia oral pública y juzgamiento se “llevará a cabo con la 
presencia de los testigos y peritos que a ella concurran, por cuanto esta judicatura considera  que no 
se puede dilatar en exceso la celebración de la referida audiencia de juzgamiento”, decisión tomada 
por el juez, acogiendo un pedido formulado por fiscalía que fue acogido, por tanto el auto 
impugnado no es susceptible de ser revocado, está ejecutoriado. 
Indica que si los dos testigos que están en el extranjero así sea fundamental su declaración la 
audiencia se llevaría a cabo sin ellos. 
El acto impugnado dispone que se celebre la audiencia el día indicado sin prórroga la prueba en el 
tiempo de duración del acto procesal aunque no esté físicamente disponible aun cuando sea de vital 
importancia para derrotar la prueba de cargo que exista. 
En el acto impugnado se ponderó al principio de celeridad. 
Dice que el principio de celeridad ha sido utilizado como pretexto en el acto impugnado como 
queriendo echar la culpa al accionante lo que no es verdad en razón del Art. 76 numeral 7) de la 




peritos estarán obligados a comparecer ante el juez o autoridad y a responder el interrogatorio 
respectivo. Para ello debe existir notificación del Estado para que comparezcan los testigos en el 
caso materia del análisis se aplica por cuanto los testigos está en el extranjero el Art. 130 C.P.P., 
que señala “si el testigo se halla en el extranjero se debe proceder  conforme a los convenios de 
cooperación judicial suscritos por el Estado o la costumbre internacional” por lo que se dispuso se 
notifique mediante exhorto a los testigos lo cual tuvo lugar y la audiencia no puedo practicarse. 
Manifiesta que las agresiones del derecho a la defensa y a la Constitución contenida en el auto 
impugnado debe ser recuperados por la Corte Constitucional para cuyo efecto suspende los efectos 
del acto impugnado conforme el Art. 87 de la Constitución. 
 
Identificación de los derechos presuntamente vulnerados por la decisión judicial 
 
A decir del accionante, con el auto objeto de la presente acción extraordinaria de protección le ha 
sido vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 75, en concordancia 
con el artículo 76 de la Constitución de la República, por haberse dispuesto la celebración de una 
audiencia de prueba y juzgamiento en una forma que lo deja en riesgo cierto de quedar en 
indefensión por la limitación impuesta a práctica de la prueba. 
 
El principio de  tutela efectiva establecida en el Art. 75 en concordancia con el Art. 76 de la 
Constitución por haberse dispuesto celebración de la audiencia de juzgamiento dejando al 
accionante en estado de indefensión. Art. 76 referido  establece las garantías básicas que tienen 
todas las personas. 
 
Identificación de las normas constitucionales que contienen los derechos presuntamente 
vulnerados 
 
"Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la Justicia y a la tutela efectiva, 
imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y 
celeridad: en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones 
judiciales será sancionado por la ley". 
 
"Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y 'ligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas y los derechos de las partes. 
2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su 
responsabilidad mediante resolución firme o sentencia 
Ejecutoriada. 
3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no 
esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza, ni se le 
aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una persona 
ante un juez o autoridad competente con observancia del trámite propio de cada procedimiento. 
4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez 
alguna y carecerán de eficacia probatoria. 
5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones diferentes 
para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su promulgación sea posterior a 
la infracción. En caso de duda sobre una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el 




6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza 
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
a. Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna 
etapa o grado del procedimiento.                          
b. Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa. 
c. Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones.                                              
d. Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. Las partes podrán 
acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento.                       
 
e. Nadie podrá ser interrogado, ni aun con fines de investigada por la Fiscalía General del Estado, 
por una autoridad policial o cualquier otra, sin la presencia de un abogado particular o un d 
tensor público, ni fuera de los recintos autorizados para el efecto 
f. Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o   intérprete, si no comprende o no 
habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento. 
g. En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su elección o por 
defensora o defensor público: no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada 
con su defensora o defensor. 
h. Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y 
replicar los argumentos de las otras partes: presentar pruebas y contradecir las que se presenten 
en su contra. 
i. Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por 
la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto. 
j. Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante la jueza, juez o 
autoridad, y a responder al interrogatorio respectivo. 
k. Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por 
tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para el efecto. 
l. Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la 
resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 
pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o 
fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados. 




Con los antecedentes expuestos, el legitimado activo solicita que la Corte Constitucional en 
sentencia motivada anule el auto impugnado, y disponga que, en su lugar, el Juez Décimo Octavo 
de lo Penal del... dicte otro que preserve y proteja el derecho a la tutela judicial o respeto al 
ejercicio pleno del derecho de defensa del acusado y a la 1 tal práctica de las pruebas 
trascendentes para el caso. De igual forma amparado en el contenido del artículo 87 de la 
Constitución de la pública, pide que en el auto de calificación de la demanda se disponga como 
medida cautelar, la suspensión inmediata de los efectos jurídicos del auto impugnado. 
 
Se anula el acto impugnado y el juez décimo octavo de lo penal dicta otro que preserva y protege el 
derecho a la tutela judicial con respecto al ejercicio pleno del derecho a la defensa del acusado y a 
la total práctica de las pruebas trascendentales para el caso. 
Solicita medida cautelar de conformidad al Art. 87 de la Constitución de la República. 
 
De la admisibilidad de la causa 
 
La presente acción extraordinaria de protección fue planteada ante la Corte Constitucional, para 





El señor Secretario General certifica que no se ha presentado otra (s) demanda (s) con identidad 
de sujeto, objeto y acción; en consecuencia, la solicitud no contraviene la norma alguna, de lo cual 
se deja constancia para los fines pertinentes. 
 
La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición, conformada por el 
Dr. Patricio Pazmiño Freiré, la Dra. Nina Pacari Vega y la Dra. Ruth Seni Pinoargote, en auto 
del..., a las 16H45 avoca conocimiento de la causa y admite a trámite la acción planteada, 
Indicando que se proceda al sorteo para la sustanciación de la misma, 
 
De conformidad con el sorteo correspondiente realizado el... pasó la el expediente a la Tercera 
Sala para la sustanciación respectiva. 
 
Se efectuó el sorteo correspondiente conforme lo prescrito en el artículo 436 numeral 5 de la 
Constitución de la República según consta del Acta de Sorteo de fs. 534 del expediente, en donde 
se observa que el conocimiento de la causa signada con el N° 0077-09-EP, le correspondió como 
Juez Sustanciador al Dr. Manuel Viten Olvera. 
 
La Tercera Sala de la Corte Constitucional, para el período de transición, en providencia dictada 
el ..., asumió la competencia de la a, notificó con el contenido de la demanda y la providencia al 
señor : Décimo Octavo de lo Penal del... con el objeto de que presente informe debidamente 
motivado de descargo sobre los argumentos que fundamentan la demanda, en el plazo de quince 
días de recibida la providencia; de igual manera, se notifica a la doctora..., Fiscal Distrital de... y, 
abogado..., Procurador Especial de y otros, a fin de que pronuncien en el plazo de quince días, 
exclusivamente respecto de  la presunta vulneración en el proceso de juzgamiento de los derechos 
reconocidos en la Constitución. En la misma providencia se señala para el día miércoles ... a las 
12HOO, la Audiencia Pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 86 numeral 3 de la 
Constitución de la República. Finalmente, de acuerdo a lo determinado en el artículo 87 de la 
Constitución de la República, se dispone la suspensión inmediata de i efectos jurídicos del acto 
impugnado en la presente causa. 
 
 
La Sala de admisión avoca conocimiento y admite a trámite la acción planteada. 
Por sorteo pasa el expediente a la Tercera Sala para la sustanciación. 
Por sorteo corresponderá conocer el trámite al Dr. Manuel Viteri. 
 
 
De la contestación y sus argumentos 
 
A fs. 575 del expediente, consta el informe presentado por el señor abogado..., Juez Décimo 
Octavo de lo Penal de..., en cumplimiento al auto dictado por la Tercera Sala de fecha..., a las 
11H45, informe en el que manifiesta lo siguiente: 
 
Que en la judicatura a su cargo se tramita la Instrucción Fiscal Penal de Tránsito No 026/2007, 
en contra del ciudadano..., de cuyas piezas procesales principales se observa que: a) mediante 
providencia del... a las 15HOO se señaló el día a las 11HOO, para que tenga lugar la audiencia 
oral pública de prueba y juzgamiento, convocándose, para el efecto, a las partes procesales; b) 
Afs. 490-495 la Dra...., Agente Fiscal Penal de..., interviniente en la causa, presenta escrito en el 
que manifiesta su inconformidad por haberse diferido la audiencia oral pública de prueba y 
juzgamiento que estaba señalada para el día...; c) A fs. 493, dicho Juez, mediante providencia 
del.... a las 10h40, corre traslado a la mencionada Fiscal con un escrito presentado por el... en el 
que solicitaba un plazo mayor para evacuar el libramiento de su exhorto solicita d) A fs. 495-496 




le fije nueva fecha pare audiencia de juzgamiento a efecto de poder tramitar el exhorto requerido 
por su persona; e) Afs. 497-497 vta. El Juez Suplente de dicho Juzgado mediante providencia del 
..., a las 08H20, convoca a Audiencia Pública Oral de Prueba y Juzgamiento de José Eduardo 
Carmigniani Valent para el día a las 09h40. De esta providencia dictada por el Juez suplente, la 
Dra..., Fiscal interviniente, presenta escrito de fecha..., a 15H47, en el que manifiesta nuevamente 
su inconformidad con la diligencia de audiencia ya ordenada, por cuanto no se ha despachado 
escrito de fecha ... a las OHh57, en el que solicitaba que la audiencia a realizarse debía llevarse a 
efecto con o sin la presencia de los testigos extranjeros solicitados por el acusado; f) Afs. 509, el 
mentado Juez di la providencia del a las 15H10 en el sentido de que la Audiencia C Pública de 
Prueba y Juzgamiento señalada para el día miércoles ;;; las 09H40, se llevará a cabo con la 
presencia de los testigos y peri que a ella concurran. 
 
Indica, posteriormente, que es esta última providencia la que dado motivo a que el accionante 
plantee la presente acción extraordinaria de protección, indicando, además, que la aludida 
providencia pi haber sido objeto por parte del abogado... de un pedido de revócate ampliación o 
aclaración, lo que no se ha hecho conforme consta expediente y una vez que se ejecutoríe dicha 
providencia, se solicitara las copias correspondientes para proponer la presente acción 
constitucional; 
 
Sostiene que la providencia, motivo de esta acción constitucional no posee violación alguna al 
derecho de defensa del acusado, abogado... Cabe indicar que el art. 256 del Código de 
Procedimiento Penal ley supletoria para los asuntos de tránsito, en su numeral 2 determina que la 
etapa del juicio se puede suspender excepcionalmente y sólo una vez por un plazo máximo de cinco 
días, cuando no comparezcan los peritos, y si en la reanudación tampoco comparecen los peritos 
el juicio debe continuarse sin su presencia. El art. 271 del Cuerpo de Ley en mención se refiere a 
los testigos ausentes del lugar del proceso. En saso actual, los testigos del accionado son personas 
que viven en el extranjero y es de suponer que así como el recurrente de la acción de protección 
los tuvo en el país al inicio de este proceso, también podría haberlo hecho ahora para que estén 
presentes en la Audiencia Oral Pública de Prueba y Juzgamiento, señalada mediante providencia 
del..., a 08H20, y ratificada mediante providencia del ..., a las 15H10, por lo que solicita se dicte 
la sentencia correspondiente confiarme a derecho. 
 
La doctora..., Agente Fiscal de..., en cumplimiento al auto dictado "la Tercera Sala de fecha... a 
las 111-145, expone lo siguiente: 
 
   Que la presente acción ha sido propuesta por el acusado, abogado,., de un decreto o providencia 
por la que el Juez Décimo Octavo de Penal sustancia la causa, esto es, que en dicho decreto el 
señor Juez Décimo Octavo de lo penal sustancia la causa, esto es, que en dicho decreto el señor 
Juez ordena la práctica de una diligencia la misma que consiste en la audiencia Oral de prueba y 
juzgamiento dentro de un proceso penal de tránsito, esta definición se encuentra descrita en el 
artículo 271 del Código de Procedimiento Penal. No se trata de un auto como erróneamente lo ha 
planteado el accionante, ya que el auto es la decisión del Juez sobre un incidente del juicio y en la 
especie, el decreto o providencia dictada no es una decisión sobre algún incidente, sino que es la 
mera sustanciación de la causa disponiendo que se efectúe la correspondiente audiencia oral de 
prueba y juzgamiento en un proceso penal de tránsito. 
 
Afirma que no existe, en dicho decreto o providencia, violación una al derecho de la defensa del 
acusado, como se esgrime en la acción extraordinaria de protección, ya que el artículo 256 del 
Código de Procedimiento Penal, ley supletoria para asuntos de tránsito, determina su numeral 2 
que la etapa del juicio se puede suspender excepcionalmente y sólo por una vez por un plazo 
máximo de cinco días cuando no comparezcan los peritos, y si en la reanudación tampoco 
comparecen, el juicio debe continuar sin su presencia. Adicionalmente, el artículo 271 mismo 
Cuerpo Legal se refiere a los testigos ausentes del lugar del ceso, y las personas a las que hace 
referencia el accionante son peritos presentados por parte suya, sin que estos estén acreditados p|| 




discrecional al Juez a fin de que califique si la presencia de los peritos es indispensable en la 
audiencia, y ha hecho; 
de tal facultad legal en la providencia que se impugna con esta acción tomando en consideración 
que no se trata de un auto definitivo como interpreta el accionante, y no se ha violado ningún 
derecho constitucional del acusado en la tramitación del proceso cuando consta el informe 
presentado por los peritos que él ha solicitado dentro de la instrucción fiscal y éste alcanzará el 
valor de prueba una vez que sean presentadas y valoradas en la etapa de juicio, de acuerdo con lo 
que dispone el segundo inciso del artículo 79 del Código de Procedimiento Pe es decir, que basta 
con la presentación de dichos informes periciales en la etapa de juicio para que éstos sean 
valorados por el Juez a prueba, sin que sea imprescindible la presencia de los peritos, por lo que 
la ausencia de ellos no viola el derecho a la defensa del acusad| que ha sido respetado al 
incorporarse esta pericia al proceso y ya es d(| responsabilidad de su defensa el presentarlo en la 
etapa de juicio. P@| lo manifestado, solicita que se declare sin lugar la acción extraordinaria de 
protección planteada, tomando en consideración lo siguiente: a) B acto judicial impugnado no es 
un auto definitivo, sino un decreto de sustanciación de la causa; b) No existe violación al derecho 
a la defensa ya que el peritaje para que alcance el valor de prueba debe ser presentado en la etapa 
del juicio sin que sea imprescindible la presencia de los peritos que hayan realizado dicho peritaje, 
más aún si estos no son ni han sido acreditados por la Fiscalía. 
 
Consta el informe presentado por el Juez Décimo Octavo de lo Penal. 
 
Sostiene que la providencia motivo de la acción extraordinaria de protección no viola el derecho a 
la defensa del acusado mencionado el Art. 256 del C.P.P. supletoria para los asuntos de tránsito en 
su numeral 2 determina que la etapa de juicio se puede suspender excepcionalmente  y por solo una 
vez y por un plazo máximo de cinco días, cuando no comparezcan  los peritos, y si en la 
reanudación tampoco comparecen los peritos, el juicio debe continuar sin su presencia. 
Art. 271 C.P.P. hace relación a testigos ausentes  del lugar del proceso. Como los testigos son 
extranjeros así como estuvieron en el inicio del juicio bien pueden haber asistido a la audiencia oral 
pública de juzgamiento. 
Consta la exposición de la fiscal que dice que no se trata de un auto definitivo sino de un decreto de 
la sustanciación de la causa, que no hay violación del derecho a la defensa del acusado hace 
también referencia al Art. 256 C.P.P.. Que los peritos no están acreditados por la fiscalía. 
 
Audiencia en la acción extraordinaria de protección 
 
De fs. 535 vta., consta la razón sentada por el señor Secretario de la Tercera Sala, en la cual se 
deja constancia de que el día ..., a fas 14H30 tuvo lugar la audiencia pública dispuesta en 
providencia de..., a la que compareció el demandante en compañía de su defensor. 
 
 
II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL PARA EL 
PERÍODO DE TRANSICIÓN 
Competencia 
 
El Pleno de la Corte Constitucional, para el período de transición, es competente para conocer y 
resolver la presente acción, de conformidad con lo previsto en el artículo 27 del Régimen de 
Transición, publicado en la Constitución de la República del Ecuador, en el Registro Oficial Nº 




Control Constitucional promulgada en el ¡Segundo Suplemento del Registro Oficial No 52, de 22 
de octubre del |009; art. 35 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la 
Corte Constitucional y la Resolución publicada en el Suplemento del Registro Oficial No 451 del 
22 de octubre del 2008. 
IQue de conformidad con lo dispuesto en el artículo 437 de la constitución de la República, "Los 
ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una acción extraordinaria de 
protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. Para la 
admisión de este recurso la Corte constatará el cumplimiento de los siguientes requisitos: 1. Que 
se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriados. 2. Que el recurrente demuestre 
que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos 
reconocidos en la Constitución". 
 
La presente acción ha sido tramitada de conformidad con el ordenamiento jurídico constitucional 
y legal aplicable al caso, 
 
Para resolver esta causa, la Corte procede a efectuar el análisis correspondiente. 
 
El Pleno de la Corte Constitucional para el periodo de transición es competente para conocer y 
resolver la presente acción.  
 
Ámbito de aplicación de la acción extraordinaria de protección al caso concreto         
 
Para analizar la procedencia de la presente acción extraordinaria de protección corresponde, 
revisar, en primer lugar, si la decisión judicial impugnada es objetivamente recurrible ante esta 
Corte; es decir, si se encuentra en el listado de decisiones judiciales establecido en el artículo 437, 
1ro., de la Constitución de la República. 
 
Para el accionante la decisión judicial que impugna es un auto firme que no puede ser impugnado 
mediante ningún tipo de recurso El juez de la causa, en cambio, sostiene que su providencia no 
estaba firme y que por ende, es improcedente la acción extraordinaria de protección por haberse 
podido recurrir de ella mediante recursos vertical Respecto de este asunto, la Corte 
Constitucional, para el período transición, considera lo siguiente: a) Mediante providencia del ..., 
a 08H20, el Juez Décimo Octavo de lo Penal de... convocó, para el... a la audiencia pública de 
prueba y juzgamiento del proceso penal I 026-2007; b) Respecto de esa providencia, la fiscal 
actuante pidió ampliación a efectos de que el juez declare que la referida audiencia debía 
realizarse el día señalado aun cuando no concurran los testigos, pues consideraba que no podía 
seguirse dilatando la decisión del proceso; c) Mediante providencia del ... -que es la providencia 
impugnada en esta causa- el Juez Décimo Octavo de lo Penal de... amplió la providencial anterior 
y dispuso que la audiencia convocada para el ... "se llevará a cabo con la presencia de los testigos 
y peritos que a ella concurra^ por cuanto esta judicatura considera que no se puede dilatar en 
exceso la celebración de la referida audiencia de juzgamiento"; d) Siendo leí providencia del ... 
una de aquellas en la que se amplía una providencial anterior, le es aplicable lo dispuesto en el 
artículo 291 del Código dé| Procedimiento Civil -que se aplica supletoriamente a los procesos 
pena^ les por mandato de la Disposición General Segunda del Código de Procedimiento Penal- 
acorde al cual "Concedida o negada la revocación^ aclaración, reforma o ampliación, no se podrá 
pedir por segunda vez", norma que, en definitiva, impide la proposición continuada y sucesiva de 
recursos; e) En decisión del 22 de agosto de 19995, publicada en el Registro Oficial del 27 de 
marzo de 1996 (caso 672-95, Banco de Guayaquil y Acosta), la entonces Sala Única de lo Civil y 
Comercial de la Corte Suprema de Justicia consideró que el término para interponer recurso  de 
casación comienza a contarse desde que se resuelve el pedido de ampliación de la sentencia, sin 
que pueda considerarse interrumpido ese término por haberse presentado, luego de resuelto tal 
pedido de ampliación, un nuevo recurso como el de aclaración: "...Concedida o negada 9 




Civil, prohíbe que se pida por segunda vez, lo cual, como repetidamente lo ha resuelto esta Corte, 
no solo significa que no  se puede insistir en alguna de esas peticiones sino que tampoco se las 
puede proponer sucesivamente; si de hecho se contraviene a esta prohibición, tal petición es nula, 
no puede ser atendida ni produce efecto alguno que pueda influir en el transcurso del término para 
interponer el “Recurso de casación". Igual línea siguió la entonces Segunda Sala de lo Civil y 
Mercantil, en decisión del 04 de diciembre de 1996, publicada en ||l Registro Oficial No 78 del 3 
de junio de 1997 (caso 450-96, Cepeda y Borja); f) Lo expuesto lleva a esta Corte Constitucional, 
para el período de transición, a afirmar que siendo la providencia impugnada un auto en el que se 
resuelve un incidente de ampliación y que, por tanto, al no ¡ser legalmente posible interponer, 
respecto de tal auto, nuevos recursos Verticales por expresa prohibición del artículo 291 del 
Código de Procedimiento Civil, tal auto quedó ejecutoriado y, en consecuencia, la acción 
¡extraordinaria de protección es objetivamente procedente conforme al artículo 437,1ro., de la 
Constitución de la República. 
 
    Respecto de la violación del derecho a la defensa que denuncia el accionante, nada dijo el juez 
de la causa en el informe que presentó a esta Corte. No obstante, corresponde analizar si, 
efectivamente, la pro-videncia judicial impugnada causó o no esa violación, pues es atribución de 
esta Corte comprobar si, en efecto, se ha producido tal violación, que 
Es requisito de procedencia de la acción.                  
 
Como ya ha quedado expuesto, al auto judicial impugnado establece que la audiencia oral y 
pública de prueba y juzgamiento señalada J para el ... a las 09H40, dentro del proceso penal de 
tránsito No 026- 
 
 
2007, "se llevará a cabo con la presencia de los testigos y peritos que a ella concurran, por cuanto 
esta judicatura considera que no se puede dilatar en exceso la celebración de la referida audiencia 
de juzgamiento. Esa decisión hay que enfrentarla con el artículo 75 de la Constitución de la 
república que dice: "Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela 
judicial efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 
inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las 
resoluciones judiciales será sancionado por la ley",             
 
Es evidente para esta Corte que el auto judicial impugnado pretende aplicar el principio de 
celeridad procesal consagrado en el artículo 75 de la Constitución de la República. Pero también 
resulta evidente que ese auto considera que el principio de celeridad debe aplicarse con 
supremacía sobre otros principios y garantías relativos al debido proceso que están igualmente 
establecidos en la Constitución de la República Y es en ese punto en el que esta Corte considera 
que el auto judicial impugnado infringe la Constitución, pues si bien ésta establece en su artículo 
75 que la celeridad es un principio que hace parte de la tutela judicial efectiva, también establece 
claramente que ese principio -el de celeridad- no puede jamás sacrificar el derecho a la defensa. 
Por eso ese mismo artículo 75 agrega que es derecho de las personas a "en ningún caso" quedar 
en indefensión. La locución "en ningún caso" es tajante: si en un caso concreto debe ponderarse el 
derecho a la defensa versus el principio de celeridad, éste último debe ceder en beneficio del 
primero. El auto judicial impugnado valoró las cosas a la inversa y de ahí su inconstitucionalidad.                                            
 
Como anteriormente se ha dicho esta Corte afirmó que el auto judicial impugnado es violatorio del 
derecho a la defensa y de ahí su inconstitucionalidad. Corresponde profundizar en la cuestión: a) 
El artículo 76, 7°, de la Constitución de la República dice que el derecho a la defensa de las 
personas incluye ciertas garantías, entre las cuales, está, según el literal j, la de que "Quienes 
actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante la jueza, juez o autoridad, y a 
responder el interrogatorio respectivo"; b) La norma constitucional citada 
 
Consagra, pues, como parte de derecho a la defensa de una persona, que los testigos y peritos 




procesales. Derecho de Ia parte y correlativa obligación del testigo o perito; c) Empero, para que 
surja la obligación constitucional del testigo o perito de comparecer derecho de la parte- es 
indispensable un acto instrumental previo: la notificación oficial al testigo o perito para que 
comparezca. Ese acto instrumental previo -notificación- puede hacerse en las diversas formas 
previstas por la ley, pero lo fundamental es que el sujeto notificador no i la parte procesal, sino el 
sistema judicial. Este es un principio irrebatible, consignado en el Código de Procedimiento Civil 
(art. 73), aplicable supletoriamente a los procesos penales. El indicado artículo 73 estable-a que 
la "Notificación es el acto por el cual se pone en conocimiento s las partes, o de otras personas o 
funcionarios, en su caso, las sentencias, autos y demás providencias judiciales, o se hace saber a 
quien 
Sabe cumplir una orden o aceptar un nombramiento, expedidos por el Juez". Y el artículo 74 del 
mismo Código, inciso final, agrega que el acta 
de notificación "será firmada por el actuario"; d) Corolario de todo lo expuesto hasta ahora es 
que la obligación que la Constitución impone, |en beneficio de las partes procesales, para que los 
testigos o peritos Comparezcan ante el juez y respondan los interrogatorios de las partes, solo se 
hace exigible cuando el sistema judicial, a través de las diversas formas previstas en la ley, 
notifica al testigo o perito la providencia Judicial que dispone su comparecencia. Hasta que la 
notificación no se realice en debida forma no se produce la obligación de comparecer del testigo o 
perito y por tanto no es exigible. En el caso concreto del pro-|ceso en que se expidió la providencia 
impugnada, la notificación a los | testigos o peritos residentes en el extranjero debe hacerse 
mediante exhorto, conforme al artículo 130 del Código de Procedimiento Penal; 
e) Lo dicho en el literal precedente demuestra porqué la providencia judicial impugnada en esta 
causa es violatoria del derecho a la defensa: 
Según la providencia impugnada, la audiencia oral y pública de prueba y juzgamiento señalada 
para el..., a las 09H40, dentro del proceso penal de tránsito No 026-2007, "Se llevará a cabo con 
la presencia de los testigos y peritos que a ella concurran, por cuanto esta judicatura considera 
que no se puede dilatar en exceso la celebración de la referida audiencia de Juzgamiento". Luego, 
según esa providencia. la referida audiencia pudiera celebrarse aun cuando no se hubiese 
notificado legalmente los peritos y testigos para que comparezcan a ella, es decir, celebrarse antes 
de que se hubiese tornado exigible la obligación de tales peritos o testigos de comparecer: o, dicho 
de otro modo, se la pudriese realizar vulnerando el derecho de la parte a exigir su comparecencia, 
que solo se activa con la notificación apropiada. Eso coloca en indefensión al accionante, cuestión 
que "en ningún caso" puede suceder conforme al artículo 75 de la Constitución de la República, ni 
siquiera en beneficio del principio de celeridad procesal 
 
Al realizar consideraciones: Convocatoria del juez décimo octavo de lo penal a audiencia. 
Ampliación solicitada por fiscal a la providencia a efectos de que el juez declare que la referida 
audiencia debía realizarse el día señalado aun cuando no concurran los testigos. 
Juez amplia providencia disponiendo se lleve a cabo la audiencia con la presencia de testigos y 
peritos que a ella concurran. 
Hace referencia al Art. 291 C.P.C., “concedida o negada la revocación, aclaración, reforma o 
ampliación, no se podría pedir por segunda vez”. Norma que impide la proposición continuada y 
sucesiva de recursos. 
Siendo la providencia impugnada un auto en el que se resuelve un incidente de ampliación y que, 
por tanto, al no ser legalmente posible interponer  respecto de tal auto, nuevos recursos verticales 
por expresa prohibición del Art. 291 del C.P.C., tal auto queda ejecutoriado y la acción 
extraordinaria de protección es procedente conforme el Art. 437 de la Constitución de la República. 




principio de celeridad consagrado en el Art. 75 de la Constitución, también es evidente que ese auto 
considera que el principio de celeridad debe aplicarse en supremacía sobre otros principios y 
garantías relativos al debido proceso que están igualmente establecidos en la Constitución de la 
República y es en este punto que la Corte considera que el auto impugnado infringe la 
Constitución.  
Establece que el Art. 75 de la Constitución que la celeridad es un principio que hace parte de la 
tutela judicial efectiva, también establece que el principio de celeridad, no puede jamás sacrificar el 
derecho de defensa, ese mismo artículo establece que el principio de celeridad no puede jamás 
sacrificar el derecho a la defensa. 
No pueden las personas quedar jamás en estado de indefensión. El auto impugnado dio más valor al 
principio de celeridad que al derecho a la defensa por lo que violó la Constitución. 
El auto judicial impugnado viola el derecho a la defensa el Art. 76 numeral 7 de la Constitución de 
la República incluye ciertas garantías básicas entre las que está: Que quienes actúen como testigos 
o peritos estarán obligados a comparecer ante el juez o autoridad y a responder al interrogatorio 
respectivo. 
Testigos y peritos tienen la obligación de comparecer a responder al interrogatorio que planteen las 
partes procesales pero para hacerlo necesitan estar notificados legalmente para que se haga exigible 
su comparecencia. En el caso que nos ocupa la notificación a los testigos o peritos residentes en el 
extranjero debe hacerse mediante exhorto conforme establece el Art. 130 del C.P.P. 
En mérito de todo lo expuesto la Corte Constitucional para el Periodo de Transición resuelve: 1. 
Aceptar la acción extraordinaria de protección. 





En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la Constitución 






1.- Aceptar la acción extraordinaria de protección deducida por… 
2.- Dejar sin efecto la providencia dictada el 23 de enero del 2009 por el Juez Décimo Octavo de 
lo Penal del Guayas, dentro del proceso penal de tránsito No 026-2007. 
 
3.- Notifíquese publíquese y cúmplase.- ff). Los miembros del Pleno de la Corte Constitucional. 
1.16. Razón del Secretario General de la Corte Constitucional 
Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional, para el periodo de transición con nueve votos a favor de los doctores Roberto 
Bhruins Lemarie, Patricio Herrera Betancourt, Alfonso Luz Yunes, Herrando Morales Vinueza 




Pazmiño Freiré en Sesión del día martes diecinueve de mayo de dos mil nueve.-  Lo certifico.- f) 
Dr. Arturo Larrea Jijón, Secretario General. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL.-  Es fiel copia del original.- Revisado por f) Ilegible.- Quito,… f) 
El Secretario General.  
 
 
CONCLUSIÓN.- La Constitución de la República consagra las garantías básicas al debido proceso, 
una de estas garantías es el derecho a la defensa. El Art. 75 de la Constitución se refiere al principio 
de tutela judicial efectiva y a que en ningún caso las personas queden en la indefensión. 
 
En el acto impugnado el juez décimo octavo de lo penal al disponer que tenga lugar la audiencia 
oral de juzgamiento sin que se haya hecho exigible la comparecencia de los testigos por medio de 
la notificación y se le haya dejado al acusado en la indefensión viola el debido proceso, aún cuando 
el juez pretenda la celeridad de la causa argumentando con ponderación el principio de celeridad 
consagrado en el Art. 75 de la Constitución, disposición legal que muy tajante al manifestar 
también que en ningún caso una persona puede quedar en la indefensión con lo que estoy 
totalmente de acuerdo en el que la sentencia pronunciada por la Corte Constitucional está conforme 
a derecho y está reparando un derecho que se pretendía desconocer al acusado en el trámite 
referido. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
